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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 27 de noviembre de 2017 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria el próximo miércoles 29 de noviembre, a 
las 09:30, a fin de informarse de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


Orden del día 


1.2 Discusión general y particular de un proyecto de 
ley por el que se crea una prestación pecuniaria de asis- 
tencia al Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas. 

Carp. n- 824/2017 - rep. n.? 546/17 
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—Proyecto de ley por el que se designa con ese 
nombre el baipás de tránsito de la ruta nacio- 
nal n? 30 que conecta la ruta nacional n.* 5 
con la avenida Telmo García da Rosa de la 
ciudad de Artigas. 


» Sancionado. Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


15) Copias en DVD de la película D. F. (Destino 
EI AAA TT 232 


—Proyecto de resolución por el que se modifica 
el artículo 1.* de la Resolución del Senado de 
fecha 15 de junio de 2016, sobre la cantidad de 
copias en DVD de la película del autor Mateo 
Gutiérrez sobre el secuestro y asesinato de 
Héctor Gutiérrez Ruiz, Zelmar Michelini, 
William Whitelaw y Rosario Barredo. 


+ Aprobado. 


17) Economista Daniel Oscar Dominioni Ghiggia. 
Designación como presidente del Directorio 
de la Corporación de Protección del Ahorro 
CATA A 235 


—Solicitud de venia del Poder Ejecutivo. 
+ Concedida. 


18) Doctora María Lucía Nogueira D”Argenio. 
Designación como  fiscala letrada 
departamental.....ooooccnonnnncnnonnncnnonnncnocanenocnnnnonos 238 


—Solicitud de venia del Poder Ejecutivo. 
+ Concedida. 


19) Levantamiento de la sesióN........ocooocmomssmom»oo 244 


2.) Discusión única de un proyecto de ley, aprobado en 
nueva forma por la Cámara de Representantes, por el que 
se establecen modificaciones a la Ley n.” 15921, de 17 de 
diciembre de 1987, sobre zonas francas. 

Carp. n* 271/2015 - rep. n.* 553/17 y anexo l 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


3.) por el que se suprime el ente autónomo Primeras 
Líneas Uruguayas de Navegación Aérea (Pluna); 
Carp. n* 954/2017 - rep. n.* 547/17 


4%) por el que se designa Perimetral Ingeniero Eladio 
Dieste el baipás de tránsito de la ruta nacional n.* 30 Bri- 
gadier General Eugenio Garzón en la ciudad de Artigas, 
que conecta su tramo Artigas-ruta nacional n.” 5 Brigadier 
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General Fructuoso Rivera con la avenida Telmo García da 
Rosa de esa ciudad. 
Carp. n.* 939/2017 - rep. n.* 548/17 


5.2) Informe de la Comisión de Asuntos Administrati- 
vos relacionado con la modificación del artículo 1.* de la 
Resolución del Senado, de fecha 15 de junio de 2016, sobre 
la cantidad de copias en DVD de la película D. F. (Des- 
tino final), del autor Mateo Gutiérrez, sobre el secuestro 
y asesinato de Héctor Gutiérrez Ruiz, Zelmar Michelini, 
William Whitelaw y Rosario Barredo. 

Carp. n.* 961/2017 - rep. n.* 551/17 


6.) Discusión única de un proyecto de ley, aprobado en 
nueva forma por la Cámara de Representantes, por el que 
se le otorga a la Cooperativa de Consumo de los socios de 
Coopace (CCONCOOPACE) la facultad para retener un 
porcentaje del salario y de la pasividad de sus socios. 

Carp. n.* 668/2016 - rep. n.* 554/17 y anexo l 


7.2) Informe de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionado con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 187 de la Constitución de la república y 18 de la 
Ley n.- 18401, de 24 de octubre de 2008, a fin de designar 
en calidad de presidente en el Directorio de la Corpora- 
ción de Protección del Ahorro Bancario, al economista 
Daniel Oscar Dominioni Ghiggia. 

Carp. n.* 925/2017 - rep. n.* 531/17 


8.) Informe de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionado con la solicitud de venia remitida por el 
Poder Ejecutivo, a los efectos de designar en el cargo de 
fiscal letrado departamental (escalafón N), a la doctora 
María Lucía Nogueira D'Argenio. 

Carp. n.? 921/2017 - rep. n.* 549/17 


9.) Informes de la Comisión de Asuntos Administra- 
tivos relacionados con la solicitud de venia remitida por 
el Poder Ejecutivo, a los efectos de destituir de su cargo: 


—a un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional. 
(Plazo constitucional vence el 18 de enero de 2018); 
Carp. n.* 923/2017 - rep. n. 550/17 


— a una funcionaria del Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social. (Plazo constitucional vence el 28 de enero 
de 2018). 

Carp. n.* 932/2017 - rep. n.* 552/17 


José Pedro Montero 
Secretario». 


Hebert Paguas 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Alonso, Amorín, 
Aviaga, Ayala, Besozzi, Bordaberry, Camy, Carámbula, 
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Cardoso, Carrera, Coutinho, De León, Delgado, García 
(Graciela), García (Javier), Garín, Heber, Lacalle Pou, 
Larrañaga, Martínez Huelmo, Matiaude, Michelini, 
Moreira, Otheguy, Pardiñas, Passada, Payssé, Pintado 
y Ramos. Ingresan con posterioridad los señores senadores 
Baráibar, Pesce y Saravia. 


FALTAN: con licencia los señores senadores Bianchi, 
Mieres, Mujica y Tourné; y se retiran con licencia los 
señores senadores Coutinho, Delgado y Michelini. 


3) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑORA PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 09:36). 


—Dando cumplimiento a lo que establece el artículo 53 
del Reglamento de la Cámara de Senadores, dese cuenta 
de las inasistencias a las anteriores convocatorias. 


(Se da de lo siguiente). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- En la 
sesión extraordinaria del 28 de noviembre no se registra- 
ron inasistencias. 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 29 de noviembre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito al Cuerpo me conceda licencia 
al amparo del literal D) —azones inherentes al cargo— del 
artículo 1. de la Ley 17827, de 14 de setiembre de 2004, 
para el día 5 de diciembre, por ausentarme del país para 
asistir a la ciudad de Beijing, al diálogo de alto nivel “CPC 
in Dialogue with World Political Parties”. 


Sin otro particular, la saludo muy atentamente. 


Pablo Mieres. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—13 en 15. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Iván Posada, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


5) SERVICIO DE RETIROS Y PENSIONES DE 
LAS FUERZAS ARMADAS 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado ingresa al or- 
den del día con la consideración del asunto que figura en 
primer término: «Proyecto de ley por el que se crea una 
prestación pecuniaria de asistencia al Servicio de Retiros 
y Pensiones de las Fuerzas Armadas. (Carp. n.* 824/2017 
- rep. n. 546/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 824/2017 - rep. n.* 546/17 


PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
MINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 

MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 29 MAY 2017 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese Alto Cuerpo el proyecto 
de Ley adjunto sustituyendo el que oportunamente se remitiera con fecha 7 de 
octubre de 2016 (documento CM/401) con la única finalidad de modificar la 
fecha de entrada en vigencia establecida en el artículo 8” del referido proyecto. 


Saluda al Señor Presidente con la mayor consideración. 
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PROYECTO DE LEY 


ARTÍCULO 1*- (Prestación a cargo de retirados y pensionistas).- Créase una 
prestación pecuniaria coactiva de asistencia al Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas, que gravará las sumas nominales correspondientes a 
los retiros y pensiones servidos por dicho Servicio. 
ARTÍCULO 2”- (Contribuyentes).- Serán contribuyentes de la prestación a que 
refiere el artículo anterior las personas físicas en tanto sean titulares de los 
ingresos gravados. 
ARTÍCULO 3"- (Retención liberatoria).- El Servicio de Retiros y Pensiones de 
las Fuerzas Armadas deberá retener la prestación pecuniaria a que refiere el 
artículo 1*, retención que tendrá efecto liberatorio para el contribuyente, 
ARTÍCULO 4*- (Tasas de la prestación pecuniaria coactiva a cargo de retirados 
y pensionistas).- Las tasas de la prestación pecuniaria coactiva establecida en 
el artículo 1” de la presente ley, serán las que correspondan al monto nominal 
mensual del retiro o pensión de cada contribuyente, medido en Bases de 
Prestaciones y Contribuciones (BPC) (Ley N* 17.856 de 20 de diciembre de 
2004), de acuerdo a la siguiente escala. 

Bases de Prestaciones y Contribuciones 
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A los efectos de la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo, a los 
montos nominales mensuales se le adicionará una doceava parte de la misma 
correspondiente al aguinaldo anual. 

En ningún caso la cifra que surja de la aplicación de las tasas previstas en este 
artículo, determinado antes de la deducción del impuesto de Asistencia a la 
Seguridad Social y otras prestaciones coactivas, podrá ser inferior a la cifra 
igualmente determinada que corresponda al monto nominal máximo de la 
escala inmediata inferior. 

ARTÍCULO 5*- (Afectación).- El producido de lo recaudado será destinado 
integramente al Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. 
ARTÍCULO 6”- (Imputación del aporte montepio).- Los contribuyentes a que 
refiere el artículo 2”, que realicen el aporte de montepio establecido en el 
artículo 24” de la Ley N” 13.033 de 7 de diciembre de 1961, en la redacción 
dada por el artículo 1” del Decreto Ley N” 15.488 de 24 de noviembre de 1983, 
imputarán el citado aporte como pago a cuenta de la prestación pecuniaria 
creada por la presente Ley. De surgir un excedente, el mismo no dará derecho 
a crédito ni podrá imputarse a otros pagos de esta prestación. 

ARTÍCULO 7*- (Transitoriedad).- El presente tributo tendrá carácter transitorio 
y se aplicará por el término de dieciocho meses, contados a partir de la 


promulgación de la presente Ley. 
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Disposiciones citadas 


Ley N* 13.033, 
de 7 de diciembre de 1961 


TITULO Il 
CAPITULO | - DE LOS RECURSOS 


.- El Tesoro de la Caja de Retirados y Pensionistas Militares, 
estará constituido: 


1* Por el descuento mensual de montepío, que abonarán los integrantes de las 
Fuerzas Armadas en situación de actividad y de retiro y los reformados. El 
montepío se abonará sobre todas las asignaciones que se liguiden en forma 
estable y permanente. El montepío mínimo será de un 12 o/o (doce por 
ciento) en las retribuciones inferiores a $ 500.00 (quinientos pesos) 
mensuales y acrecerá en un 1 o/o (uno por ciento) más por cada $ 300.00 
(trescientos pesos) mensuales subsiguientes hasta un máximo del 15 o/o 
(quince por ciento). Los retirados o reformados que acrediten haber abonado 
treinta y seis años de montepío, estarán exentos de su imposición. Para el 
Personal Militar de la Fuerza Aérea y de la Armada Nacional que cumpla 
actividades de vuelo, de acuerdo con lo establecido en los artículos 89 y 90 
de la ley 14.747, de 28 de diciembre de 1977, y artículos 144 literales G) y M 
y 145 de la ley 10.808, de 16 de octubre de 1946, respectivamente, y 
compute tiempos bonificados, éstos se tomarán a los efectos del pago del 
montepío como tiempos reales No obstante: a) si desempeñaren cargo civil 
o militar, pagarán el montepío que corresponda sobre la asignación civil que 
perciban o el complemento acumulable que se le liquide; b) siempre que las 
asignaciones de cargos civiles que perciban los integrantes de las Fuerzas 
Armadas en actividad o retiro o reformados, y los funcionarios comprendidos 
en el artículo 23 de la Ley N* 12.587 del 23 de diciembre de 1958, en retiro, 
se tengan en cuenta para graduar el haber de retiro o de reforma o 
modificación de los mismos, los respectivos titulares o causahabientes en el 
caso de que el causante no hubiera cumplido el pago por el término previsto, 
deberán contribuir, con destino al Tesoro del Instituto, -por vía de traspaso 
de las demás Cajas de Jubilaciones y Pensiones al producirse el cese o 
directamente, luego de éste- con los montepios y demás aportes que 
correspondan a dichas asignaciones civiles y en cuanto se excedan las 
retribuciones propias del grado del titular, por lo menos durante un plazo de 
diez años. 


Fuente: Decreto Ley N* 15,483, de 24 de noviembre de 1983, artículo 1* 


2* Por el importe de tres diferencias entre las asignaciones de que goce el 
personal militar en actividad y retiro, los reformados y los pensionistas y 
cualquier aumento que se produzca en las mismas, en forma estable y 
permanente. Cuando la cuantía de las tres diferencias supere la nueva 
asignación, sólo se descontará el importe de esta última. Las diferencias se 
abonarán en treinta cuotas mensuales y consecutivas. 
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3” Por el aporte que abonarán los Oficiales y Clases de las Fuerzas Armadas, 
al ascender a cada grado de la jerarquía militar, de acuerdo a la siguientes 
escala: 


General, Contra Almirante y Brigadier, 


O SUS EQUIVAlentes......oooniciinionannoconnons $ 250.00 
Coronel y Capitán de Navío, o sus 
eQquivalentes.......ooocmoconicorocononcancncannnooos "210.00 
Teniente Coronel y Capitán de Fragata, 

O SUS equivalentes....oooocoocicocccionanaoicnonos $ 180.00 
Mayor y Capitán de Corbeta, o sus 
eQquivalentes......oococnccicninoicnonncnaranonanonos " 150.00 
Capitán y Teniente de Navío, o sus 

CUA rra "120.00 
Teniente 1.* y Alférez de Navío, o sus 
AQUA rico rin món "100.00 
Teniente 2.” y Guardia Marina, o sus 
equivalentes......ooooccccicncconocinnncanino nina cano " 80.00 
Alférez, o sus equivalentes................... " 60.00 


Clases del personal de Tropa y del 
Cuerpo de Equipaje.............................. * 40.00 


Este aporte se abonará en veinte mensualidades, a partir del mes 
siguiente al del ascenso. 


4” Por las retenciones que correspondan en las asignaciones de los Oficiales 
en Situación de Disponibilidad, a cuyo reintegro no tengan derecho. 


5” Por la parte del haber de reforma de las personas que no tengan 
causahabientes con derecho a pensión, en los términos del artículo 367 de 
la ley Orgánica Militar y concordantes. 


6” Por el importe de un mes de su asignación inicial, descontable en diez 
mensualidades, que abonará toda persona que ingrese por primera vez a las 
Fuerzas Armadas. 


7” Por el importe del 20 o/o (veinte por ciento) de la escala del numeral 3.* de 
este artículo y de conformidad al grado del causante, que aportarán los 
pensionistas desde que perciban la asignación pensionaria. 

La suma correspondiente se descontará en cinco mensualidades. 
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8” Por el descuento de 1 o/o (uno por ciento) mensual, que se practicará sobre 


el monto de las cuotas pensionarias que se abonen. 


9” Derogado por artículo 127 de la Ley N* 16.170 de 28 de diciembre de 1990 


10. 


Texto derogado.- 9. Por las retenciones o descuentos que se practiquen en las 
pasividades de quienes residan en el extranjero permaneciendo más de treinta días salvo 
lo dispuesto en el artículo VIII, Inc. 2do. del Tratado aprobado por la ley 9.820, de 28 de 
abril de 1939 y las siguientes excepciones: 


1”. Los que obtengan licencias, las que no podrán exceder en su conjunto del máximo de 
seis meses cada dos años. 


2”. Los que obtengan prórroga de licencia, la que deberá solicitarse con antelación al 
vencimiento de ésta y podrá concederse por periodos renovables de hasta seis meses por 
vez, sólo mientras subsistan las siguientes causales: 


a) desempeño de misión o cargos oficiales; 


b) desempeño de misión o cargos oficiales por el esposo, la esposa, los padres o los 
hijos del titular; 

c) por razones de salud debidamente justificadas; 

d) cumplimiento de setenta o más años de edad. 


Los haberes de los titulares a quienes se conceda prórroga de licencia sufrirán el 
descuento del 20% (veinte por ciento) sobre su importe nominal. 


Las retenciones y descuentos establecidos precedentemente cesarán a partir de la fecha 

en que se justifique fehacientemente en el Instituto o Unidad Militar designada como 
Centro de Pago, su regreso al país, no devengándose reintegro alguno por el tiempo que 
medie entra el ingreso al país y la fecha antes indicada, cuando exceda de veinte dias 
hábiles. 


Por los haberes de los integrantes de las Fuerzas Armadas en actividad y 
retiro o de los reformados, pensionistas, sobrevivientes de las campañas 
de 1897-1904 y sus viudas, que dejen de revistar mensualmente, en tanto 
no justifiquen, en forma debida, su omisión. 

La revista a efectos de justificar existencia será certificada por la Unidad 
Militar o Comisaría Seccional más próxima al domicilio del titular y en el 
extranjero por el Consulado respectivo. 

El extremo se considerará cumplido para los retirados, reformados o 
pensionistas cuando el titular perciba de presente sus haberes en el 
Instituto o en una Unidad Militar designada como Centro de Pago. 

Por los incapaces, revistará su representante legal. 

En los casos de enfermedad y de imposibilitados, será de aplicación lo 
dispuesto en el Decreto de 18 de noviembre de 1903. 

No obstante, cuando de mandato judicial y por concepto de pensión 
alimenticia, deba procederse a una retención de los haberes de los titulares 
en actividad, retiro o reforma, sujetos al requisito de la revista y ésta no se 
produzca de conformidad a las disposiciones aplicables, se calculará si 
procediere, la asignación pensionaria que generaría el obligado y hasta ese 
monto se retendrá la suma correspondiente. 


Fuente Ley N* 14.106 de 14 de marzo de 1973, artículo 610. 
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11. Los funcionarios del Item 3.01 del Ministerio de Defensa Nacional y de la 
Caja y sus causahabientes, estarán sujetos a los aportes establecidos en 
este artículo, en cuanto fuera pertinente. 

Para el cálculo de los tributos establecidos en los numerales 3,0 y 7.o, se 
equipararán los grados civiles a los militares de conformidad a las 
remuneraciones respectivas. 

Toda deducción efectuada a sus asignaciones que no corresponda a 
créditos o cesiones contraídas o autorizadas por los mismos (privaciones 
de sueldos por faltas y/o sanciones, retenciones por inasistencias, etc.) 
deberán verterse al Tesoro de la Caja, así como las economías por cargos 
vacantes, salvo en la afectación del Subsidio por fallecimiento. 


12. Por el 5 o/o (cinco por ciento) de las utilidades liquidas anuales de la Caja 
Nacional de Ahorros y Descuentos. 


13. Por los bienes de cualquier naturaleza de su propiedad y por sus rentas y 
por las herencias, legados y donaciones que reciba. 


14. Por las cantidades que leyes vigentes o a promulgarse, hayan destinado o 
destinen, para el cumplimiento de sus servicios. 


15. Por las pasividades que se sirven a sobrevivientes de las Campañas de 
1897-1904 y sus causahabientes (Leyes Nos. 12.865, de 6 de junio de 
1961 y 13.791, de 19 de noviembre de 1969) y que sean alcanzadas por el 
artículo 39 de la Ley N* 11.925, de 27 de marzo de 1953. 


Fuente Ley N* 14.106 de 14 de marzo de 1973, artículo 610. 
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Ley N' 17.856, 
de 20 de diciembre de 2004 


CREACION DE LA BASE DE PRESTACIONES Y CONTRIBUCIONES (BPC) 


Artículo 1? - Serán sustituidas por la Base de Prestaciones y Contribuciones 
que se crea en el artículo siguiente, todas las referencias al salario mínimo 
nacional establecidas en el ordenamiento jurídico vigente, sea como base de 
aportación a la seguridad social, como monto mínimo o máximo de 
prestaciones sociales, como cifra para determinar el nivel de ingresos, así 
como cualquier otra situación en que sea adoptado como unidad de cuenta o 
indexación. 


Artículo 2”.- Créase la Base de Prestaciones y Contribuciones que será 
equivalente al valor del salario mínimo nacional, a la fecha de vigencia de la 
presente ley. 


Artículo 3".- La Base de Prestaciones y Contribuciones se actualizará en 
función de la situación financiera del Estado y a opción del Poder Ejecutivo, en 
las mismas oportunidades que los ajustes generales de remuneraciones de la 
Administración Central, en un porcentaje equivalente a: 

l) La variación del índice de precios al consumo que publica el Instituto 
Nacional de Estadística en el periodo entre ajuste. 

11) O la variación del índice medio de salarios que publica el Instituto Nacional 
de Estadística en el período comprendido entre el penúltimo mes previo a la 
fecha de vigencia del ajuste anterior y el penúltimo mes previo a la vigencia del 
nuevo valor. 

Cualquiera sea la opción adoptada, el Poder Ejecutivo podrá modificar la tasa 
de variación que surja del índice elegido, en defecto o exceso de hasta 20% 
(veinte por ciento) sobre el porcentaje resultante, 


Artículo 4*.- La presente ley entrará en vigencia a partir del primer día del 
mes siguiente a su aprobación. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Señora presidenta: la Comi- 
sión de Hacienda me ha hecho el honor —si es que se pue- 
de decir así— de informar este proyecto de ley, relativo a 
la creación de una prestación pecuniaria de asistencia al 
Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. 


No es muy simpático votar esto y, menos aún, funda- 
mentar que la sociedad tenga que hacer contribuciones 
adicionales, aunque sea, como en este caso, por diecio- 
cho meses —y digo «por dieciocho meses» porque vamos 
a tener que arreglar algunos artículos, señora presidenta, 
pero de eso ya me ocuparé en su momento—, porque aun- 
que sean contribuciones por determinado lapso, afectan 
—naturalmente— el bolsillo del universo al que le estamos 
pidiendo la prestación pecuniaria de asistencia y, natural- 
mente, a ellos no les va a gustar esta imposición legal. 


Soy consciente de eso. Sin embargo, hay razones po- 
derosas que llevaron, al Poder Ejecutivo primero y a la 
bancada de gobierno después —aunque en más meses de 
los proyectados—, a definir que en el tema del Servicio de 
Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas hay que ha- 
cer muchas cosas. No estoy descubriendo la pólvora; ya 
en otras intervenciones el expresidente y actual senador 
Mujica, así como el senador Camy, han insistido, una y 
otra vez, en que todo este tema no se arregla solo con un 
marco legal. Son ellos —más especialistas que yo; quizás 
tendrían que ser quienes informaran— los que han trasmi- 
tido que hay una globalidad que, en la medida en que no 
se encare —eso no quiere decir que no la encaremos ley 
por ley— en su totalidad, todo este tema quedará rengo. 
En definitiva, el impuesto —al cual ellos, y yo también, le 
damos menos importancia para arreglar todo el tema del 
Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, 
o mal llamada caja militar— es, sin duda, un tema menor 
al andamiaje, pero muy significativo simbólicamente. ¿Por 
qué digo esto, señora presidenta? Porque como lo han tras- 
mitido los dos senadores que acabo de nombrar, si no se 
tiene una plantilla clara incluso ellos la han propuesto por 
ley- de los generales, de los coroneles, en fin, del total de 
la oficialidad, poco vamos a arreglar en lo que tiene que 
ver con la perspectiva, el objetivo, el mandato y lo que 
tienen que hacer las Fuerzas Armadas por este país. Y eso 
impacta —naturalmente— dentro de la propia mal llamada 
caja militar. 


Ese es un tema en el que quizás estemos más verdes 
con relación a otros. De los tres temas a abordar, es el que 
venimos corriendo de atrás, cuando quizá debería ser el 
primero de ellos. 


El segundo es algo que está siendo estudiado por otra 
comisión, por suerte, así no soy el miembro informante. 
Concretamente, se está estudiando todo el sistema de re- 
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tiro de los oficiales y soldados para hacerlo más compa- 
tible con Fuerzas Armadas más ordenadas, con Fuerzas 
Armadas que aplican tecnología, con Fuerzas Armadas 
más modernas, con Fuerzas Armadas con menos efecti- 
vos y con Fuerzas Armadas en las que hoy el físico de las 
personas —para las tareas físicas que se les pide a nues- 
tros soldados y oficiales— incide de otra manera porque 
han cambiado muchas cosas debido al sistema de salud, 
el sistema de alimentación, a las nuevas técnicas, a los 
nuevos ejercicios y, además, debido a que muchas de las 
tareas que llevan a cabo las Fuerzas Armadas ahora son 
de tecnología o alta tecnología, y no se trata ya del com- 
bate cuerpo a cuerpo. 


Este segundo proyecto, señora presidenta, sobre el que 
—naturalmente— nosotros tenemos opinión —quisiéramos 
que tuviera algunas modificaciones el proyecto de nuestro 
Gobierno, el del Frente Amplio—, está en la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social —si no me equivo- 
co— y, por lo que me han trasmitido los compañeros de la 
bancada de gobierno, se está trabajando de manera impor- 
tante, pero no es una tarea fácil. Soy consciente de ello. 
Toca muchos aspectos y, vamos a decirlo con todas las 
letras, los uruguayos nos hemos desayunado de cosas que 
pasan en las Fuerzas Armadas, que antes no conocíamos, 
como que se computa como beneficio de vuelo las horas 
de vuelo de este año, por ejemplo, y como contrapartida se 
ponen las horas de vuelo del año pasado aunque no se haya 
volado. Así nos lo han trasmitido algunos compañeros de 
bancada. 


El tercer tema, señora presidenta, más simple —por su- 
puesto opinable; por supuesto que quien esté en contra tie- 
ne todo el derecho de estarlo, señora presidenta, y podría 
haber argumentos—, es el de pedir una contribución, hasta 
empezar a ordenar el resto de los temas, al conjunto de los 
jubilados de altos ingresos. 


Paso a explicar brevemente el texto, para que se tenga 
una idea de lo que es el proyecto de ley. En realidad, lo 
hago para que quede constancia, pues estaría ofendiendo 
a las senadoras y senadores si mi intención fuera expli- 
car un proyecto sencillo, que consta simplemente de seis 
artículos, ya que el 7. corresponde a la vigencia. 


El artículo 1.” determina el universo al que se remite 
el proyecto, mientras que el artículo 2.” está referido a los 
contribuyentes, es decir, las personas físicas del artículo 
anterior. Por su parte, el artículo 3.” alude a la retención 
que se hace, producto —naturalmente-— del artículo 1.*. 


El artículo 4. determina las tasas, cuyo monto será 
medido en bases de prestaciones y contribuciones, del 
BPS, de acuerdo con la Ley n.” 17856, de 20 de diciembre 
de 2004, que es donde se hace todo el andamiaje jurídico 
de la prestación de seguridad social. Se trata de una ley del 
final del Gobierno del doctor Batlle, y lo aclaro para que 
no se diga que somos fundacionales. 
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En este artículo 4.* figura una tabla —que paso a deta- 
llar— en la que se establecen las tasas. De O a 15 bases de 
prestaciones y contribuciones, la tasa es del 0 %; de 15 a 
16 BPC, la tasa es del 2 %; de 16 a 17 BPC, la tasa es del 
4 %; de 17 a 18 %, la tasa es del 6 %; de 18 a 19 BPC, la 
tasa es del 8 %; de 19 a 20 BPC, la tasa es del 10 %; de 
20 a 22 BPC, la tasa es del 12 %; de 22 a 25 BPC, la tasa 
es del 14 %; de 25 a 30 BPC, la tasa es del 16 %; de 30 a 
40 BPC, la tasa es del 18 %, y —naturalmente— para quien 
cobra más de 40 bases de prestaciones y contribuciones, la 
tasa asciende al 20 %. 


Asimismo, el artículo 5.” es muy importante y refie- 
re a la afectación. Cuando se dé la discusión —si se da—, 
veremos que este tema siempre será opinable porque no 
podemos opinar caso a caso en relación a nuestra Consti- 
tución, y otros compañeros ahondarán sobre el tema. Este 
artículo dice: «El producido de lo recaudado será destina- 
do íntegramente al Servicio de Retiros y Pensiones de las 
Fuerzas Armadas». He preguntado a algunos integrantes 
del Gobierno si con esta redacción queda claro —para mí 
esto es clave— que esto se vuelca directamente al Servi- 
cio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. Me 
respondieron que sí. Además, esto es producto de otras 
redacciones referidas a otras cajas, en las que se dice que 
el producido es directamente de afectación especial para 
las cajas; en este caso es para el Servicio de Retiros y Pen- 
siones de las Fuerzas Armadas. Si existieran dudas a este 
respecto y algún senador o senadora creyera que hay que 
aclarar más este artículo, estamos abiertos a hacerlo, por- 
que es la esencia del proyecto y va en detrimento de otras 
discusiones. Esto es para atender el Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas y, tal como expresare- 
mos en el artículo 7.*, será por 18 meses. 


El artículo 6.* parece estar descolgado; sin embargo, su 
incorporación es a efectos de que no haya una mayor con- 
tribución según las escalas y para que nos ciñamos a ellas. 
¿Por qué? Porque a diferencia de los servicios de retiros 
que tienen que ver con otros trabajadores, el de las Fuerzas 
Armadas es muy especial. Hay que ser especialista para 
entenderlo en toda su dimensión; algunos integrantes del 
Senado lo son, pero no es mi caso. Cuando un oficial se 
retira, sobre todo cuando la decisión es voluntaria —repito 
que no soy especialista, por lo que alguien puede tener 
alguna discordancia—, aunque en algunos casos podrá dar- 
se en forma obligatoria, y no llegó a cumplir los años de 
aportes al Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas, seguirá aportando a pesar de estar recibiendo 
una partida de dicho servicio. Ese aporte se le descuenta 
de dicha partida, y cuando cumple los años correspondien- 
tes, naturalmente, se le deja de descontar. Si entiendo bien, 
puede ocurrir entonces que una persona que se retiró y que 
está abarcada por la tabla del artículo 4. —naturalmente no en 
la primera franja, pues en ese caso la tasa es del 0 %-, por lo 
cual se le aplicaría el descuento allí establecido, todavía 
tenga que hacer cinco, seis o siete años más de aportes 
al servicio. Entonces, lo máximo que se le va a descontar 
es lo que figura en la escala, porque lo que está pagan- 
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do por montepío —establecido en el artículo 24 de la Ley 
n.” 13033, en la redacción dada por el artículo 1. del De- 
creto Ley n.* 15488, de 24 de noviembre de 1983 —¡vaya fe- 
cha!-—, se le va a descontar. Por lo tanto, el artículo 6.” debe 
figurar porque, de lo contrario, estaríamos agregando una 
carga adicional, aunque bien podría tomarse esa decisión 
no votando ese artículo. Es decir que el fin del artículo 
6. incluso puede haber senadores que no acompañen el 
proyecto, pero sí voten el artículo 6.”— es que el gravamen 
no se haga aún más fuerte para aquellos a los que estamos 
pidiendo una contribución especial. 


¿Por qué hago referencia a este concepto de contri- 
bución especial? Sé que va a surgir toda la discusión del 
déficit fiscal y, como me conocen, saben que no tengo 
problema en que debatamos en ese sentido. Ahora bien: 
aspiro a que el déficit fiscal se acerque al 3,5 % este año; 
como es sabido, este porcentaje fluctúa mes a mes, y hay 
meses estacionales en los que baja, pero al final del año 
puede subir alguna décima. Pero estamos hablando de una 
cifra bien importante, que ronda los USD 2.000:000.000, 
y todos sabemos que por este proyecto se recaudarán unos 
USD 40:000.000. Entonces, alguien podrá preguntar si 
vale la pena hacer esto, por esta cifra. Sucede que no lo 
hacemos por el déficit fiscal desde la perspectiva de los 
números, pues si fuera así hasta podría ser inconveniente 
políticamente; lo hacemos desde una perspectiva de equi- 
dad o de justicia, porque estamos requiriendo esfuerzos a 
todos, por lo que también debemos pedírselo a aquellos a 
quienes aún no se lo hemos pedido. 


Señora presidenta: tengo en mi poder el mensaje y pro- 
yecto de ley del Poder Ejecutivo firmado el 30 de diciem- 
bre de 1996 por Julio María Sanguinetti. En el año 1995 se 
votó la ley de seguridad social, que entró en vigencia el 1.* 
de abril de 1996, y el Gobierno de ese tiempo, del Partido 
Colorado, se había comprometido —y lo hizo— a mandar un 
proyecto de ley vinculado al tema de la previsión social 
militar —así lo indica la carpeta—, modificando el régimen. 


Ese año, señora presidenta, como resultado de la refor- 
ma constitucional que modificó el artículo 67 de la carta, 
el sistema de seguridad social entró en una crisis financie- 
ra. Tanto es así que ese fue uno de los argumentos dados 
por el Gobierno del entonces presidente Luis Alberto La- 
calle para explicar el aumento de impuestos que propuso 
al comienzo de su gobierno: había que pagar por mandato 
constitucional, de manera firme, los aumentos que corres- 
pondían a los más ancianos, a los más vulnerables. A par- 
tir de ahí, naturalmente, las finanzas públicas entraron en 
tensión. 


Y a partir de ese momento comienza toda una discu- 
sión en la sociedad uruguaya que, si bien en el Gobierno 
del doctor Lacalle no prospera, en el Gobierno del doctor 
Julio María Sanguinetti se concreta en el primer proyecto 
de ley —controvertible y discutible— que da respuesta a un 
problema que el Uruguay tenía arriba de la mesa. 
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Luego se hicieron varias modificaciones durante el Go- 
bierno del Frente Amplio, como la de la Caja de Jubilacio- 
nes y Pensiones Bancarias, para la cual el Estado urugua- 
yo tuvo que aportar USD 40:000.000 y pedir a los propios 
bancarios que hicieran una contribución especial, en ese 
caso también transitoria, hasta que el equilibrio estuviera 
dado. El equilibrio de la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias todavía no ha llegado. Nos acercamos a los diez 
años de esa ley y esa transitoriedad aún continúa. 


En este caso, señora presidenta, somos más benévolos 
y les pedimos a los jubilados, mejor dicho, a los retirados 
—después me critican si no uso los términos corrientes del 
régimen castrense—, una contribución por dieciocho me- 
ses. Esta sería la última caja; se hizo en la Caja Policial, en 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias —como re- 
cién dije—, en la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profe- 
sionales Universitarios y en la Caja Notarial. Y disculpen 
si agrego —esto no compromete a la bancada de gobierno ni 
al Gobierno— que, lamentablemente, en los próximos años 
habrá que abocarse a estudiar —seguramente en el próximo 
gobierno— todo esto de nuevo. Las tasas en base a las cua- 
les están calculadas las pensiones, las jubilaciones y los 
retiros, en donde más o menos hay ciertos equilibrios, en 
el mundo —no me refiero a Uruguay-— están estallando por 
los aires por el nivel de sobrevida de la gente. Esto habla 
bien de nuestro país, de nuestro sistema de salud, al haber 
una calidad de vida que permite la supervivencia y el au- 
mento de los promedios de expectativa de vida de aquellos 
que pasan los sesenta años. Pero esto no quiere decir que 
tapemos la realidad y no nos demos cuenta de que los sis- 
temas de seguridad social tendrán que hacer ajustes, que 
todos sabemos por dónde vendrán: por un esfuerzo mayor 
de trabajo que contribuya luego a la pasividad o a la jubi- 
lación tan bien ganada. 


Por lo tanto, si en 1996 vino el primer proyecto de ley 
relativo a este tema, y los sistemas de seguridad y retiro ya 
estaban en crisis en el Gobierno del doctor Lacalle —esta- 
mos hablando de unos años antes—, y está transcurriendo 
el 2017, acá hay una asignatura pendiente de todos los Go- 
biernos, que no rendimos esta materia como correspondía. 
En los años 1997, 1998 y 1999, durante el Gobierno del 
doctor Sanguinetti, no se votó el proyecto de ley que él 
mandó —en ese momento yo era senador, y esa iniciativa 
nunca vino a sala—, ni se votó en los otros Gobiernos. Y 
hoy tenemos el problema en el Servicio de Retiros y Pen- 
siones de las Fuerzas Armadas porque nunca tomamos el 
toro por los cuernos, como se suele decir. 


Alguien podrá señalar que la culpa no es de los retira- 
dos, y tiene razón; la culpa es nuestra. Alguien dirá que 
hay que tomar esta medida, pero también se podrá decir 
que si no hay topes para los retirados militares, no es res- 
ponsabilidad de ellos, y tienen razón. Pero esta es la única 
parte del mundo, la única, señora presidenta, en que un 
sector de trabajadores —en este caso, militares— no se jubi- 
la con lo mismo que había ganado en su último año —que 
los hay y los conozco-— sino que, por el contrario, tienen la 
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chance de irse con hasta un 20 % más de su sueldo. Para 
quien no lo haya entendido, no es que se retiren con las 
tasas que hoy Uruguay plantea para cualquier trabajador. 
El trabajador uruguayo, cuando llega al máximo, después 
de trabajar más de cuarenta años, está en el entorno del 
83 % o del 85 %. En el caso de la Policía —con la que 
algunos buscan la similitud, aunque las tareas sean dife- 
rentes—, la tasa de reemplazo está en el 85 %, y se accede 
a ella más fácilmente por la peligrosidad de la función que 
cumplen sus funcionarios. 


El proyecto de ley que vino al Parlamento no plantea 
el 85 % sino el 95 %. Esta discusión no es la que tenemos 
que dar ahora ni me quiero adelantar, pero digo que en 
ninguna cabeza cabe que cuando una persona está retirada 
gane más que cuando estaba en servicio. Alguien podrá 
decir: senador Michelini, si hacemos la reforma de la se- 
guridad social, algunos que están ahí podrán retirarse y 
el déficit será mayor en el Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas. Sin embargo, es un elemento de 
disuasión: a partir de ahora, si alguien se va a retirar —por 
lo menos dentro de estos dieciocho meses—, tendrá que 
contribuir en la escala que le corresponda. 


¿Es justo o no es justo pedir a los propios implicados 
que hagan un esfuerzo por el servicio por el cual están 
recibiendo la pensión? Bueno, si mal no recuerdo, en el 
caso de los bancarios votamos todos, y parto de la base de 
que quien vota cree en la justicia de ese voto. Entonces, si 
entendimos que los bancarios sí lo tenían que hacer, ¿por 
qué no en este caso? Podrán no estar de acuerdo en este 
caso, pero no podrán objetar que para otros sí, porque si 
no, habría una dualidad de criterios. Alguien podrá decir 
que no le parece justo en este caso, pero no puede usar el 
argumento de que está ayudando a que el propio servicio 
no entre en una situación de crisis. En la Caja de Jubi- 
laciones y Pensiones Bancarias lo hicimos así. También 
alguien podrá decir que es una situación diferente porque 
acá está el Estado, y sí, es cierto, pero creemos que aque- 
llos que se fueron sin tener ningún tope tienen que contri- 
buir con algo. 


Es verdad que esto no arregla el tema de la mal 
llamada caja militar —estamos hablando de que la sociedad 
está poniendo unos USD 400:000.000 que van creciendo 
a razón de cuarenta o cincuenta por año; la senadora 
Payssé me dice que a esta altura debemos andar en los 
USD 500:000.000—, pero por lo menos ponemos un 
elemento simbólico para que la sociedad uruguaya vea que 
en las finanzas públicas hay una contribución adicional de 
los propios beneficiarios. ¿Simbólica? Sí, simbólica. ¿No 
arregla el problema en su totalidad? No; ya lo dijeron el 
senador Camy y el senador y expresidente Mujica, pero para 
nosotros es muy importante desde el punto de vista simbólico. 


Sé que otros compañeros se van a referir al tema de que 
puede haber un problema constitucional. En el caso de la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, la Suprema 
Corte de Justicia desestimó los pedidos. Creemos que, en 
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este caso, si los hay, los va a desestimar. Pero aspiramos 
a que no haya pedidos porque creemos que es justo, que 
hay un sentido patriótico y que ayuda a que todo el Ser- 
vicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas se 
vaya arreglando. Agrego, señora presidenta, que es nues- 
tro propósito que quienes hoy no tienen topes —porque no 
los tienen—, contribuyan con algo; si se hubiera realizado 
la reforma de su caja —si no en el año 1996 por lo menos 
cuando se hizo la reforma de la Caja Policial— no tendrían 
hoy estas jubilaciones. 


También algunos han dicho con razón —y hay que po- 
nerlo arriba de la mesa— que parte del déficit del Servicio 
de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas está dado 
porque se va bajando año a año el nivel de efectivos y eso 
genera que haya menos contribución «genuina» y el Esta- 
do tenga que poner más. Pero como el Estado paga a ofi- 
ciales y soldados y de ahí se deriva el montepío, al llenar la 
mitad de las vacantes como votamos en el presupuesto—, 
en definitiva hay cierto ahorro en el conjunto —por decirlo 
de alguna manera— de los dineros que se destinan al per- 
sonal en servicio o en retiro de todas las Fuerzas Armadas. 
Por eso repito que el expresidente, senador Mujica, y el 
senador Camy tienen razón en que esto hay que verlo en 
su globalidad. 


Esto no nos desalienta a pedir un esfuerzo ciudadano 
de personas que han dado su vida a las Fuerzas Armadas, 
que de manera intrínseca dan la vida por el país, que son 
los que están en la primera trinchera en las catástrofes o 
en los conflictos, ojalá no bélicos. Hay que darse cuenta 
de que la situación por la cual se retiraron o, en su defec- 
to, dejaron una pensión, era un despropósito y que este 
proyecto de ley trata simbólicamente de arreglarlo en una 
pequeñísima parte. 


Por todas estas razones que, repito, están bien lejos del 
tema del déficit del país —que no tengo ningún problema en 
abordar— y tienen que ver con un tema de justicia, es que 
vengo a informar este proyecto de ley al Senado. 


Quiero decir que hablamos sobre este punto con quie- 
nes van a contribuir y, ya hace un tiempo, con los senado- 
res de la oposición. También nos tomamos un tiempo de 
reflexión en la bancada de gobierno para ver si lo podía- 
mos hacer por más años y quizás con tasas más adecuadas 
pero, al final, recibimos una negativa de parte de los im- 
plicados. Con toda razón y legítimamente, las autoridades 
expresaron que ellas no podían proponer nada que pudie- 
ra implicar cambios en las escalas o involucrara a otros 
retirados. Sentían que ese no era su rol y lo comprendi- 
mos y respetamos. De parte de la oposición no recibimos 
propuestas modificativas, a pesar de que en más de una 
oportunidad nos trasmitieron que estaban en contra del 
proyecto, con sus razones y fundamentos. Más allá de las 
últimas postergaciones que nos tomamos para realizar una 
reflexión final, desde la bancada de gobierno preferimos 
ceñirnos a lo que vino del Poder Ejecutivo en la medida en 
que cualquier modificación, en un tema tan sensible y con 
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tanta dificultad, podía generar menos acuerdos. La úni- 
ca excepción es la modificación que vamos a redactar en 
algunos momentos y que solicitaremos que se reparta al 
resto del Senado. 


Estas son las razones por las que vamos a pedir al ple- 
nario que vote afirmativamente este proyecto de ley. 


Es cuanto tenía para decir, señora presidenta. 
SEÑOR DELGADO.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DELGADO. Señora presidenta: llegamos a la 
discusión de este proyecto de ley por el que se crea una 
prestación pecuniaria coactiva de asistencia al Servicio 
de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, después 
de haberlo considerado en la Comisión de Hacienda, don- 
de el Gobierno estuvo de un lado y la oposición, del otro. 
Es más, en algún momento pensamos que quizás dentro 
del Frente Amplio pudiera haber más de una posición al 
respecto que diera margen para discutir este tema con un 
mayor nivel de integralidad porque es un asunto comple- 
jo. Los señores senadores Heber, Camy, Amorín y quien 
habla —como presidente de la comisión— terminamos vo- 
tando en contra cuando se puso a votación este proyecto de 
ley en la Comisión de Hacienda. 


Antes de empezar mi exposición, quisiera agradecer a 
una cantidad de asesores que han trabajado junto a noso- 
tros, entre ellos al mayor Aníbal Abreu y tantos otros que 
nos permitieron conocer, entender, comprender y justificar 
con argumentos la posición que vamos a sostener hoy, tan- 
to en este tema como en el de la reforma del Servicio de 
Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas, la mal llama- 
da «caja militar», que se está discutiendo en la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social de la Cámara de 
Senadores. 


La situación de los militares retirados —y obviamen- 
te con efectos en los que están en actividad— está siendo 
considerada, por lo menos, en dos ámbitos diferentes: la 
Comisión de Hacienda, donde se estaba discutiendo este 
impuesto liso y llano, y la Comisión de Asuntos Labores y 
Seguridad Social, donde se está tratando la reforma de la 
mal llamada «caja militar». 


La oposición consideró —lo reiteramos acá— que este 
es un tema tan global y complejo que necesitaba un trata- 
miento mucho más integral, y teníamos la esperanza —hoy 
diluida— de que algunos sectores del Gobierno estuvieran 
en la misma sintonía. Me refiero a empezar por el prin- 
cipio con la reforma de la Carta Orgánica de las Fuerzas 
Armadas, que obviamente derivaría en la reforma de las 
cartas orgánicas de cada una de las fuerzas. De esa ma- 
nera podríamos diseñar entre todos las Fuerzas Armadas 
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del futuro, no solo a nivel estructural y jerárquico, sino 
también en lo que refiere a los roles y objetivos. 


Me parecía que era importante empezar por ahí, de- 
finir lo que se quiere, hacia dónde vamos y, obviamente, 
después tomar algunas decisiones vinculadas a la reforma 
del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Arma- 
das que todos —por lo menos hablo por mí- entendemos 
que es necesario reformar. Ahora, el Gobierno decidió em- 
pezar por el final, reformando la caja y, lisa y llanamente, 
poniendo impuestos. 


El senador preopinante decía: «Ya sé que van a hablar 
del déficit fiscal». Y sí, vamos a hablar del déficit fiscal 
porque tiene mucho que ver con las cuentas públicas. Está 
relacionado con un déficit fiscal que no solo no ha retro- 
cedido, sino que ha aumentado y con un nivel de obsesión 
importante del Gobierno. Tan así es que hasta es uno de los 
temas vinculados al proyecto de los cincuentones que está 
a estudio de la Comisión de Seguridad Social de la Cáma- 
ra de Representantes en cuanto a la diferencia de costos, 
cómo impacta, cuál es el grado inversor y eventualmente 
el déficit. Además, el año pasado este Parlamento aprobó, 
con los votos del Frente Amplio, un incremento del IASS 
a los jubilados, del IRPF a los trabajadores, del IRAE a 
las empresas y de todas las tarifas públicas, algunas por 
encima de la inflación, cuando en realidad están dadas las 
condiciones para bajarlas. No solo vamos a tener la consi- 
deración de este impuesto, sino que dentro de pocos días 
se discutirá nuevamente si en enero se ajustan las tarifas 
públicas con un objetivo: bajar el déficit fiscal y hacer caja. 


Ya vimos algún adelanto vinculado a lo que pasa en 
UTE, donde los servicios técnicos dicen —tenemos bas- 
tante claras las paramétricas— que se podrían bajar las ta- 
rifas en función de cuatro o cinco variables, entre ellas 
que bajó el costo de abastecimiento de la demanda. Las 
tarifas públicas podrían bajarse perfectamente; sin embar- 
go, hay una demanda del Gobierno de mejorar los resul- 
tados operativos de la empresa UTE —que tendrá más de 
USD 600:000.000 de utilidad— y aumentar las transferen- 
cias que van a ser casi históricas si las presunciones que 
hoy están arriba de la mesa se concretan. Ya hay algún 
atisbo de anuncio de aumento de los combustibles, es decir 
que vamos a tener un enero con novedades que van en el 
mismo sentido de lo que estamos discutiendo hoy: aumen- 
to de la recaudación, de la caja y tratar de abatir por la vía 
indirecta el déficit fiscal. 


Nosotros que estamos considerando el tema de la re- 
forma integral en la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social y dimos discusión sobre este impuesto 
en la Comisión de Hacienda, hubiéramos preferido tratar 
hoy la ley orgánica o, por lo menos, haber avanzado en ese 
tema. Es más, estamos reclamando —y lo hicimos muchas 
veces— que la ley orgánica pase a la Comisión de Defensa 
Nacional para hacer un tratamiento integral y después ver, 
sobre esa base, los aspectos para reformarla o actualizarla. 
Todos, con un sentido muy serio y responsable, estamos 
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de acuerdo en hacerlo. En fin, el Gobierno tiene mayo- 
ría, marca los tiempos y decidió avanzar en este impuesto 
después de que vinieran algunas personas involucradas en 
el tema y a otras no las dejaran venir. Comparecieron los 
retirados militares con asesores jurídicos —entre ellos el 
doctor Gonzalo Aguirre—, representantes del Ministerio 
de Economía y Finanzas, el ministro de Defensa Nacional 
y hubiéramos querido —y así lo reclamamos— que concu- 
rrieran los comandantes en jefes, los encargados del Servi- 
cio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas y el di- 
rector de sanidad militar, que son los técnicos. Queríamos 
que vinieran a comparecer como concurren como técnicos 
con cualquier ministro, no para opinar sino para dar los 
números de informes que manejan y que, obviamente, no 
van en el mismo sentido que este proyecto de ley, sino en 
el sentido inverso. 


No vamos a acompañar este proyecto de ley porque 
consideramos que es injusto, discriminatorio, despropor- 
cionado, inconstitucional, confiscatorio y viola derechos 
adquiridos; por todo eso. Vamos a tratar de expresarlo en 
nuestra exposición, pero queremos adelantar cuál va a ser 
el final. Repito que no vamos a acompañar el proyecto de 
ley y seguramente lo que se vote hoy termine generando 
—como en tantas otras oportunidades, en que lo advierten 
la cátedra y la oposición, pero no se hace caso y se avan- 
za— otras instancias que confirmen nuestras predicciones. 


Señora presidenta: dijimos que este proyecto de ley 
tenía varias contraindicaciones y que va contra los pasi- 
vos militares que, les guste o no les guste, tienen una pro- 
tección jurídica muy fuerte que va mucho más allá de la 
Constitución de la república y las leyes nacionales, porque 
están amparados en tratados y convenios internacionales 
como señalaremos a continuación. Estamos hablando de 
jubilados a quienes hoy se gravará con una suma de di- 
nero por los aportes que han hecho durante el transcurso 
de su vida laboral, que tienen derechos adquiridos y pa- 
decen una situación real —no excepcional- de déficit de la 
caja militar. ¡Y si alguien no tiene la culpa de eso son las 
propias Fuerzas Armadas! En definitiva, fuimos nosotros 
como Parlamento o el Poder Ejecutivo en sus diferentes 
versiones quienes tomaron decisiones que incentivaron re- 
tiros y cambiaron estructuras, lo que llevó a invertir, de 
hecho, la relación entre pasivos y activos. A la salida de la 
Dictadura había dos activos por cada pasivo, mientras que 
hoy hay casi dos pasivos por cada activo. 


Para comprender en forma cabal cómo se implementará 
este impuesto empezaremos recordando que los militares 
ya pagan el IASS, que no va a la caja militar sino al Banco 
de Previsión Social, en el que se recaudan USD 28:000.000. 
Ahora, mediante este proyecto de ley, se pretende imponer 
un nuevo impuesto con el fin de recaudar USD 40:000.000 
adicionales a ese monto. 


Podrá apreciarse que este es un impuesto doblemente 
injusto: en primer lugar, porque representa una segunda 
carga impositiva sobre la misma jubilación —cosa que nin- 
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gún otro pasivo soporta— y, en segundo término, porque 
tanto el [ASS como este nuevo impuesto se aplican sobre 
el nominal. Ni el Poder Ejecutivo ni la bancada de gobier- 
no plantearon la alternativa de calcular este impuesto en 
función del resultado de la operación de restar el IASS al 
monto a percibir. Obviamente, aquí se está hablando de 
una doble imposición, pues se estará gravando a un mismo 
sujeto por un mismo hecho generador con dos impuestos 
de idéntica naturaleza. O sea que si una persona es retirada 
o pensionista militar deberá pagar el IASS y la prestación 
pecuniaria coactiva que está en discusión en el día de hoy. 


Con respecto a la situación de la caja militar y la rela- 
ción activo-pasivo —ya lo decía el señor senador preopi- 
nante—, digo con mucha honestidad que si alguien no tiene 
la responsabilidad son los propios militares; fueron deci- 
siones políticas, administrativas o legales las que genera- 
ron esta circunstancia y a eso hay que sumar una situación 
que agrava aún más el problema. Muchos activos de los 
que hoy quedan y a los que recurrentemente el Gobier- 
no les pide el desempeño de tareas especiales, que hacen 
con gusto, esmero y eficiencia —me refiero a la atención a 
los inundados y los evacuados y la recolección de basura, 
además de las tareas habituales—, cobran sueldos absolu- 
tamente menores que los que percibe la mayoría del res- 
to de la Administración. Estamos hablando de $ 14.000 o 
$ 15.000. En consecuencia, los aportes de los activos a la 
caja militar son menguados y esto contribuye al agrava- 
miento del problema. 


Por otra parte, no podemos tratar el tema del impuesto 
alas jubilaciones y pensiones militares sin advertir un pro- 
blema que asoma y que nos hubiera gustado abordar con 
un mayor nivel de profundidad, pero lamentablemente al 
director de Sanidad Militar no le permitieron concurrir a 
la comisión. Nosotros tenemos datos que arrojan números 
realmente importantes, más allá de los que confirmó el se- 
ñor ministro en su comparecencia. De todas formas, todos 
conocemos o estamos vinculados a gente que trabaja como 
personal técnico o no técnico en Sanidad Militar. Recor- 
demos que Sanidad Militar, de hecho, hoy es la segunda 
mutualista del Uruguay: atiende a unas 150.000 personas 
entre personal retirado, en actividad, oficial y subalterno 
y su familia. A este impuesto se suma otro proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo que tenemos a consideración —hay 
otro presentado por el señor senador Larrañaga que obvia- 
mente difiere de este— y sobre el que ya se han expresado 
los señores ministros. Frente a este combo se percibe, no 
solo nerviosismo, sino una predisposición importante a 
pasar a retiro o abandonar el lugar de trabajo por parte 
de personal técnico y no técnico de Sanidad Militar que, 
recordemos, está en una situación especial —como la de 
los propios funcionarios militares— porque son empleados 
públicos. Aquí hay, además, una diferencia con otras ca- 
jas, porque sus funcionarios son empleados públicos que 
no hacen horas extras ni cuentan con límite de jornada, 
sino que deben estar siempre a disposición. Esto también 
se aplica al sistema de Sanidad Militar, que en muchas 
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áreas —particularmente me animo a citar una, como es la 
de trasplante de hígado— es un ejemplo. 


No vemos con buenos ojos gravar con este impuesto 
a las pasividades, en el entendido de que gravamos el 
esfuerzo realizado durante toda una vida. Se podrá 
discutir si está bien o está mal, pero «era lo que había», 
son las normas con las que trabajaron y resulta que ahora 
nosotros las estamos cambiando y afectando derechos 
adquiridos. 


Señora presidenta: más allá de las consideraciones 
personales que cada uno pueda hacer, lo cierto es que 
además de injusto, confiscatorio —en algunos casos 
se llega a tener un impuesto que grava el 47 % y 48 % 
de las jubilaciones— y discriminatorio —porque grava 
situaciones similares de manera diferente al gravar con 
una doble imposición a los militares y no a pasivos que 
tengan jubilaciones iguales en otras cajas—, este impuesto 
es flagrantemente inconstitucional. Aclaro que esto 
no lo digo yo desde una visión biológica del derecho 
constitucional —¡obviamente que no!-, sino que me voy a 
remitir a tres informes: uno del doctor Gonzalo Aguirre, 
otro del Departamento de Derecho Constitucional de la 
Universidad Católica del Uruguay —¡que es terminante!— 
y otro que llegó a última hora de ayer, del Instituto de 
Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho de la 
Universidad de la República. Todos coinciden en que este 
impuesto es inconstitucional. A juicio de quienes hicieron 
informes en la materia, hay tres inconstitucionalidades 
claras: en primer lugar, contraviene en forma contumaz el 
artículo 67 de la Constitución de la república; en segundo 
término, viola el principio de igualdad y, en tercer 
lugar, vulnera el principio de proporcionalidad. Estas 
anotaciones son a cuenta de la discusión sobre la mayoría 
absoluta de votos que se necesitará al momento de votar 
este impuesto, a la luz de lo establecido en el artículo 87 de 
la Constitución. Sin embargo, la vulneración de normas va 
más allá de lo que establecen las leyes nacionales y a juicio 
de estos informes, que son coincidentes, se violan pactos 
y convenios internacionales como, por ejemplo: el artículo 
16 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes 
del Hombre; el artículo 9 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el artículo 
26 de la Convención Americana de Derechos Humanos 
y el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. 


A continuación, brevemente voy a analizar algunas de 
las inconstitucionalidades. Considero que más allá de las 
consideraciones políticas de oportunidad y de justicia que 
nosotros hacemos, este es un dato muy relevante. Quizá 
de todas las inconstitucionalidades esta sea la más impor- 
tante que tiene este proyecto de ley. Para entender de qué 
estamos hablando es necesario leer atentamente el artículo 
67, que dice: «Las jubilaciones generales y seguros socia- 
les se organizarán en forma de garantizar a todos los tra- 
bajadores, patronos, empleados y obreros, retiros adecua- 
dos y subsidios para los casos de accidentes, enfermedad, 
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invalidez, desocupación forzosa, etc.; y a sus familias, en 
caso de muerte, la pensión correspondiente. La pensión a 
la vejez constituye un derecho para el que llegue al límite 
de la edad productiva, después de larga permanencia en el 
país y carezca de recursos para subvenir a sus necesidades 
vitales. 


Los ajustes de las asignaciones de jubilación y pensión 
no podrán ser inferiores a la variación del Índice Medio 
de Salarios, y se efectuarán en las mismas oportunidades 
en que se establezcan ajustes o aumentos en las remunera- 
ciones de los funcionarios de la Administración Central. 


Las prestaciones previstas en el inciso anterior se fi- 
nanciarán sobre la base de: A) Contribuciones obreras y 
patronales y demás tributos establecidos por ley. Dichos 
recursos no podrán ser afectados a fines ajenos a los pre- 
cedentemente mencionados, y B) La asistencia financiera 
que deberá proporcionar el Estado, si fuere necesario». 


En el análisis de la inconstitucionalidad de este 
artículo los informes y operadores del derecho son contes- 
tes en afirmar que hay una gran violación de esta norma. 
En el informe de la Universidad Católica del Uruguay se 
recoge la posición del constitucionalista Martín Risso, que 
demuestra en forma clara de qué manera se violenta esta 
disposición. Dice: «¿Qué sentido puede tener una garantía 
constitucional si se admite que, por una vía indirecta (la 
del tributo), igualmente se desnaturalice la garantía cons- 
titucional? Se confiere un aumento mínimo, pero se quita 
por otra vía indirecta [...] se registrará un incremento, pero 
se quitará por otro lado y el resultado será que no llegará 
al bolsillo del pasivo que es lo que marca la Constitución». 


En el mismo sentido se manifestó el doctor Gonza- 
lo Aguirre Ramírez, quien compareció en la Comisión 
de Hacienda del Senado el día 3 de noviembre de 2016 
y al respecto decía: «En primer lugar, ha sido voluntad 
del constituyente —esa es la ratio legis de estos agrega- 
dos— que exista un procedimiento para mantener el poder 
adquisitivo de las pasividades, ya sean jubilaciones o pen- 
siones. A tal efecto, el segundo inciso del actual artículo 
67 establece el mecanismo del ajuste —entiéndase como 
aumento— de las pasividades en los mismos montos, por- 
centajes y oportunidades que se aumenten las retribucio- 
nes de los funcionarios de la Administración central». 


Y continúa diciendo: «En segundo lugar y en cuanto 
a la financiación, se establece —como es de orden en todo 
sistema de pasividades, de seguridad social— el aporte de 
las contribuciones obreras y patronales, pero si esto no al- 
canzare se dispone que, al igual que ocurre en el Banco 
de Previsión Social, el déficit se cubrirá con la asistencia 
financiera que deberá proporcionar el Estado. Es decir 
que, de acuerdo con el artículo 67 de la Constitución, el 
faltante lo tiene que proporcionar el Estado y no el bene- 
ficiario, el pasivo; no se concibe otra cosa, a pesar de que 
en el actual sistema de seguridad social hay un impuesto, 
el TASS —que también considero inconstitucional-, por el 
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cual, en menor cuantía que el tributo que se va a crear por 
este proyecto de ley, los jubilados y pensionistas también 
contribuyen a paliar ese déficit». 


Por último, sin querer ser sobreabundante, agrego que 
el Instituto de Derecho Constitucional de la Universidad 
de la República haciendo referencia al artículo 67 dice: 
«Por lo que resulta de las consideraciones precedentes, la 
respuesta a la cuestión consultada es que el proyecto de ley 
es inconstitucional ya que para recurrir ante la insuficien- 
cia del producido de los recursos referidos, no corresponde 
gravar jubilaciones». Estos fueron informes que solicitó la 
comisión. 


En realidad, después de todo esto tengo poco para 
agregar. Todos los informes y las opiniones de las 
cátedras son contestes en afirmar la inconstitucionalidad 
del proyecto. Quizá esto prospere, pero puede suceder que 
después —como ya lo hemos dicho y lo reiteramos ahora— 
en muchos casos la Suprema Corte de Justicia termina 
declarando que es inconstitucional. Así pasó con varios 
artículos de la ley de presupuesto y de la rendición de 
cuentas. Queremos advertirlo en el Senado, aunque no lo 
decimos nosotros sino que trasmitimos la opinión de las 
cátedras de Derecho Constitucional de dos universidades. 


También se viola el principio de igualdad establecido 
en el artículo 8. de la Constitución de la república que 
dice que todas las personas son iguales ante la ley, pero 
eso no pasa con este proyecto de ley. Ahora va a haber 
personas que según por dónde se jubilen estarán gravadas 
con un impuesto o con dos impuestos. Es decir que una 
persona que se jubile por Industria y Comercio en el BPS 
va a pagar IASS según la franja, pero cuando un militar 
se jubile por el servicio de retiro, aunque cobre el mismo 
monto jubilatorio que quien cobra por BPS pagará dos im- 
puestos, el IASS y este impuesto coactivo. 


El Departamento de Derecho Constitucional de la Uni- 
versidad Católica también se manifiesta sobre este tema. 
Además, el doctor Martín Risso explica que «La igual- 
dad ante la Ley se materializa, [...] básicamente en dos 
aspectos: a) en la prohibición de fueros y leyes especiales 
(excepto, claro está, las excepciones constitucionales) y b) 
en una igual protección de las Leyes. Esto es el principio 
general: todos los individuos deben recibir el mismo trata- 
miento y protección en el goce los derechos. El principio 
general es la igualdad y toda diferenciación será de ex- 
cepción y por ende de interpretación estricta, y requerirá 
una justificación apropiada, como en toda limitación de 
un derecho humano... Basta con lo dicho para apreciar 
que toda diferencia a la noción de iguales pero separados 
es inadmisible. Asimismo, lo que importa a los efectos de 
la igualdad no es que los miembros del grupo diferenciado 
reciban similar tratamiento, sino que lo relevante es que 
la ley pueda superar el test que valide la diferenciación». 


Cuando la ley pretenda generar un trato distinto a 
personas que se encuentran en una misma situación, esa 
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norma deberá ser sometida a lo que en doctrina se llama 
«test de razonabilidad». Se trata de encontrar justificativos 
a por qué se diferencia entre uno y otro, entre quienes se 
jubilan por el sistema de retiros de las Fuerzas Armadas o 
por el Banco de Previsión Social, por ejemplo. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Formulo moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑORA PRESIDENTE - Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 
—21 en 22. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR PARDIÑAS.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR DELGADO.- Cuando termine mi interven- 
ción. Si no me la concedió la señora senadora Ayala, no se 
la voy a dar a usted señor senador. 


Continúo. El informe de la cátedra de Derecho Consti- 
tucional de la Universidad Católica del Uruguay se expre- 
sa en el mismo sentido y en un pasaje dice: «El Proyecto 
de Ley crea una diferenciación a un determinado grupo: 
quienes perciben retiros y pensiones servidos por el Ser- 
vicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. 
Así entonces, se crearía un impuesto paralelo y aplicable 
conjuntamente con el IASS, por medio del cual se gravan 
estas prestaciones. La diferenciación efectuada por el Pro- 
yecto no cumple con superar el test de la razonabilidad y 
resulta, entonces, contraria al principio de igualdad. No 
se advierte razón legítima ni suficiente para fundamentar 
un mayor gravamen a este grupo, diferenciándolo respecto 
de los demás retirados o jubilados. Nótese que en mate- 
ria tributaria, la fundamentación de un impuesto mayor a 
ciertos contribuyentes debiera encontrarse justificado en 
una mayor expresión de su capacidad contributiva». 


Por último, esta iniciativa vulnera el principio de pro- 
porcionalidad. La Suprema Corte de Justicia, siguiendo a 
Casal Hernández, dice: «La proporcionalidad en sentido 
estricto conduce a un examen de razonabilidad de la medi- 
da legalmente prevista considerada en su globalidad, me- 
diante la ponderación de la limitación o restricción sufrida 
por el derecho, por un lado, y del fin que se busca alcan- 
zar, por el otro. Si el acortamiento de las posibilidades de 
goce o ejercicio sufrido por el derecho resulta excesivo en 
relación con el objetivo propuesto, la medida es despro- 
porcionada y, por consiguiente, ilícita. De ahí que el juicio 
sobre la proporcionalidad en sentido estricto se centre en 
la relación medios fines, que debe ser balanceada o pro- 
porcionada». 
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Y, desde la cátedra de la Universidad Católica del 
Uruguay, nos dicen: «En este punto, el fin buscado podría 
ser alcanzado por otra medida que no afectare los derechos 
de los retirados del Servicio de las Fuerzas Armadas, 
o los afectare en menor grado. Ello, considerando los 
derechos de igualdad y de seguridad social que se 
encuentran involucrados en el caso concreto. Por lo tanto, 
el gravamen proyectado no cumple con el principio de 
proporcionalidad en examen. En este mismo sentido se ha 
pronunciado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
en razonamientos similares y trasladables al tema que nos 
ocupa». 


Obviamente, hemos tratado de fundamentar las in- 
constitucionalidades que, a nuestro juicio —y también de 
las cátedras que hemos mencionado—, son flagrantes. A 
eso —a estos tres principios vulnerados— se puede agregar 
lo que establece el artículo 298 del mismo cuerpo normati- 
vo, que refiere a la superposición impositiva. Este aspecto 
también fue mencionado por el doctor Gonzalo Aguirre 
cuando vino a la Comisión de Hacienda. 


Tampoco quiero dejar de reiterar que esta norma, ade- 
más de violar o contravenir artículos de la Constitución, 
también vulnera tratados y pactos internacionales que el 
Estado votó e incorporó a la legislación nacional. Estamos 
hablando de derecho positivo, reitero, de la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultu- 
rales, la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
y el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos. 


Queremos recordar, como dijimos al principio, que 
este nuevo impuesto sobre el mismo sujeto y hecho gene- 
rador se aplica sobre el nominal, ni siquiera sobre el monto 
una vez deducido el IASS, con lo que se incrementa el 
impacto que puede tener. Por eso, en algunos casos, las 
personas llegan a pagar cerca del 48 % de lo que deberían 
recibir por concepto jubilatorio. 


Se ha dicho cuántos son los afectados; eso estuvo en 
la discusión. Estamos hablando de cerca de ocho mil ju- 
bilados —retirados militares— afectados por este impuesto 
y está la escala correspondiente. Obviamente, para mu- 
chos de ellos la jubilación que reciben tiene que ver con 
la recomposición de la carrera, o sea que no responde al 
funcionamiento en general del sistema de seguridad social 
actual. 


Esta es la verdad. Estamos hablando de unos 7900 
—como dije, cerca de ocho mil- retirados afectados, que 
son quienes aportan, ya que se deberá tributar a partir de 
los $ 50.000 nominales. 


El Ministerio de Economía y Finanzas nos mostraba, en 
su comparecencia en comisión, cómo estaba compuesta la 
estructura de ingresos en el 2015, con un 56 % —obviamen- 
te, estamos hablando de la caja militar— a cargo de aportes 
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personales y un 44 % de aportes patronales. Según la 
estructura de este impuesto, el 37 % pasará a estar a car- 
go de la prestación pecuniaria, siendo mayor ese monto 
que el aporte patronal que realiza el Estado. Quiere decir 
que lo que va a aportar este impuesto va a ser mayor que 
el aporte patronal que realiza el Estado por los 27.000 
efectivos en actividad. Por lo tanto, hay cerca de 8000 
jubilados que van a aportar más al sistema que el Estado, 
que lo hace con los aportes patronales de 27.000 efecti- 
vos en actividad. 


Esto demuestra, señora presidenta, la injusticia que va 
a ocasionar este impuesto, además de dejar en evidencia, 
una vez más, una cantidad de contravenciones a normas 
constitucionales. 


Se dice que este impuesto es transitorio, que va a durar 
dieciocho meses y que no va a afectar al grueso de los 
jubilados, pero nosotros vamos más allá: creo —y vuelvo 
al principio— que aquí hay un objetivo muy firme —no voy 
a atribuir intenciones, no corresponde que lo haga—, que 
es bajar el déficit fiscal y aumentar el nivel de recaudación 
con un impuesto que va dirigido, exclusivamente, a la caja 
militar. 


Esto no es aislado, viene siendo un modelo que se va 
dando en las empresas públicas y en las instancias pre- 
supuestales y que, lamentablemente, en ningún caso se 
acompaña con una eficiencia en el gasto. Siempre se busca 
el lado más fácil, que es el aumento de impuestos o de 
tarifas, que es una vía indirecta de aumentarlos. 


Por ende, señora presidenta, vamos a volver a decir lo 
del principio, ya que otros señores senadores del Partido 
Nacional van a explayarse mucho más sobre consideracio- 
nes vinculadas al detalle, incluso, organizacional y estruc- 
tural de las Fuerzas Armadas. En lo personal, quiero hacer 
referencia a las vulnerabilidades que tiene este proyecto 
de ley desde el punto de vista constitucional porque, al res- 
pecto, no hay dos opiniones. Todas las cátedras —¡todas!— 
dicen que contraviene artículos de la Constitución y esto 
queremos advertirlo, porque después termina habiendo 
recursos y, muchas veces, declarándose inconstitucionales 
normas que ya se había advertido acá que lo eran y, sin 
embargo, se siguió adelante. 


Creemos que este impuesto, además de tremendamen- 
te inconstitucional, también es injusto, discriminatorio y 
desproporcionado, que viola derechos adquiridos y, sobre 
todo, que es confiscatorio por el impacto que tiene en al- 
gunas jubilaciones, en las que llega casi al 50 %. 


Para finalizar, reitero lo del principio porque no me 
parece que sea sobreabundante: hubiéramos preferido em- 
pezar por el principio, por lo general, por lo lógico, dan- 
do garantías y no generando incertidumbre, ni violando 
derechos ni poniendo en riesgo el avance en estos temas 
por aprobar normas que puede ser que después, en otros 
ámbitos, sean cuestionadas e, incluso, declaradas incons- 
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titucionales. Hubiéramos preferido empezar trabajando en 
la Ley Orgánica de las Fuerzas Armadas y, acto seguido, 
seguir haciéndolo sobre la reforma del sistema previsional 
de las Fuerzas Armadas, el Servicio de Retiros y Pensio- 
nes de las Fuerzas Armadas —estamos todos de acuerdo en 
que hay que reformarlo—, antes de comenzar por la parte 
del último eslabón de la cadena. Sabemos que es lo más 
sencillo, rápido y efectivo de afrontar, pero es lo que más 
daño hace: me refiero a poner un impuesto a los retirados 
militares. 


Muchas gracias. 
SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Señora presidenta: tal como anun- 
ciáramos y votáramos en comisión, por distintos motivos 
—que no voy a mencionar en orden de importancia, ya que 
todos son importantes— no acompañaremos este proyecto 
de ley. 


En primer lugar, se trata de una parte del ajuste fiscal 
que se aprobó mediante leyes y decretos. Hace poco más 
de un año se nos informó —cosa que todos sabíamos— que 
los cálculos realizados por el Ministerio de Economía 
y Finanzas eran equivocados. Cuando se votó el presu- 
puesto se nos dijo que el país iba a crecer al 2,5 % en los 
años 2015 y 2016 y que, por lo tanto, con ese afán im- 
portante de gastar, el Gobierno iba a gastar, con aquello 
de los espacios fiscales, en función de ese crecimiento. 
Todos dijimos que en esos años el país no iba a crecer al 
2,5 %; lo afirmaron todos los analistas. Sin embargo, el 
ministro Astori se empecinó y dijo: «Apostemos al gas- 
to; el país va a crecer». Pero el país no creció y hoy nos 
encontramos con un agujero fiscal entre un 3 % y un 4 
%. Es decir, cerca de USD 2.000:000.000 de gasto de 
más; el 3,6 % del PIB, cifra insostenible, dicho por todos. 
¡Y sí! El país no puede seguir endeudándose eternamen- 
te; es una preocupación. 


¿Qué hacemos entonces? ¿Intentamos una disminu- 
ción de los gastos? Es muy difícil. Aumentemos los im- 
puestos. ¿A quién? A los trabajadores del Uruguay, incre- 
mentando en forma importante el impuesto a las rentas 
de las personas físicas, IRPF. Hoy se está recaudando un 
26 % más de lo que se recaudaba antes. ¿A quién más le 
aumentamos? A los jubilados del Uruguay a través de un 
incremento importante en el impuesto de asistencia a la 
seguridad social, IASS. ¿A quién más? A los retirados mi- 
litares, a quienes les cobramos el TASS y este impuesto; 
los dos. ¿Y a quién más? A todos los uruguayos a través de 
las tarifas públicas. 


Hoy estamos en plena discusión sobre qué va a pasar 
con las tarifas de UTE. El ente dice que quiere bajarlas 
un 5 % —aclaro que son comentarios y no declaraciones 
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oficiales— y el ministro de Economía y Finanzas dice que 
quiere aumentarlas un 7 %. Y como esto se hace público 
—reitero que son comentarios extraoficiales—, el ministro 
de Economía y Finanzas dice que se siente traicionado. 
Aparentemente, todo esto figura en la prensa. 


Estamos ante una parte del ajuste fiscal; no se trata de 
un tema de justicia. ¡No, no! No es un tema de justicia. Si 
lo fuera, lo hubieran hecho antes. ¡Hace trece años que es- 
tán en el Gobierno! Reitero que no es un tema de justicia; 
es un tema de ajuste fiscal, sencillamente. Vamos a llamar 
a las cosas como son: esto es un ajuste fiscal puro y duro. 
Es como la discusión que tuvimos ayer cuando se dijo que 
la vía férrea hasta Paso de los Toros se iba a construir de 
cualquier manera, aunque no se instalara la segunda planta 
de UPM, porque era algo necesario. ¡Digamos la verdad! 
¡Hay que hablar claro! ¡Esto es un ajuste fiscal! ¿Y a quién 
le caemos? Y, bueno: entre otros, a los retirados militares. 


El servicio de retiros y pensiones militares, mirado 
en sí mismo, ¿tiene un déficit? Hay algunas cosas bastan- 
te claras. Si hace treinta años había, aproximadamente, 
50.000 activos y 25.000 pasivos, y hoy hay 25.000 activos 
y 50.000 pasivos, es obvio que no se puede financiar. Es 
evidente que 25.000 activos no pueden financiar a 50.000 
pasivos, en ningún lugar del mundo. ¿Qué tenemos que 
hacer, entonces? ¿Tendremos que estudiar el tema a fondo? 
También es evidente que hay que hacerlo. 


S1 bien no soy un especialista en el tema, me he pre- 
guntado si es razonable que, hoy en Uruguay, un coronel 
que no ascienda a general tenga que retirarse a los 55 años 
de edad en forma obligatoria. A lo mejor no es razonable; 
a lo mejor hay que cambiar estas leyes de otra época; y a 
lo mejor el retiro debería ser bastante más adelante. Hay 
muchas cosas para analizar; ¡es eso lo que hay que ver! Si 
estamos realmente preocupados por el sistema de retiros 
y pensiones militares, es eso lo que tenemos que evaluar 
y no fijar un impuesto. Sin embargo, acá no nos preocupa 
eso; acá lo que nos preocupa es el déficit fiscal. Y decimos: 
vayamos ahí, a los militares, a los trabajadores, a los pasi- 
vos. Y a los militares retirados les descontamos dos veces, 
porque les aumentamos el TASS y, además, les ponemos 
un impuesto. 


La primera duda a despejar es: ¿esto se hace por un 
tema de justicia? No; esto se hace por un tema de ajuste 
fiscal ya que se requiere más dinero porque, en su momen- 
to, se gastó de más. Y Uruguay, que tiene ingresos como 
nunca, gasta como nunca y más de lo que debe, cosa que 
ha asumido todo el país, inclusive el ministro de Econo- 
mía y Finanzas, que en esa área tiene responsabilidad, y 
la asume. 


El señor senador Michelini decía que le pedimos un 
esfuerzo a toda la sociedad. Sí, se lo estamos pidiendo a 
toda la sociedad. Lo que sucede es que a los militares se lo 
estamos pidiendo en todas las áreas: IASS, impuesto es- 
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pecial y tarifas públicas. A los militares retirados les están 
dando por todos lados. ¿Eso es justicia? 


Además, ¿dónde van a parar los impuestos? ¿Qué nos 
van a decir? ¿Que se equivocaron en las leyes que equipa- 
raron a los ministros de la Suprema Corte de Justicia con 
todos los demás ministros? «¡Fue un error nuestro, que nos 
genera un déficit fenomenal. Ya hicimos una ley para no 
pagarles!». ¿Les pondremos un impuesto para que el défi- 
cit se achique? ¿Dónde para esto? ¿Les vamos a poner un 
impuesto a los jueces o a los funcionarios judiciales por- 
que nos equivocamos? Aquí sucede lo mismo. El Gobierno 
calculó mal y para tapar su error tenemos que poner im- 
puestos. Eso es lo que sucede. Reitero: ¿dónde para esto? 
¿Hasta dónde vamos? 


Por este solo hecho de ninguna manera votaría este 
proyecto de ley, pero además es inconstitucional. No es 
que parezca inconstitucional; hay que ver los informes. 
No voy a utilizar ningún informe de asesores de los reti- 
rados militares. ¿Por qué? Soy abogado y todos sabemos 
que cuando un cliente nos pide un informe, uno lo mira 
con más simpatía. Voy a hablar de dos informes objetivos: 
el de la Universidad Católica del Uruguay —hay quienes 
me podrán decir que tanto no vale porque es de una ins- 
titución privada— y el de la Universidad de la República, 
que también opina sobre este tema. El informe nos llegó 
anoche. Reitero que soy abogado, por lo que he hecho y 
leído muchos informes. En general, cuando uno realiza un 
informe se cubre utilizando términos como «podría ser» 
o «podría vulnerar la norma». Este informe es concluyen- 
te. Voy a leer solo la conclusión del informe del Instituto 
de Derecho Constitucional de la Facultad de Derecho de 
la Universidad de la República, firmado por la profesora 
María Elena Rocca, por la Sala del Instituto de Derecho 
Constitucional, que dice: «Conclusión: Por lo que resulta 
de las consideraciones precedentes, la respuesta a la cues- 
tión consultada es que el proyecto de ley es inconstitucio- 
nal» —no dice «podría ser» ni «vulnera»; dice «es incons- 
titucional»— «ya que para recurrir ante la insuficiencia del 
producido de los recursos referidos, no corresponde gra- 
var jubilaciones y pensiones sino recurrir a la asistencia 
financiera del Estado». Esto surge de la reforma de 1989, 
Finalmente, establece: «Saludo al decano con muestra de 
mi mayor consideración. Prof. María Elena Rocca». Este 
es el informe de la Universidad de la República que le fue 
solicitado por la comisión, y es absolutamente terminante. 
Reitero: el proyecto de ley es inconstitucional. 


El informe de la Universidad Católica del Uruguay es 
más completo, porque seguramente tuvo más tiempo para 
elaborarlo. En él se dice claramente que es inconstitucio- 
nal. Es un informe largo y en sus conclusiones expresa: 
«El proyecto de ley es contrario al artículo 67 de la Cons- 
titución en tanto los ajustes preceptivos que se prevén se 
incumplen con el gravamen impositivo, desnaturalizándo- 
se la disposición constitucional». Además, dice: «Vulnera 
el principio de igualdad al gravar a un grupo sin superar 
el examen de razonabilidad, y sin que el mismo manifieste 
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una capacidad contributiva mayor que justifique la dife- 
renciación». A su vez, establece que «no supera el análisis 
de la proporcionalidad». 


Esos informes fueron preparados por las cátedras de 
dos de nuestras universidades más importantes. El de la 
Universidad de la República —a la que nadie le va a poner, 
supongo yo, alguna duda de objetividad— es concluyen- 
te al decir: «Es inconstitucional». No dice «podría ser» o 
«vulnera», sino «es inconstitucional». Es absolutamente 
concluyente. 


En cuanto a la justicia: ¿ganan mucho o ganan poco? 
Hay jubilados de distintas cajas que ganan igual. A unos 
los gravan con el IASS y les aumentaron el impuesto, y 
a otros los gravan con el IASS, más este proyecto de ley. 


Con respecto a este proyecto de ley, el señor senador 
Michelini decía que espera que nadie lo recurra ante la Su- 
prema Corte de Justicia por inconstitucionalidad. Sin em- 
bargo, les anuncio que va a ser recurrido porque la gente 
defiende su derecho, y es natural, es lógico y está bien. ¡Yo 
lo haría! Y les anuncio que, además de ser recurrido, van 
a ganar el recurso, y va a ser declarado inconstitucional. 
¡Otra vez más, otra ley más! 


En la comisión votamos para que se solicitaran infor- 
mes a la Universidad Católica del Uruguay y a la Univer- 
sidad de la República. Los dos nos dicen exactamente lo 
mismo: que es inconstitucional. ¿Para qué pedimos infor- 
mes? Pedimos informe a la Universidad de la República. 
¿Para qué lo hicimos? Para que nos sacara alguna duda. 
Nos sacó la duda: nos dice que es inconstitucional, ¡pero 
la mayoría vota igual! ¿Tiene sentido? Que nos digan: «No 
pidamos nada porque vamos a votar digan lo que digan. 
Porque, ¿saben qué? necesitamos la plata. Y, además, les 
tocó a los militares». ¡Es que es así! No se entiende. 


Señora presidenta: de este tema podría hablar muchísi- 
mo más. Creo que el principal fundamento por el que va- 
mos a votar en contra —naturalmente, para los que estamos 
acá, para los que cuando nos sentamos aquí prometimos 
respetar la Constitución— es que esta norma no pasa el fil- 
tro constitucional. Como evidentemente no pasa el filtro 
constitucional, no vamos a votar esta iniciativa. Ahora, si 
lo hubiera pasado, tampoco lo votaríamos porque es un 
ajuste fiscal producto de la falta de previsión del Gobier- 
no, y otras personas no tienen por qué pagar los errores 
del Gobierno. Reitero: no lo votaríamos de ninguna ma- 
nera. Además, me parece tremendamente injusto que a un 
sector de la sociedad le pongan dos veces el impuesto; el 
mismo paga dos veces. Y como decía muy bien el señor se- 
nador Delgado, a algunos les sacan el cincuenta por ciento 
del sueldo bruto con estos dos impuestos que les caen en 
un año. 


¿A qué aspiramos, señora presidenta? Me parece difí- 
cil que hoy no se vote este proyecto de ley aquí. Igual es 
una ilusión que tengo: que pensemos en la Constitución 
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y no lo votemos. Espero que no se apruebe en la Cámara 
de Representantes. Si no, va a ser otro papelón del Parla- 
mento. La Suprema Corte de Justicia va a decirnos que 
votamos otra ley inconstitucional. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR CAMY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAMY.- Este es un tema que discutimos en 
profundidad en la Comisión de Hacienda. En mi caso, en 
la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social es- 
tamos analizando otro proyecto de ley vinculado a este, 
como es el que refiere a la proyectada reforma del Servicio 
de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. Quiero 
hacer notar que no solamente está a estudio el proyecto de 
ley que envió el Poder Ejecutivo, sino que también ingresó 
uno alternativo, presentado por el señor senador Larraña- 
ga. La comisión ha ordenado la realización de un compa- 
rativo a efectos de tratar este tema. Es un asunto vinculado 
directamente —y por eso lo menciono— al que hoy nos ocu- 
pa, y hay que tener en cuenta la integralidad del tema. 
También hay una vinculación directa y fundamental con 
la proyectada reforma de la Ley Orgánica Militar —anun- 
ciada desde hace casi una década— que, según lo que se ha 
señalado en la prensa, suponemos ingresará en los próxi- 
mos tiempos a la Comisión de Defensa Nacional. 


Creo que aquí hay cuatro puntos sobre los que debe- 
mos expresarnos, pero previamente quiero señalar algo 
que oportunamente indiqué en la comisión: mi perspec- 
tiva es —pretende serlo— de corte generacional, de los que 
nacimos en la década de los setenta, circunstancia que, a 
mi juicio, nos da un punto de vista particular. 

Quiero aclarar que no estoy imputando a ningún partido 

político una visión ideológica de un tiempo —que preci- 
samente comprendió la década a la que aludí— en el que 
no rigió la Constitución de la república —felizmente, en 
los doscientos años de historia de este país, fueron muy 
pocos los años en los que eso sucedió; fueron muchos me- 
nos que los años en los que rigió la Constitución—, pero 
seguramente eso incide —reitero que no estoy señalando a 
nadie, y menos a un partido político— en la formación que 
tenemos en este asunto. 


La cuestión aquí no es meramente un proyecto de ley 
sobre el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas, creándose un impuesto por el que se gravan las 
sumas nominales correspondientes a esas prestaciones. 
¡No! Esto es algo mucho más complejo. Esto afecta a las 
Fuerzas Armadas, y es lo que hay que discutir y señalar, 
dejando clara la opinión en el Senado de la república. 


Es verdad que, como señalaba el señor senador Miche- 
lini, se va a alegar —como lo hicieron los señores senadores 
Delgado y Amorín, con quienes coincido en un cien por 
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ciento— que hay un tema de déficit fiscal. ¡Por supuesto 
que sí! Eso va a estar presente en muchos de los temas que 
discutamos. Y seguramente también va a ser el denomina- 
dor común para los argumentos que, en los distintos temas 
que surjan, manejen el Gobierno y los representantes de 
la oposición. Pero acá se trata de otro asunto; se trata de 
las Fuerzas Armadas. El Estado entendió que debía tener 
Fuerzas Armadas, que se necesitaban militares para ejer- 
cer el derecho de defensa. Y tanto el Poder Ejecutivo ac- 
tual como los anteriores son directamente responsables y 
han incidido en la situación que tenemos al día de hoy, que 
ponemos como excusa para votar este proyecto de ley, que 
es el déficit. Digámoslo claramente: no son los militares, 
sino el déficit. Por eso hice referencia a la historia de este 
país, en la que hubo episodios que todos condenamos de 
igual manera, pero que no pueden castigar a la institución 
o al uniforme. Hay que empezar a tener eso como un deno- 
minador común. Está bien que nos sigan diferenciando las 
distintas posiciones, pero debemos tener como denomina- 
dor común que el Estado decidió tener Fuerzas Armadas, 
que entendió que los militares eran necesarios para ejercer 
el derecho de defensa. Sin embargo, con este proyecto de 
ley se las está afectando, no a los algo más de seis mil 
militares —a quienes notoriamente se va a afectar—, sino a 
todas las Fuerzas Armadas. 


Por eso en la comisión entendimos que era necesario 
que se pudiera conocer la opinión de los comandantes. El 
señor ministro —con la gentileza que lo caracteriza— asis- 
tió todas las veces que se lo solicitamos y explicó por qué 
no podían ir. Yo insistí en que era necesario que fueran 
porque creo que el Ministerio de Defensa Nacional no 
refleja lo que piensan las Fuerzas Armadas, porque hay 
una afectación muy clara y notoria. Tomemos primero la 
especificidad militar. Hay una dedicación especial en la 
profesión de las armas, que se regula por preceptos que 
restringen determinados derechos de nuestro ordena- 
miento que sí se prevén para los demás ciudadanos. Se 
establece un estatuto diferente para los militares, que se 
sustenta fundamentalmente en la ética militar, pero no 
hay que verlo como privilegios —a mí entender eso es un 
error— porque son diferencias que surgen, precisamente, 
de esa dedicación especial a la profesión, que con deci- 
siones de este tipo corremos el riesgo de que desaparezca. 
Contrariamente a lo que pueda creerse, no estoy hablando 
de los directamente afectados —los pasivos o retirados—, 
sino de quienes vienen, porque parte de esa dedicación 
a la profesión se constituye, entre otras razones, por ese 
retiro que está organizado de esta manera, seguramente 
para complementar las magras remuneraciones que se per- 
ciben estando en actividad. Un dato objetivo de la realidad 
es que durante los años en que se está activo, el salario 
de los funcionarios de las Fuerzas Armadas es el peor de 
toda la Administración; no permite ahorrar dinero para el 
momento del retiro, como seguramente se puede hacer en 
otras profesiones tan importantes como la militar. 


A propósito, solicité cierta información y en su mo- 
mento pregunté al señor ministro y a representantes del 
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Ministerio de Economía y Finanzas cuando comparecie- 
ron. A modo de ejemplo, solo el 30 % de la oficialidad es 
propietaria de su vivienda. Eso marca un detalle no menor 
que puede justificar que el militar en actividad tenga la 
expectativa de mejorar durante la etapa de retiro, en la que 
seguirá siendo militar. Además, voy a mencionar algunas 
cuestiones concretas a las que los militares no tienen de- 
rechos, como sí tenemos los demás ciudadanos. No tie- 
nen derecho a horas extras; no tienen derecho a percibir 
complemento por nocturnidad; no tienen derecho a sala- 
rio vacacional; no tienen derecho a acumular licencias no 
usufructuadas en su totalidad; no tienen derecho a cobrar 
más por jornadas laborales superiores a las ocho horas; 
no tienen derecho a la libertad de expresión; no tienen de- 
recho a múltiples empleos —tienen dedicación exclusiva=; 
incluso no tienen libertad ambulatoria porque en cualquier 
momento puede ser limitada; no tienen derecho a la activi- 
dad política —salvo el sufragio—; no tienen derecho a per- 
cibir prima por presentismo ni a sindicalizarse. Además, 
se ven afectados en la movilidad territorial nacional e in- 
ternacional por razones de servicio. A mi juicio, cuando se 
toman decisiones como las que estamos considerando, no 
se puede dejar de lado la situación en la que se encuentran. 


Obviamente, la dimensión de la asistencia financiera 
del Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Arma- 
das es la contrapartida que obedece a algo muy simple, 
sencillo y claro: surge de decisiones políticas para reducir 
la cantidad de componentes de las Fuerzas Armadas. En 
el año 1984 había 39.834 activos y 26.248 pasivos. El año 
2016 cerró con 27.310 activos y 49.752 pasivos. Es decir 
que la reducción de efectivos dese el año 1984 al 2016 fue 
del 32 %. Quiero señalar que cuando hago referencia a los 
treinta años —de 1985 a esta parte—, no pretendo coinci- 
dir con la restauración democrática —que no es menor— 
sino con el período de la historia del país políticamente 
más rico y fermental porque hubo Gobiernos de los tres 
partidos. Es la única época de la historia del país en que 
gobernaron los tres partidos; por tanto, las culpas están 
repartidas desde el arranque, toquemos el tema que toque- 
mos. Lo señalaba ayer, a raíz del tema que nos convocó, es 
decir, la posible inversión finlandesa, con ánimo positivo 
y de aliento, preconstituyendo la prueba de que en otras 
cuestiones similares tendremos que ver reflejado el espí- 
ritu de esa sesión. Creo que no va haber tema en el que no 
tengamos que recurrir a lo que han sido estos treinta años 
en los que, reitero, ¡gobernaron los tres partidos! 


En el tema militar ha habido una reducción notoria de 
efectivos, que ha implicado un cambio en la relación, como 
se señaló. Si hay cada vez más pasivos y menos activos, lo 
que resulta es déficit. De eso no hay duda. Pero para mi el 
tema central es la especificidad militar. En estos treinta 
años han surgido militares más profesionales y más pre- 
parados que antes, más conscientes de la sociedad, de su 
problemática, de sus instituciones, educados con más es- 
pecificidad en la función y con menos componentes emo- 
cionales. La tecnología, entre otras cosas, ha irrumpido 
para pautar cambios importantes en el tema militar. Hoy 
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día un comandante es competente y se desempeña en am- 
bientes de cooperación con otras naciones, con materiales 
mucho más modernos, más adecuados, pero con el mismo 
nivel de mando y de conducción, gracias al esfuerzo que 
varias generaciones han puesto en el amor a esa profesión, 
que ha distinguido a las Fuerzas Armadas de mi país. Esto 
se da también por la aplicación de lo aprendido en el te- 
rreno, como las misiones de paz y los ejercicios conjuntos, 
que han merecido elogios de países notoriamente más ade- 
lantados y más poderosos desde el punto de vista material 
que el Uruguay. 


Esos logros que se han alcanzado en estos treinta años 
—por diferentes conducciones y bajo distintos Gobiernos 
de los tres partidos— deben ser observados para encarar los 
cambios que se anuncian de actualización de las Fuerzas 
Armadas, de forma que podamos preservar la integridad 
del espíritu y que no se afecte el real desempeño. Como 
decía, es una visión generacional. Cuando pienso en mis 
excompañeros de estudio, del liceo, amigos del barrio y de 
San José —vivo en una ciudad de cuarenta mil habitantes 
y nos conocemos todos— que hoy revistan en las Fuerzas 
Armadas —son mayores, e incluso algunos son coroneles—, 
me da la sensación de que hoy la incertidumbre campea 
en las cabezas de los profesionales en actividad. Tengo esa 
convicción; siento que es así. Entonces, me planteo —ad- 
viértase lo que estoy señalando— que hoy en los proble- 
mas de los militares, estos prácticamente no participan; 
no participan en las propuestas de cambio. La sociedad ha 
tenido cambios; lo está señalando un senador del Partido 
Nacional. ¡Atento! La sociedad ha tenido cambios; con al- 
gunos discrepamos fuertemente y otros los reconocemos. 
Entonces, si el país ha avanzado desde el punto de vista 
social —lo reconocemos—, por ejemplo, integrando repre- 
sentantes sociales a los diferentes ámbitos de gestión, ¿por 
qué los militares están estigmatizados y como profesiona- 
les están ausentes en las consideraciones que tienen que 
ver con la profesionalización de la actividad? ¡¿Por qué?! 
¿Sabemos más nosotros de estos temas que los militares? 
¡Y, por supuesto, lo digo con respeto hacia el señor minis- 
tro! También he dicho —y me hago cargo— que pocos de los 
ministros de Defensa Nacional que he conocido —tengo 47 
años— saben algo de temas militares. ¡Digámoslo! Aclaro 
que uno de los que conocía falleció hace poco. En algunas 
ocasiones también hemos designado a algunos que no co- 
nocen nada. Pero resulta que cuando vamos a dedicarnos 
a temas profesionales —¡profesionales!-— de las Fuerzas Ar- 
madas, yo, senador de la república, tengo que asumir la 
responsabilidad de votar algo que tengo la convicción de 
que va a afectar a las Fuerzas Armadas. La verdad es que 
lo que menos me interesa —lo digo con todo respeto— es la 
decisión final, injusta para los afectados —¡muy injusta!—; 
es la que menos me interesa respecto a la otra, que va a 
afectar lo que viene. 


Me había anotado algunas cosas que procuré leer, en- 
tre otras, cómo ha cambiado en estos treinta años el tipo 
de militar que precisamos. Antes las Fuerzas Armadas se 
nutrían de hombres con mucha decisión por sobre todas 
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las cosas y hoy los necesita con mayor preparación. Antes 
los combatientes se veían; hoy no se ven ni se oyen. Esos 
hombres de antes, entre los que seguramente prevalecía la 
condición aguerrida, hoy deben ser, sobre todo, inteligen- 
tes, formados y preparados para un mundo que cambió. 
Hoy día un militar es un profesional que debe aprender 
ciencias, sociología, física, lingúística, biología, mecáni- 
ca, para aplicar y para enseñar los diferentes fenómenos 
que ocurren en la naturaleza, así como su uso en beneficio 
de las técnicas que impone su profesión. Por ejemplo, y 
para no hablar del principal sector cuantitativo — general- 
mente por Ejército comprendemos una visión integral de 
las Fuerzas Armadas-—, para un aviador es básico conocer 
sobre la mecánica de los fluidos para saber cómo y por 
qué vuela el avión. Para ello debe saber de mecánica y de 
electrónica, para usar los equipos y solucionar sus proble- 
mas ante fallas en el aire; allí no hay auxilio mecánico. 
También debe saber sobre metodología para poder condu- 
cir seguro su avión, a salvo de las fuerzas de la naturaleza 
en el aire. Asimismo, debe conocer sobre fisiología para 
prevenir los males que puede acarrear el estar en ambien- 
tes de baja presión y fuerzas gravitacionales anormales 
que pueden poner en riesgo su propia vida. A su vez, debe 
saber idiomas para poder comunicarse con los sistemas 
de control de tráfico aéreo en el extranjero; debe saber so- 
bre legislación para poder aplicar los códigos y reglamen- 
taciones de vuelo; debe saber sobre balística para poder 
acertar con las armas desde su avión; debe saber sobre 
sociología y pedagogía para poder mandar en forma justa, 
paternal y digna. 


En los tiempos en que vivimos debemos tener unas 
Fuerzas Armadas más preparadas, profesionales, moder- 
nas y aggiornadas —como se dice ahora—, pero las esta- 
mos afectando porque quienes sienten esa vocación, con 
un marco de especificidad tan concreto como el que se- 
ñalábamos, hoy se están viendo tocados de manera fun- 
damental en esa particularidad que mencioné al inicio: el 
plan de retiro. 


Sin pretender reiterar lo que se ha señalado, me intere- 
sa dejar claramente establecidos algunos puntos. Las alí- 
cuotas son confiscatorias y, salvo a los militares retirados, 
no se aplican a nadie en este país; solo a ellos, no hay un 
caso similar. 


Resulta engañoso que consideremos en forma separa- 
da el IASS y este impuesto. De hecho, se ha señalado que 
ambos representan el mismo impuesto, un gravamen sobre 
las pasividades militares y, por tanto, debemos considerar 
como alícuota la suma de ambos. En ese sentido, en algu- 
nas pasividades se va a pagar casi el 50 % por este concep- 
to. Se trata, reitero, de una alícuota que no paga absoluta- 
mente nadie en el Uruguay. No existe ninguna empresa 
ni persona, en actividad o jubilada, a quien se le aplique 
semejante alícuota. A nadie se le descuenta el 50 % de lo 
que gana. Es simple: habrá casos de personas retiradas a 
quienes se les descontará el 50 %. 
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El exministro Alfie —a quien le profeso un enorme 
respeto y consideración— escribió algunos artículos inte- 
resantes sobre este proyecto de ley, en los que señala que 
históricamente en el Uruguay nunca se impuso un impues- 
to que implique semejante porcentaje. Incluso, se atrevió a 
señalar que tampoco se ha aplicado en el mundo. 


Se dijo claramente que hay una doble imposición, pues 
un mismo hecho generador da lugar a varias obligacio- 
nes tributarias, o Sea, se grava a un mismo sujeto por un 
mismo hecho generador con dos impuestos similares. Por 
el hecho de ser retirado militar, el pasivo debe pagar el 
IASS, cuyo destino es el BPS —el impuesto de asistencia 
a la seguridad social que paga el militar va al BPS y no a 
ayudar al déficit-, además de este nuevo impuesto que, 
obviamente, tiene idéntica naturaleza. Ambos se calculan 
sobre el nominal, lo que implica que paguen impuesto so- 
bre una cantidad que está afectada a cubrir otro impuesto e 
incluso otras cargas obligatorias legales, como pueden ser 
el Hospital Militar, la tutela social, etcétera. 


Se ha señalado, y es claro, que hay una violación del 
principio de igualdad. Corresponde al Estado en su con- 
junto soportar los gastos de esta definición que asumió. 
Como señalábamos, los militares retirados serían los 
únicos pasivos del Uruguay a quienes se les aplica este 
doble impuesto. El señor senador Michelini aludió a la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, y creo que 
no es un caso similar porque además de ser paraestatal, 
recibe aportes de privados y la mayoría de sus afilia- 
dos no son empleados públicos. Esto no se da en el caso 
del retiro militar. La Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias contempla a todos los empleados de la ban- 
ca privada y a todos los de entidades de intermediación 
financiera, entre otros, después del cambio que se im- 
plementó. En cambio, el Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas es de naturaleza pública, es un 
órgano dependiente de la Dirección General de los Ser- 
vicios de las Fuerzas Armadas y, a la vez, depende del 
Poder Ejecutivo. Por otra parte, no es una caja; no tiene 
autonomía financiera ni administrativa. 


Hay otra argumentación en este absurdo: es como si 
a los jubilados del BPS, además del IASS, se les aplicara 
otro impuesto de naturaleza similar para disminuir el dé- 
ficit que tiene el BPS. Incluso en este caso, obviamente, la 
situación es diferente por lo que señalábamos: el IASS se 
aplica a militares pero se destina al BPS. Va destinado a 
disminuir el impacto negativo del BPS y no el que suponen 
los haberes de retiros y pensiones militares. 


Ya señalamos que el origen del déficit se funda en de- 
cisiones tomadas por el Poder Ejecutivo sin la debida pre- 
visión y no en acciones u omisiones de los militares. Y me 
refiero a este Poder Ejecutivo y a los anteriores; lo digo 
clarito, sin chicanas, porque me parece que es un tema que 
se debe tratar con la seriedad que requiere. 


CÁMARA DE SENADORES 


143-C.S. 


Hay derechos adquiridos. En algunos casos las perso- 
nas tuvieron más de cuarenta años de carrera con un mis- 
mo régimen de retiro, luego pasaron a situación de retiro y 
con ese mismo régimen percibieron haberes durante años, 
y ahora se les cambian las reglas de juego. 


Creo que existe una esencialidad en el servicio de la 
defensa; lo marcaba al mencionar algunas inhibiciones 
que tienen, es decir, derechos que los militares no tienen. 
Por lo tanto, se da también una clara injusticia. 


Por todos estos argumentos no vamos a acompañar 
este proyecto de ley. Agradezco a la cámara que nos haya 
permitido tratar el tema en la globalidad que tiene. En 
eso coincido plenamente con el señor senador Mujica, un 
hombre interesado y entendido en estos temas: se trata de 
un tema global y debemos considerarlo con los tres pro- 
yectos de ley. 


Permítanme ser redundante y reiterativo con quienes 
han hecho uso de la palabra —y seguramente también con 
algún senador que lo hará más adelante—, pero por res- 
ponsabilidad con la función me interesa señalar que lo 
que votaremos es claramente inconstitucional. Quienes 
defendemos el oficio de la política —que está en baja y nos 
comprende a todos—, prácticamente a diario nos somete- 
mos a críticas contra el sistema. Con lo que voy a decir 
no pretendo violentar opiniones adversas, que pueden ser 
legítimas, pero me parece que si en el Poder Legislativo 
votamos temas flagrantemente inconstitucionales —a pe- 
sar de que hay quienes nos están alertando al respecto—, 
vamos a caer en una situación que no ayuda a la visión 
existente. Tal como lo señaló con mucha claridad el señor 
senador Amorín, el Instituto de Derecho Constitucional 
ayer nos hizo llegar a los miembros de la comisión un in- 
forme dirigido al decano de la Facultad de Derecho, doctor 
Juan Andrés Ramírez, con una conclusión terminante. En 
él se dice: «Por lo que resulta de las consideraciones pre- 
cedentes, la respuesta a la cuestión consultada es que el 
proyecto de ley es inconstitucional ya que para recurrir 
ante la insuficiencia del producido de los recursos referi- 
dos, no corresponde gravar jubilaciones y pensiones sino 
recurrir a la asistencia financiera del Estado». Sucede lo 
propio con el Departamento de Derecho Constitucional de 
la Universidad Católica del Uruguay, que plantea conclu- 
siones concretas al decir: «1. El Proyecto de Ley pretende 
crear un impuesto progresivo por escalas, a aplicarse so- 
bre las sumas nominales correspondientes a retiros y pen- 
siones que sirve el Servicio de Retiros y Pensiones de las 
Fuerzas Armadas. 


2. El Proyecto de Ley es contrario al artículo 67 de la 
Constitución en tanto los ajustes preceptivos que se prevén 
se incumplen con el gravamen impositivo, desnaturalizán- 
dose la disposición constitucional. 
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3. El Proyecto de Ley vulnera el principio de igual- 
dad, al gravar a un grupo sin superar el examen de 
razonabilidad, y sin que el mismo manifieste una ca- 
pacidad contributiva mayor que justifique la diferen- 
ciación. 


4. El Proyecto de Ley no supera el análisis de propor- 
cionalidad, conforme a lo antes desarrollado». 


Con mucho respeto escuché al señor senador Micheli- 
ni, con quien en su momento mantuve una acalorada dis- 
cusión, como la tuve sobre otros temas, pero con el respeto 
que le tenemos a un hombre de vasta trayectoria legisla- 
tiva. Le tengo mucho respecto —me comprenderá— en esa 
experiencia legislativa, en esa locuacidad y en ese ánimo 
con el que defiende con pasión sus ideas, pero me permito 
no tenerle consideración en cuanto a la opinión que se- 
ñaló acerca de que esta iniciativa no era inconstitucional. 
Prefiero quedarme con la opinión del doctor Juan Andrés 
Ramírez, decano de la Facultad de Derecho y catedrático 
del Instituto de Derecho Constitucional, en cuanto a que 
hay una clara inconstitucionalidad. Por tanto, no podemos 
conscientemente proceder a votar un tema tan importante 
teniendo esa perspectiva. 


Voto, como pocas veces, con mucha convicción. Me 
parece que debemos ser muy conscientes de que estamos 
afectando directamente a las Fuerzas Armadas, y además 
de los directamente involucrados —¡que vaya si los esta- 
mos afectando!—, estamos afectando más a quienes vienen 
en la carrera y están ante una situación de real incerti- 
dumbre, cosa que me causa estupor. Estamos hablando a 
contrapelo de un tema... 


SEÑORA PRESIDENTE.- ¿Me permite, señor sena- 
dor? 


El señor senador Delgado está solicitando que se pro- 
rrogue el tiempo de que dispone para hacer uso de la pa- 
labra. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

20 en 21. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador Camy. 


SEÑOR CAMY.- Gracias presidenta, gracias senador 
Delgado y gracias al Cuerpo. 


Estamos culminando, señora presidenta. Pensábamos 
dar muchos más datos puntuales para desmitificar —si se 
me permite el término— algunas cosas, sobre todo lo que 
tiene que ver con el promedio actual de la escala salarial 
de la fuerza, incluyendo a quien gana más, que es el co- 
mandante en jefe, que no llega a $ 100.000 líquidos, y a 
los soldados que, en promedio, perciben $ 14.000. Tam- 
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bién podría aludir a algunos temas que, con mucho cono- 
cimiento, el señor senador García abordó más de una vez 
—y no en temas de oportunidad— como el de las misiones 
de paz, la acción que se desarrolla ante las catástrofes que 
vive el país o el rol de involucramiento ciudadano, con la 
sociedad, de las Fuerzas Armadas, que vemos muy cer- 
cano quienes vivimos en el interior. De todos modos, no 
queremos abundar. 


Con estos cuatro puntos queríamos señalar la visión 
contraria a este impuesto injusto y que va directo al cora- 
zón de la moral de las Fuerzas Armadas. 


Gracias. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 29 de noviembre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo primero, literal A de la Ley 
n. 17827, de 14 de setiembre de 2004, durante el día 30 de 
noviembre de 2017. 


Saludo a usted atentamente. 
José Mujica. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—21 en 22. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Andrés Berterreche, 
Sandra Lazo, Lucía Etcheverry, Zulimar Ferreira, Susana 
Pereyra y Lauro Meléndez han presentado nota de desisti- 
miento informando que por esta vez no aceptan la convo- 
catoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocada 
la señora Graciela García, a quien ya se ha tomado la pro- 
mesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 29 de noviembre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, de 14 
de setiembre de 2004, por motivos personales, en sesión 
del día miércoles 29 de noviembre del corriente. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidente muy 
atentamente. 
Germán Coutinho. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores José Amy y Gustavo Cer- 
sósimo han presentado nota de desistimiento informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar el 
Cuerpo, por lo que queda convocada la señora Viviana 
Pesce, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


7) SERVICIO DE RETIROS Y PENSIONES DE 
LAS FUERZAS ARMADAS 


SEÑORA PRESIDENTE.- El Senado continúa con la 
consideración del primer punto del orden del día. 


SENORA MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Señora presidenta: este im- 
puesto a las altas jubilaciones militares, o tasa de presta- 
ción pecuniaria, es un tema que nos divide; nos ha dividi- 
do en la comisión y nos divide en el plenario. 


Quería empezar esta intervención reconociendo que 
es un tema que va a afectar a menos de 8000 jubilados 
militares. Por tanto, no es un tema que afecta a las Fuer- 
zas Armadas en su conjunto; no es un tema que afecta a 
50.000 jubilados militares. En todo caso, sí los afectaría la 
reforma de la caja militar. Lo digo porque este sector de 
la sociedad abarca a menos de 8000 militares, que son los 
que se van a ver afectados por este impuesto. Es por eso 
que comienzo mi intervención poniendo esta justicia de 
números al fenómeno que hoy nos ocupa. 
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(Ocupa la presidencia la señora senadora Xavier). 


—La primera consideración para hacer es que el déficit 
de la caja militar está que explota en los números nacio- 
nales porque hablamos de USD 480:000.000 por año y es 
mucho dinero para un país como el Uruguay. Es mucha 
plata con cualquier perspectiva de crecimiento; es mucha 
plata con cualquier posición que tengamos en relación con 
el gasto público. Ayer discutimos el caso de UPM, que re- 
presenta USD 120:000.000 al año. Sin embargo, estos son 
USD 480:000.000 al año, que van a ir creciendo sistemáti- 
camente en el futuro. 


Hay un déficit enorme, al que ninguna persona que se 
precie de querer responsabilidad con los dineros públi- 
cos —es decir, cuánto entra y cuánto sale— puede dejar de 
prestarle atención. Más allá de las opiniones que tengamos 
sobre esto, el déficit de la caja militar explota, y no porque 
el déficit fiscal sea superior al que planificamos, porque 
cuando hicimos el presupuesto de 2015 calculamos una 
tasa de crecimiento del 2 % y luego fue del 0,5 %. No es 
ese el problema; el problema es el déficit absoluto —no el 
relativo— de la caja militar. Estoy hablando de los números 
absolutos de las transferencias que todos los uruguayos le 
hacemos todos los años a las Fuerzas Armadas para sus- 
tentar un sistema previsional que, además de injusto, es 
insostenible en términos económicos. 


Para dar otros números, puedo decir que el déficit de la 
caja militar está llegando a un punto del producto. El gasto 
en defensa es otro punto del producto. Así que si sumamos 
un punto y otro punto, tenemos dos puntos del producto 
dedicados al tema de la defensa, en un país sin conflictos 
limítrofes, en un país que arregla sus problemas diplomá- 
ticamente. Considero que dos puntos del producto dedica- 
dos a la defensa deben ser, en promedio, de los más altos 
de América Latina y del mundo. Uno puede entender que 
Colombia haya tenido un gasto militar importante porque 
tuvo conflictos armados durante cincuenta años, pero que 
Uruguay destine dos puntos del producto al sostenimiento 
de estas Fuerzas Armadas es algo para discutir. Creo que 
cuando se dice «Vamos a empezar a discutir qué Fuerzas 
Armadas queremos», debemos preguntarnos qué hacemos 
con el presupuesto nacional y con la riqueza del país, a 
qué se destina y, sobre todo, a qué destino el gasto público. 


Entonces, tenemos un punto del producto dedicado a 
las Fuerzas Armadas y vamos a llegar a un punto del pro- 
ducto solo para sostener las jubilaciones de 50.000 mili- 
tares. 


La oposición argumentó en la comisión —como tam- 
bién lo hizo ahora— que nosotros estamos poniendo este 
impuesto para reducir el déficit fiscal y que dicho déficit no 
debería reducirse en base de más impuestos, sino bajan- 
do el costo del Estado. En términos sencillos: no sigamos 
metiendo presión tributaria para sostener el costo del Es- 
tado y apuntemos a reducirlo. Sin embargo, cuando llega 
el tema de los militares estas propuestas no se plantean. 
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Nadie —salvo yo— plantea reducir el costo de las Fuerzas 
Armadas; nadie plantea reducir el número de militares. 
No; todas las propuestas que se hacen son para aumentar 
el gasto militar: se necesita más inversión, se necesitan 
aviones, barcos, lo que es un aumento del gasto. Se nece- 
sita aumentar el sueldo de los soldados —¡qué duda cabe!-, 
pero sin contrapartida, es decir sin cobrarlo con reducción 
de vacantes. Por tanto, eso también es aumentar el gasto. 


Hace un tiempo se votaron aquí como 37 venias para 
coroneles y pregunté por qué esa cifra. Se me dijo que esa 
era la estructura de las Fuerzas Armadas, pero nadie dis- 
cute si son necesarios 37, 50 o 20 cargos. Esa es la estruc- 
tura. 


Entiendo que haya dos bibliotecas —este es un proble- 
ma político— sobre qué hacer en tiempos difíciles. Una 
biblioteca, que es la de la oposición, dice que hay que re- 
ducir el gasto público, mientras que la del Frente Amplio 
se basa en que hay que mejorar la estructura tributaria, 
aumentando la presión tributaria en los escalones de arri- 
ba, porque si nosotros ajustamos el gasto público se nos 
cae su principal componente, es decir, el gasto público 
social. Todo el mundo sabe que lo más importante del 
gasto público en el Uruguay es el gasto público social. 
Por eso la izquierda no quiere hacer ajustes, no quiere 
reducir el gasto público. Lo que quiere es mejorar la re- 
caudación —cosa que ha hecho de diversas maneras-— y, 
en tiempos difíciles, aumentar la presión tributaria sobre 
los escalones más altos. Eso es lo que se hizo en la rendi- 
ción de cuentas —no en la pasada, sino en la anterior— y es 
lo que se está haciendo ahora. Lo que le cobro a la oposi- 
ción es que si son coherentes con su biblioteca, en el sen- 
tido de que no hay que aumentar la presión tributaria en 
los escalones de arriba, que es lo que este impuesto plan- 
tea, que nos den una solución. La solución será reducir el 
gasto en las Fuerzas Armadas, pero no: no es una cosa ni 
la otra. Entonces, ¿qué hacemos con USD 480:000.000 
por año que van aumentando por vía de transferencias? 
¿Qué hacemos con esto? ¿Empezar a discutir cuál es el 
rol de las Fuerzas Armadas? No. Yo tengo un problema 
gigante ahora y esto es una parte de una solución, pero 
no he visto otras. 


Por otra parte, el tema de eliminar privilegios —luego 
lo desarrollaré extensamente— trae costos políticos y elec- 
torales. Si la oposición no quiere pagarlos, muy bien, pero 
alguien tiene que hacerlo; entonces, lo hará el Gobierno. 
¡Claro que estamos hablando de un costo! Siempre que se 
reduce un privilegio —alguno puede considerarlo un dere- 
cho, no importa; no voy a entrar en esa discusión ahora—, 
sin duda trae aparejado un costo político y alguien tiene 
que pagarlo. 


Los uruguayos pagamos —todos los uruguayos, porque 
todos conformamos el Estado— todos los meses $ 20.000, 
en promedio, por jubilado militar. Me refiero a la trans- 
ferencia que hacemos a la caja militar para que funcione. 
Pero en los escalones de arriba, en las jubilaciones más 
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altas, que son las que este impuesto afecta —porque este 
impuesto no afecta las jubilaciones de $ 50.000 para aba- 
jo—, los uruguayos estamos pagando $ 60.000 promedio 
por cada jubilación por mes, cifra que la inmensa mayoría 
de los uruguayos no cobra ni cobrará jamás por concepto 
de jubilación. 


Este impuesto dejaría entre USD 40:000.000 y 
USD 50:000.000, y ayer vimos —insisto en ello— que en 
el caso de UPM se habla de USD 120:000.000 al año. Por 
tanto, para financiar la caja militar tendríamos que tener 5 
UPM por año. No existe una ecuación económica que dé 
sustentabilidad al problema de la caja. 


Por cierto, hablo de «caja militar» porque se llamó así 
hasta 1974; después se lo denominó Sistema de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas. Usamos la expresión 
«caja militar», no porque la asimilemos a una caja privada, 
sino porque era el nombre que tenía anteriormente, pero 
siempre fue una caja estatal. Como ya dije, a partir del año 
1974 se la denominó Sistema de Retiros y Pensiones de las 
Fuerzas Armadas. 


Las transferencias a las Fuerzas Armadas pasaron, en- 
tre 2005 y 2016, de $ 7.000:000.000 a $ 13.000:000.000, es 
decir, al doble. De esos $ 13.000:000.000, $ 9.500:000.000 
son aportados por rentas generales. Es decir, entre el 75 
% y el 80 % del financiamiento de la caja militar es por 
rentas generales, y el financiamiento propio, el que hacen 
los activos, es entre el 15 % y el 20 %. 


A modo de comparación, solo en el bienio 2013-2015 
el incremento por inciso fue: en ANEP, 2,8 %; en el Poder 
Judicial, 6,6 %; en ASSE, 8 % —¡todo el mundo se escan- 
daliza con las cifras de ASSE!-, mientras que las trans- 
ferencias a las Fuerzas Armadas aumentaron 11,4 %. ¡Es 
el incremento en gasto público más importante que se ha 
hecho por inciso! 


Voy a argumentar la defensa de este impuesto por ra- 
zones de justicia, no de déficit. El déficit es un problema 
de responsabilidad fiscal, pero como no soy economista 
me voy a dedicar a los temas de la justicia, y de la justicia 
previsional sobre todo porque en su época estudié exten- 
samente los argumentos sobre justicia previsional que se 
aplicaron en la reforma de la seguridad social de 1996, 
que la estamos pagando ahora, ¿no? ¡Ahora habrá que ha- 
cer una nueva reforma para resolver el problema que se 
plantea con los cincuentones! Esa reforma fue votada por 
blancos y colorados, no por el Frente Amplio, ¡no por el 
Frente Amplio! El Frente amplio la discutió; el Frente Am- 
plio quería otra cosa. 


El primer principio de justicia previsional de la reforma 
de 1996, pero que hay que utilizar hoy, es el de la equidad 
actuarial. ¿Qué quiere decir? Que uno recibe de jubilación 
el equivalente de lo que se aporta como activo. Se llama 
equidad actuarial: yo aporto durante toda mi vida y luego 
recibo un porcentaje de lo que aporto. 
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En el caso de los jubilados militares el principio de 
equidad actuarial no existe. No existe por algunas razo- 
nes muy simples —que va a resolver la reforma de la caja 
militar, no este impuesto—: porque trabajan en promedio 
quince años menos que los activos del resto del sistema, 
por las edades de retiro voluntarias y las edades de retiro 
obligatorio más tempranas, y porque reciben el 100 % de 
sus jubilaciones y además no tienen tope. 


Entonces, imagínese señora presidenta que si un sub- 
alterno se jubila con cuarenta años y después vive, según 
la tasa de expectativa de vida de los hombres, que en el 
Uruguay estará en 75 años —me acota el señor senador 
Carámbula que son 77 años, aunque no sé si es la prome- 
dio, pero menciono la de los hombres porque la institución 
militar es supermasculinizada; en fin, supongamos que se 
ubica en 77 años—, ¡tengo treinta y siete años de jubilación 
para pagar al cien por ciento del último salario! ¡No existe 
equidad actuarial! No existe. ¡No dan los aportes vertidos 
en los años de actividad para recibir esas jubilaciones! En- 
tonces, el principio de la equidad actuarial, que determina 
que cada uno recibe en función de lo que aporta —¡y es lo 
que la oposición usó para votar la reforma de la seguridad 
social de 1996 que hoy afecta a todo el sistema!—, no fun- 
ciona en el caso de los militares. 


El segundo principio refiere a la equidad general del 
sistema: el principio de sostenibilidad, es decir, cuánto 
aporta cada colectivo, cada caja, y cuánto recibe. No es un 
principio de la equidad individual —es decir, de lo que cada 
uno aporta y luego recibe—, sino un principio del colectivo, 
de cuánto aporta el colectivo y cuánto recibe. Esos prin- 
cipios de sostenibilidad financiera son los que han llevado 
al Poder Ejecutivo a reformar todas las cajas: el principio 
de la equidad general del sistema o el de sostenibilidad. 
Obviamente, hay 50.000 jubilados y 27.000 activos, jubi- 
laciones muy onerosas, edades de retiro voluntario muy 
tempranas, no existen topes, etcétera, etcétera y, entonces, 
el principio de equidad general no se sostiene y es lo que 
se muestra cuando se pregunta cuánto aportan las Fuerzas 
Armadas a la sostenibilidad de su caja: solo el 15 %; el 
resto lo aporta renta generales. No solo es eso, sino que 
agrego un detalle más: los aportes personales son menores 
que los del resto de nosotros, pues se ubican en el 13 %. 
La reforma de la caja militar los lleva al 15 %. O sea, ¡ni 
siquiera aportan como el resto de los trabajadores! 


Las transferencias de rentas generales por cada pasivo 
son USD 8000 por año. Las transferencias generales para 
cada jubilado del Banco de Previsión Social son USD 1600 
por año, o sea, cuatro veces menos. Las transferencias de 
rentas generales para los policías, que son altas —los mi- 
litares retirados han usado la Caja Policial- porque hace 
muy poco que se reformó, son de USD 3500 por año. Por 
supuesto que las transferencias que se hacen a la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones Bancarias —de la que tanto se ha- 
bla— son de USD 700 por año por activo, o sea, diez veces 
menos que la que se está haciendo a la caja militar. 
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En el régimen general del Banco de Previsión Social 
—con el que por ejemplo me voy a jubilar yo y también la 
mayoría de nosotros, que no nos vamos a jubilar por la 
caja profesional—, los activos contribuyen con el 70 % de 
sus pasivos; en el caso de la caja militar contribuyen con 
el 15 %. ¿Cómo se volvió sostenible el Banco de Previsión 
Social? ¡Gracias a enormes sacrificios! Se pasó del sistema 
de testigos a las declaraciones juradas, la gente debe tener 
entre 30 y 35 años de trabajo efectivo y declarado y hubo 
que eliminar la informalidad. Al mismo tiempo, sabemos 
que el tope de las jubilaciones del BPS está en $ 59.000, 
¿no? Por decir algo: el presidente de la república, si no 
fuera médico y aportara a otra caja, se va a jubilar con 
$ 60.000. ¡El presidente de la república! Los senadores de 
la república, si no tienen aportes a otras cajas, se van a 
jubilar con $ 60.000, ¡y perciben el salario público más 
alto del Uruguay! Los senadores son los que miden todo 
el resto del sistema. Entonces, ¿por qué un coronel se va 
a jubilar con $ 120.000, un mayor con $ 80.000? Esos son 
los principios de equidad del sistema que estamos violando 
con el régimen actual. 


La pregunta es si el déficit de la caja militar obedece a 
que hoy hay menos activos que antes. ¡No, no! No, porque 
entonces la solución al déficit de la caja militar es aumen- 
tar el número de activos. ¡No! Ahora hay 27.000 activos; 
hace veinte años había solo 5000 activos más. No hay una 
reducción tan gigante en el número de activos que justifi- 
que el déficit de la caja militar. 


El déficit de la caja militar se produce por edades de re- 
tiro tempranas, más aún en un contexto en el que todos los 
años aumenta la expectativa de vida; la tasa de reemplazo 
—que es muy por encima del promedio— o el haber básico 
jubilatorio —que llega al 120 %-—; la ausencia de tope y, por 
supuesto, el cómputo de servicios desde el liceo militar. 
Todo eso se modificará por la reforma de la caja militar. 


El tercer principio de justicia previsional es la univer- 
salidad del sistema. Este régimen viola la universalidad 
del sistema de cuatro maneras distintas. 


Primera violación al principio de la universalidad del 
sistema. Después de 1996 se reformaron todas las cajas 
buscando la equidad, la sostenibilidad y la universaliza- 
ción del sistema. Las más recientes fueron la Caja Policial, 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, etcétera. El 
déficit de la caja militar duplica, por ejemplo, el de la Caja 
Policial; ¡es casi el doble! Entonces, la primera violación 
al principio de la universalidad es no adaptarse al régimen 
general. Cuando uno pone las cosas en estos términos, pre- 
gunta a la política —no a los políticos— por qué el régimen 
previsional de los militares no puede ajustarse a los princi- 
pios generales del sistema, con sus especificidades, claro, 
porque nadie va a decir que no debe tenerlas: edades de 
retiro distintas, consideraciones sobre la insalubridad, et- 
cétera; no quiere decir que no vaya a tener especificidades 
porque en cada caja siempre se atienden de acuerdo con 
las características del tipo de trabajo que se ejerza. ¿Por 
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qué no vamos a tocar el Sistema de Retiros y Pensiones de 
las Fuerzas Armadas cuando hemos reformado todas las 
cajas? ¡Quiero una respuesta! ¿Por qué la caja militar tiene 
que escapar a los principios de universalidad del sistema 
que los mismos impulsores de la reforma de la seguridad 
social en 1996 defendieron ardientemente? Decían: «Em- 
pezamos acá y vamos a reformar todas las cajas». Leí to- 
das las versiones taquigráficas. Hugo Fernández Faingold 
fue uno de los exponentes más claros, más prístinos de la 
reforma de la seguridad social de 1996. He extraído mu- 
chos principios de sus propias comparecencias. 


Entonces, ¿por qué la caja militar no se va a reformar? 
Es una pregunta. ¿Por qué? Si reformamos todo, ¿por qué 
no? Esta pregunta política requiere una respuesta política, 
porque las razones económicas y de justicia están de nues- 
tro lado. Ni siquiera lo defendemos con nuestros propios 
argumentos, sino con los mismos que justificaron la gran 
reforma de 1996. 


Segunda violación al principio de universalidad del 
sistema: la pasividad promedio de la caja militar duplica la 
del BPS. ¿Por qué? ¡¿Por qué?! Alguien puede argumentar 
que es porque un soldado no puede trabajar con más de 45 
años, pero ¿por qué va a ganar el doble de lo que gana un 
policía? ¿Por qué su pasividad va a ser el doble? ¡No existe 
justificación para esto! ¡Esta es una injusticia previsional 
flagrante! 


¿Por qué comparamos la pasividad promedio de la caja 
militar con la del BPS? Justamente porque es el régimen 
general, y los militares no son un estamento separado de la 
sociedad; son funcionarios especializados, pero públicos 
al fin. 


Y me olvidaba de decir algo sobre la universalidad: 
¿qué es la universalidad del sistema? Que todos van a ser 
iguales, diferenciándose solo por sus talentos y necesida- 
des. Ese es el principio de la universalidad. No es la igual- 
dad absoluta, sino que la diferenciación se produce por las 
necesidades y por los talentos. 


La tercera violación al principio de la igualdad es que 
el promedio de los haberes de retiro para el BPS —que es 
el régimen general con el cual tenemos que comparar la 
caja militar— es de $ 15.000. Ese es el promedio, ¡eh!; es 
el promedio de las jubilaciones de este país por el BPS. Y 
el tope para el BPS —que es lo que vamos a cobrar noso- 
tros, los que no tenemos la caja profesional, cuando nos 
jubilemos— es de $ 48.000 aproximadamente. Entre los 
militares, el promedio de la jubilación de los subalternos 
con retiro obligatorio —no con retiro voluntario, es decir, 
cumpliendo con las normas de edad y los años de servi- 
cio— es de $ 30.000. Hay algunos que ganan mucho menos 
y otros un poco más. 


Los subalternos que pasan a retiro voluntario, con 
veinte años de ejercicio y 38 años de edad —se les computa 
el liceo militar, y de paso, si viajó, se le computan dobles 
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esos años, o sea que no es un cómputo igual—, ganan lo 
mismo que el promedio general del BPS. 


Para los oficiales y jefes, el promedio de haberes de 
retiro voluntario es de $ 50.000; y es de $ 80.000 en el caso 
de los retiros obligatorios. Por supuesto, la oficialidad su- 
perior está dos veces y medio por encima de la jubilación 
tope del BPS; estamos hablando de un promedio de retiro 
de $ 120.000 para la franja más alta. Pero yo me refiero al 
régimen general. 


Los senadores, cuando nos jubilemos por el nuevo sis- 
tema, vamos a estar dos veces y media por debajo de la ju- 
bilación de un coronel. No me importa, no quiero discutir 
si el coronel es más importante que los senadores —creo 
que los senadores lo son—, pero sí me importa que los se- 
nadores tienen el salario público más alto del país. Estoy 
comparando públicos con públicos. Quiere decir que esto 
no condice con el régimen general de los públicos, y no es 
una caja privada, ¡es una caja pública! 


Cuarta violación al principio de igualdad: las edades 
de retiro. La edad promedio de retiro del BPS es de 63 
años. ¿Por qué? Porque todo el mundo sabe —quienes estén 
por alcanzar la causal jubilatoria y hayan ido a averiguar 
con cuánto se van a jubilar lo saben— que el salto de 60 a 
65 años es muy importante. Por tanto, todo el mundo trata 
de jubilarse a los 65 años. Reitero: 63 años es la edad pro- 
medio de jubilación por el régimen general del BPS. Entre 
los militares, la edad promedio de retiro voluntario es de 
47 años, y la de retiro obligatorio es de 51 años. Quiere 
decir que son casi doce años menos de edad y el doble 
de jubilación. Es una doble violación: la de las edades de 
retiro y la de los haberes jubilatorios. Se jubilan con diez 
años menos y con el doble —aclaro que todo es en núme- 
ros promedio— de lo que percibimos quienes nos jubilamos 
por el régimen general. 


Entonces, el cálculo jubilatorio actual viola el principio 
de equidad actuarial entre aportes realizados e ingresos 
devenidos por la pasividad, viola el principio de equidad 
general entre los aportes de colectivo y los egresos que 
se tienen que hacer, y viola el principio de universalidad. 
Es la única caja que no se ha reformado; la pasividad pro- 
medio es dos veces más alta que la del resto; las edades 
promedio son diez o doce años menos que las del resto, 
y además no tienen tope, pese a que los topes son muy 
importantes para la sostenibilidad del sistema y, por tan- 
to, tiene que haberlos. Yo lo siento mucho. A mí tampoco 
me gustan los topes. ¡Qué me van a gustar! Pero si todo 
el sistema tiene topes, ¿por qué el régimen militar no los 
tiene? Eso es inexplicable desde el punto de vista de los 
criterios de justicia, inexplicable desde el punto de vista 
de los criterios económicos y, sin duda, inexplicable desde 
el punto de vista de los criterios de qué Fuerzas Armadas 
queremos. ¡Esto no tiene nada que ver con las Fuerzas Ar- 
madas que queremos! Esa es otra discusión. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 
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—Conclusión: diez años más y menos de la mitad de lo 
que ellos ganan; o los militares con diez años menos y el 
doble de la jubilación que gana el resto de los uruguayos. 
La pregunta es: ¿qué justifica esto? No son los talentos, 
sin duda, y no es la necesidad ni la insalubridad, porque 
los cálculos de insalubridad para las profesiones están 
determinados en cada caja: para los policías tanto, para 
los docentes tanto. Por supuesto que se les pueden aplicar 
cálculos de insalubridad mucho más especiales que al res- 
to porque su vida correría más riesgo. 


Y aprovecho para decir una cosa: los políticos no so- 
mos tan culpables. Somos muy culpables de no haber en- 
ganchado y resuelto este problema hace mucho tiempo, 
pero ya vemos qué difícil es cuando se trata de meter la 
mano en estas cosas: nadie está de acuerdo. Pero como 
política me voy a sacar un poco esa responsabilidad de 
encima, porque la verdad es que la caja militar funciona 
así porque en 1974 se creó el sistema de retiros y pensiones 
militares, y se modificó y aprobó la Ley Orgánica Militar 
que hoy conocemos. Eso fue hecho en dictadura. ¡Ahí no 
había política! ¡Eso fue hecho en dictadura! Nosotros ve- 
nimos con las normas emanadas de 1974. Hemos hecho 
unas pocas reformas parciales como esta, pero venimos de 
esas normas de las cuales la política no tiene la culpa por- 
que fueron elaboradas en dictadura. En 1974 se aprueba la 
Ley Orgánica Militar y en ese año la caja militar se trans- 
forma en el Sistema de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas, que es el que causa el déficit que hoy tenemos. 
En todo caso, somos responsables por omisión, pero no del 
origen de este tema. 


Objetivos del impuesto. El impuesto no modifica la 
equidad actuarial, ni tampoco los principios de universa- 
lidad. Es decir, desde el punto de vista de estas injusticias 
previsionales, el impuesto no tiene ningún impacto, pero 
sí lo tiene en el segundo principio, que es de la sostenibili- 
dad financiera del sistema o el de la equidad de los... 


SEÑOR GARCÍA.- Con generosidad, formulo moción 
para que se prorrogue el tiempo de que dispone la oradora. 


SEÑORA MOREIRA.- Que el senador García pida 
que se me prorrogue la hora... 


SEÑOR GARCÍA.- ¡Con más tiempo tenemos más 
materia prima! 


SENORA PRESIDENTE.- Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 
—18 en 19. Afirmativa. 
Puede continuar la señora senadora. 


(Dialogados). 
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SEÑORA MOREIRA. Señora presidenta: voy a acu- 
sar de bullying a todos si no me permiten seguir hablando 
y, además, me encanta darles argumentos. ¡Me encan- 
ta! ¿Sabe por qué? Porque gracias a nosotros, gracias al 
Frente Amplio y gracias a personas como yo, estos temas 
están en el debate público hoy. Todo el mundo está discu- 
tiendo sobre la reforma de la caja militar. ¡Todo el mundo 
está discutiendo temas que antes eran técnicos, opacos y 
prohibidos al común de los mortales! ¿Qué queremos no- 
sotros? ¡Achicar la brecha entre civiles y militares! Que- 
remos integrar, no separar ni volver opacos, indiscutibles 
e incomprensibles los temas de los militares. Deben ser 
temas de dominio civil, ¡de eso se trata! Yo he estudiado 
muchísimo sobre esto y también sobre la reforma de la 
seguridad social, pero solo sobre los temas económicos; 
otros sabrán de otras cosas. Esta no es una riña de gallos, 
o de gallos contra una gallina; es una discusión sobre la 
sostenibilidad de la caja militar y todo el mundo sabe que 
es insostenible con los números que tiene. 


Continuando con el análisis, quiero decir que los obje- 
tivos del impuesto no son modificar la equidad actuarial ni 
los principios de la universalidad —esto lo hará la reforma 
de la caja militar—, sino modificar la sostenibilidad de la 
equidad general del sistema. 


Para seguir con la lista de tres, creo que este impuesto 
tiene tres virtudes que responden a tres principios. 


El primer principio es que se trata de un impuesto mar- 
ginal en su afectación, que fue de lo que empecé hablando. 
El impuesto afecta a algo más de 7000 pasivos, que repre- 
sentan un porcentaje de entre 15 % y 20 % de los retirados 
militares; quienes ganan menos de $ 50.000, que son la 
mayoría, no se verán afectado por este impuesto. Así que 
es un impuesto marginal en su afectación, pero mejora la 
sostenibilidad del sistema. 


Otra discusión que tenemos acá es la gran desigualdad 
dentro de las Fuerzas Armadas: por un lado, los que ganan 
poco, los que están sometidos a órdenes y ni siquiera se 
pueden juntar de a tres porque ya se considera que están 
amotinados, y por el otro, los de arriba. En ningún otro 
sistema del Estado existe una jerarquía tan marcada ni una 
desigualdad tan marcada. 


No quiero que se acuse al Frente Amplio de no ser sen- 
sible con los problemas de las Fuerzas Armadas, ya que 
fue el Frente Amplio el que aumentó los salarios del per- 
sonal subalterno, de presupuesto en presupuesto, pidiendo 
que se redujeran las vacantes para poder aumentar los sa- 
larios de dicho personal sin seguir incrementando el défi- 
cit. Así que no creo que al Frente le quepan críticas sobre 
sus intenciones de mejorar la equidad salarial dentro de 
las Fuerzas Armadas. Este impuesto y esta discusión son 
sobre ocho mil jubilados militares, que son los que tienen 
las jubilaciones más altas, las que no tienen tope. ¡Esa es 
la discusión! Es decir que no es sobre todas las Fuerzas 
Armadas, sino sobre esa parte. 
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El segundo principio es el de progresividad. Al respec- 
to quiero decir algo porque vi una tabla que presentaron 
los militares retirados en la que, por este impuesto, a quien 
gana $ 100.000, prácticamente se descontarían $ 40.000. 
¡No es así! Yo tengo otra tabla en la que figura el impuesto 
total que se cobra y veo que si uno tiene una jubilación 
de entre $ 72.000 y $ 79.000 —¿altísima no?— pagaría de 
incremento $ 2000 más. El máximo incremento sería para 
las jubilaciones de $ 160.000, para las que el incremento 
estaría cercano a los $ 15.000. Las tablas que vi que se ma- 
nejaban realmente eran algo casi confiscatorio, pero creo 
que no estaban bien hechas. Tengamos en cuenta que las 
tasas se aplican del mismo modo que en el caso del IRPF, 
es decir, por franjas y sobre la diferencia; no se descuenta 
el 20 % del total. No es así. 


Entonces, ¿estamos protestando porque un jubilado, 
con una jubilación promedio de $ 70.000, va a pagar $ 1000 
más? ¿Estamos protestando porque un jubilado, que tiene 
una jubilación de entre $ 72.000 y $ 79.000, va a pagar 
$ 2000 más? ¿La discusión es por 8000 jubilados que van a 
pagar estos incrementos? Uno diría: ¿todo este griterío por 
eso? Pero a nadie le gusta que le toquen derechos, señora 
presidenta. En ese sentido, entiendo todos los gritos; 
simplemente creo que el sistema político debe escuchar 
todos los gritos con la misma oreja. 


El tercer principio positivo de este impuesto es el de la 
provisoriedad o afectación temporal, pues es un impuesto 
por dieciocho meses. El senador Michelini y quien habla 
queríamos que este impuesto durara hasta que funcionara 
el nuevo sistema previsional militar y las cuentas se cerra- 
ran, pero no fue ese el acuerdo al que llegamos. Así que el 
impuesto es, en lo que a mí respecta, muy efímero. 


Para terminar quiero decir que el impuesto es necesa- 
rio, pues no podemos más con el déficit de la caja militar 
y ni aunque vinieran cinco megainversiones de UPM po- 
dríamos resolverlo; el impuesto es justo porque reequili- 
bra la equidad actuarial del sistema, la equidad general o 
sostenibilidad; al mismo tiempo, es provisorio porque se 
implementará hasta tanto no surja una solución más es- 
tructural. 


Sobre la inconstitucionalidad, van a hablar mis com- 
pañeros, pero voy a decir que este país ha reinventado la 
república, ¡qué imaginación! La república está basada en 
el principio de división de poderes, así que los legislado- 
res legislan y la Suprema Corte de Justicia hace el control 
de la constitucionalidad de las leyes. No quisiera que los 
legisladores dejáramos de ir al grano y no discutiéramos 
la sustancia de los asuntos so pretexto de que esto puede 
ser inconstitucional. Primero debemos discutir sustantiva- 
mente, diciendo si nos gusta o no el impuesto, y si hay 
que hacer esto o hay que hacer lo otro. Esa es, a mi juicio, 
la discusión que debemos tener los legisladores, represen- 
tando al mismo tiempo los intereses afectados por cosas 
como este impuesto. Sin lugar a dudas: representación y 
legislación. Sin embargo, me parece que se reinventa la 
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república cuando este Senado hace anticipaciones de las 
inconstitucionalidades futuras porque, además, eso está 
determinado por un régimen de jueces en el que buena 
parte de las resoluciones no se toman por unanimidad. En 
definitiva, el hecho de que el Senado anticipe las resolucio- 
nes de la Suprema Corte de Justicia resulta una invención 
republicana y no me parece una buena cosa. Además, la 
Constitución siempre es interpretable. La Suprema Corte 
de Justicia no es un examen de profesores de física cuán- 
tica ni trabaja como una ciencia dura; hace una interpre- 
tación jurídica del acuerdo entre la Constitución y la ley. 
¡No es física pura! Por lo tanto, menos aún son de recibo 
las anticipaciones. 


Sobre los dictámenes de la cátedra debo decir que me 
encantan las cátedras. El Instituto de Derecho Penal y 
Criminología de la Universidad de la República —varios 
de nosotros tuvimos una larga sesión con sus representan- 
tes— es partidario de la benignidad penal y se ha opuesto 
sistemáticamente al aumento de leyes. Sin embargo, no 
veo que la política haya seguido las posturas filosóficas, 
normativas y jurídicas que la Universidad de la República 
tiene, a partir de la postura del Instituto de Derecho Penal 
y Criminología, en cuanto a aplicar la benignidad penal 
y oponerse al aumento sistemático de las leyes. Tampoco 
noté, cuando vinieron las cátedras a decir que el delito de 
abuso de funciones había que derogarlo pura y simplemen- 
te, que el sistema político dijera que esto era de recibo; 
por el contrario, se opuso. Lo hizo por razones políticas, 
y está muy bien; pero entonces, que no se diga que lo que 
afirman las cátedras es preceptivo, porque nunca lo fue. 
Menciono estos dos ejemplos pero hay muchos otros. 


En definitiva, sobre la constitucionalidad solo digo que 
estamos reinventando la república y lo que tenemos que 
hacer nosotros es acotado, pues debemos discutir sobre 
las leyes, su justeza, su oportunidad y sobre la responsa- 
bilidad de los dineros públicos del país. Esto sí hace este 
Parlamento y es lo que estamos haciendo ahora. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señora presidenta: la seño- 
ra senadora Moreira adjudica intención de voto al decir 
que nosotros no queremos pagar el costo político. Lamen- 
tablemente, no tiene razón, pero sobre eso voy a referirme 
al final de mi intervención. Sin embargo, quiero hacer al- 
gunas precisiones. 


La señora senadora Moreira dice que no es una caja 
militar, pero insiste en llamarla así. Entonces, si vamos a 
ser piedeletristas, si vamos a discutir seriamente y, sobre 
todo, si es cierto que ella estudió tanto, no puede seguir 
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repitiendo lo mismo, porque después de ese análisis se 
desprenden muchos errores de base. 


Ella compara la jubilación policial con la militar, pero 
no compara el sueldo de un militar con el de un policía. Y 
lo digo porque había una opción —acertada o no— para que 
durante la carrera militar se obtuviera una retribución y 
al momento del retiro se viera aumentada; es cierto. Me 
gustaría que la señora senadora Moreira viniera acá y pro- 
pusiera el aumento de sueldo de los soldados, cosa que 
no ha hecho. A partir de allí podríamos hablar, porque el 
presupuesto para la defensa es uno, y de allí se asignan 
los recursos para los distintos ámbitos, en este caso para 
lo que insiste en mal llamar —porque insiste en ello— «caja 
militar». 


En el día de ayer tuvimos la sesión en la que se discutió 
el proyecto de UPM y ¡si estará jugado el Gobierno que la 
señora senadora Moreira lo menciona todo el tiempo! Sin 
embargo, no tiene que comparar cuántos UPM se necesi- 
tan para pagar el supuesto déficit —que no es tal— porque yo 
también podría decir, por ejemplo, que con media Ancap 
o con una Pluna pagamos ese supuesto déficit. Si hubieran 
ahorrado y gestionado bien, no hablaríamos de esto, por- 
que estaría ese dinero. 


Lo importante es que se nos adjudica no querer votar 
por un costo político. ¡No! ¡Estamos convencidos de que 
no debemos votar esto! Yo estoy dispuesto a discutir el 
aumento de la edad de actividad, ¡por supuesto!, porque la 
esperanza de vida crece. Y estoy seguro de que los milita- 
res lo entienden así, porque es sensato. ¡Vamos a discutir 
esos temas! 


Ahora bien, en tren de adjudicar intenciones yo podría 
decir —cosa que no voy a hacer, aunque repito que podría— 
que se están siguiendo las líneas que establece el Foro de 
San Pablo. ¡Yo no les puedo adjudicar eso! 


Podemos hablar del desarme civil y es cierto que el 
Gobierno del Frente Amplio lo ha intentado. Podemos 
hablar de una Policía leal y también es cierto que dicha 
fuerza política ha intentado sacar a parte de la Policía de 
la verticalidad del Ministerio del Interior y favorecerla. 
También podemos hablar de la degradación de la carrera 
militar: de la degradación moral, de la degradación en el 
cumplimiento de su función —la marina y la aviación casi 
no pueden cumplir con su rol por falta de equipamiento— y 
de la degradación económica. 


Después de todo lo dicho, podría afirmar que la seño- 
ra senadora Moreira está siguiendo los lineamientos del 
Foro de San Pablo, pero no cometería nunca la impruden- 
cia de adjudicarle una intención, así como ella tampoco 
puede adjudicarme a mí la intención de creer determina- 
das cosas. 


Muchas gracias. 
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SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY-- Señora presidenta: la seño- 
ra senadora Moreira es una legisladora que tiene mucha 
experiencia, así que si hace tantas menciones a la oposi- 
ción, —a blancos y colorados—, es porque evidentemente 
está buscando que le contestemos. Y yo me alegro del 
discurso de hoy de la señora senadora Moreira, porque 
ayer se mantuvo callada cuando estuvieron presentes los 
ministros defendiendo la inversión de una multinacional. 
Uno se preguntaba: ¿dónde quedó aquel Frente Amplio de 
la lucha contra el imperialismo y no sé cuántas cosas más? 
Aquí está, en un revanchismo, haciendo un discurso que 
huele a revancha, a desunión y que pretende dividir nueva- 
mente a la sociedad entre los buenos y los malos. 


El gran problema del déficit de las cajas y del sistema 
de seguridad social viene desde el año 1989, cuando se 
votó aquella reforma constitucional a la que solamente el 
doctor Jorge Batlle se opuso diciendo que iba a pasar lo 
que finalmente sucedió, y que obligó a votar después la 
reforma que establece la Ley n.* 16713. Pero nos guste o 
no nos guste —a quienes la votaron y a quienes no lo hi- 
cimos-—, el artículo 67 de la Constitución es claro cuando 
dice: «Las prestaciones previstas en el inciso anterior se 
financiarán sobre la base de: [...] 


B) La asistencia financiera que deberá proporcionar el 
Estado, si fuera necesario». 


Eso está en la Constitución y es lo que hace inconstitu- 
cional el tema que nos ocupa. 


Además, me pregunto, ¿qué sigue? Porque ahora hay 
un déficit en la caja militar y les ponen un impuesto a los 
beneficiarios. ¿Qué viene después? ¿Un impuesto a los ju- 
diciales porque tienen que pagarles la sentencia que no les 
han pagado? ¡¿Qué sigue?! ¿Un impuesto a los jueces de 
la Suprema Corte de Justicia o a los magistrados? ¿Van a 
dividir por categorías a quienes les van a imponer los im- 
puestos, no respetando el principio de igualdad? ¿Y a los 
legisladores? ¡No nos dejemos afuera! ¿O —como siempre 
decimos— el esfuerzo se lo pedimos a otros y olvidamos 
pedírnoslo a nosotros? Ganamos $ 186.000 por mes, así 
que podemos pedirnos un esfuerzo también a nosotros. 


Creo que esto proviene, sobre todo, del achique de las 
Fuerzas Armadas. Va de suyo que si se achica el número 
de activos habrá menos para financiar a los pasivos y, por 
ende, va a ir generándose un déficit. Esa es una decisión 
que tomó el país y que nosotros asumimos. Fue el Partido 
Colorado el que, en los dos gobiernos del doctor Sangui- 
netti y en el gobierno del doctor Batlle, impulsó una reduc- 
ción de los efectivos militares. Por lo tanto, va de suyo que 
si son menos los que aportan habrá menos financiación y 
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el Estado va a tener que hacer el esfuerzo. Y si miramos 
solamente lo que nos está costando hoy la caja militar, ol- 
vidamos que también tenemos que poner en la cuenta lo 
que dejamos de pagar de salarios activos por esa reducción 
de las Fuerzas Armadas. 


Finalmente, quiero decir que hay un error conceptual, 
ya grave, acerca de lo que significa la acción de inconstitu- 
cionalidad ante la Suprema Corte de Justicia. No es la Su- 
prema Corte de Justicia la que nos dice cómo tenemos que 
legislar. ¡No! La que nos dice cómo tenemos que actuar es 
la Constitución. En la separación de poderes, la Constitu- 
ción dice qué podemos hacer cada uno y cómo podemos 
hacerlo. No es la Suprema Corte de Justicia la que está 
diciéndonos que tenemos que proceder de tal forma. ¡No! 
La Constitución lo dice y quien se encarga de interpretarla 
y aplicarla, a través de las sentencias, es la Suprema Corte 
de Justicia. Ese es un concepto constitucional básico que 
espero no tener que volver a aclarar. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SENORA MOREIRA.- Pido la palabra para una acla- 
ración. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SENORA MOREIRA - Señora presidenta: al señor se- 
nador Bordaberry no le voy a contestar porque acusarme 
de revanchismo cuando he tratado de hacer una exposi- 
ción superordenada sobre los principios de justicia previ- 
sional no merece respuesta. Además, creo que expliqué 
largamente —no solamente yo, sino también el Ministerio 
de Economía y Finanzas— que el déficit de la caja militar 
no tiene que ver con la relación activo-pasivo. 


Si bien el señor senador Lacalle Pou dijo demasiadas 
cosas como para poder responderle en cinco minutos, voy 
a contestar algo que me interesa desde el punto de vista 
de esta discusión —también las otras cosas me interesan, 
pero pertenecen a otra discusión; me refiero a un tema 
que fue analizado por bastante tiempo en la comisión y es 
el hecho de fundar la perspectiva de la carrera activa en la 
expectativa de la jubilación futura. 


Me parece que está mal fundar el deseo de hacer una 
carrera en el hecho de que se vaya a recibir una jubilación 
temprana y más abultada que el resto. Uno debe hacer la 
carrera militar porque le gusta o porque quiere, pero no 
por la expectativa de una determinada jubilación. De to- 
dos los puntos planteados, este es uno de los que está en 
el centro de la discusión. No tengo tiempo de abordarlo 
ahora, pero creo que no está bien, que no le hace justicia a 
la carrera militar, que se diga: «Gano poco, pero sé que me 
jubilo tempranamente». Por supuesto, sé que muchos acti- 
vos militares tienen en mente este concepto, sé que forma 
parte de sus expectativas, porque hablo con soldados y ofi- 
ciales. Por mi parte, preferiría tener unas Fuerzas Arma- 
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das más reducidas, mucho mejor pagas, más técnicas, más 
inteligentes y con una perspectiva jubilatoria adecuada al 
resto del sistema. 


¿El aumento de sueldo a los soldados? Ya lo expliqué. 


¿El uso de la expresión «caja militar»? Como dije an- 
tes, lo tomo como un nombre de fantasía y un poco por 
rebeldía. Además, no veo cuál es la diferencia entre decir 
Servicio de Pensiones y Retiros Militares de las Fuerzas 
Armadas y caja militar. Francamente, son solo nombres 
y cuando se llamaba Caja Militar no era que funcionara 
como una caja militar, sino que era una caja paga por ren- 
tas generales. 


Pienso que la comparación entre la caja militar y la 
Caja Policial descansa sobre el argumento de que los poli- 
cías ganan mejor y se jubilan peor, pero desde el punto de 
vista de la justicia previsional eso no se sostiene. 


En otro orden, menciono UPM y no menciono Ancap, 
por supuesto, pero no por razones ideológicas sino porque, 
en mi opinión, las empresas públicas no tienen que dar 
ganancias para rentas generales, tienen que dar servicios 
de calidad y baratos a todos los ciudadanos; las tenemos 
para eso. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Y si dan pérdidas? 


SEÑORA MOREIRA.- Y si dan pérdidas, en todo 
caso se debe a que es necesario hacer inversiones. 


En fin, puedo entender que una empresa deje ganan- 
cia, pero a las empresas públicas las evaluaría con otro 
criterio. 


Simplemente a modo de divertimento quiero decir al 
senador Lacalle Pou que estoy a favor del desarme civil. 
Nunca fui al Foro de San Pablo —aunque ya sé que el se- 
nador no me quiso atribuir eso—, pero sí estoy a favor del 
desarme civil. Creo que las armas son fatales en el mundo 
y la mayoría de las muertes son de civiles y no de milita- 
res. Este país tiene un registro de más de 500.000 armas. 
¡Sobran armas! Por supuesto que haría una gran campaña 
por el desarme civil, pero le digo al senador Lacalle Pou 
que soy solo yo, no mi partido. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LARRAÑAGA - Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.-- Señora presidenta: a veces 
escuchamos argumentos que son bastante inverosímiles. 
Se habla de reinventar la república, pero en realidad ese 
reinvento pasa por la violación de la Constitución. Esa es 
la nueva forma de reinventar la república. 
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Entre las cosas insólitas que he escuchado, según lo 
expresado por la señora senadora Moreira, 8000 militares 
retirados —que, aparentemente, son los afectados por esta 
ley- terminan siendo los responsables de los dos puntos 
que cuestan las Fuerzas Armadas a las arcas públicas; me 
refiero a los USD 480:000.000 de déficit. Pues bien, van 
trece años de gobierno del Frente Amplio —¡trece años!- ¡y 
se acuerdan ahora de la caja militar! Está bien. ¡Pero son 
trece años! 


Al mismo tiempo, la senadora Moreira reivindica su 
papel de ser la única del Frente Amplio que está en una 
posición firme y dura en este tema. Incluso, dijo que no 
quería mezclar lo de la caja militar con este impuesto, pero 
también lo mezcló y ahí hablamos hasta de la reforma pre- 
visional que se hizo en tiempos democráticos. 


Otro tema que se abordó fue la reforma de la Constitu- 
ción de 1989, pero procuraré circunscribirme al proyecto 
de ley. 


No vamos a votar este proyecto por un argumento po- 
lítico y por un argumento jurídico. 


El argumento jurídico es que podrá haber intentos de 
reinventar la república, pero no se puede reinventar la 
Constitución. A la Constitución se la respeta o no se la 
respeta, y este proyecto de ley es marcadamente incons- 
titucional. Hasta un estudiante de primer año de Facultad 
de Derecho podría hacer fácilmente un escrito de incons- 
titucionalidad en este sentido. Ese es un tema central que 
fundamentaremos más adelante. 


Pero quiero hacer referencia al argumento político. No 
pretendo adjudicar intenciones, pero tengo que expresar 
algo, y si las adjudico corre por mi cuenta, porque soy res- 
ponsable de lo que digo; en cualquier ámbito de mi vida, 
siempre he enfrentado las responsabilidades y nunca he 
disparado para el monte. 


Creo que estamos ante una suerte de vendetta políti- 
ca. Es un claro caso de vendetta política contra un gru- 
po de la sociedad uruguaya, hija de los claros prejuicios 
ideológicos en contra de las Fuerzas Armadas. ¡No me 
pueden negar que hay claros prejuicios en contra de las 
Fuerzas Armadas! No pueden decir otra cosa porque eso 
es cierto. Con toda franqueza, desde que asumieron el 
gobierno, el 1. de marzo de 2005, no he visto más que 
acciones tendientes a socavar a las Fuerzas Armadas. 
Siempre son culpables de algo. Eso sí, cuando sirve que 
barran las calles, van a barrer la calles; cuando sirven 
para cumplir funciones de policía —tal como lo aproba- 
mos recientemente— en el control fronterizo en caso de 
ser requerido por el Ministerio de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca, no hay problema. 


En definitiva, lenta y progresivamente, pero en forma 
segura, han ido asfixiando a las Fuerzas Armadas, no por 
el hoy, no por el futuro, sino por el pasado. Lo han he- 
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cho, lo hacen y lo van a seguir haciendo por el pasado. 
¡No tiene vuelta! Ya es un chip incorporado en la fuer- 
za política de gobierno. Es posible que nos digan: «Estos 
son miliqueros». «Ahí está la derecha fascista de blancos 
y colorados, una manga de miliqueros desde el primero 
al último». Hemos escuchado ese argumento en tribunas 
políticas, partidarias. 


Pienso que esto lo saben los militares y el resto de los 
ciudadanos, y está mal, porque, de hecho, la masa salarial 
del personal en actividad es la más baja del Estado. 


Respecto a los elementos cuantitativos y porcentuales 
de aporte a rentas generales por el déficit previsional y la 
cantidad de emprendimientos UPM que hay que utilizar 
para bancarlo, digo que no sé cuántos más deberíamos 
permitir que se instalen sobre los ríos uruguayos para 
bancar la reforma de los cincuentones, por ejemplo. No 
hablo de justicia, sino de cuántos emprendimientos más 
como UPM vamos a precisar para bancar ese proyecto, 
precipitado al vacío, de los cincuentones. A esta altura, 
uno tiene un mareo con el cálculo de los millones que 
cuesta, que es algo increíble. Vuelan centenas para acá, 
vuelan centenas para allá y las diferencias de los cálculos 
son pavada de caramelos chatos: USD 1.000:000.000, 
entre los que calculan de una forma y los que calculan de 
otra. Reitero: ¡increíble! ¡Ahora le estamos pegando a estos 
8000 «privilegiados», que tienen derechos adquiridos! 
¡Tienen derechos adquiridos, eso no tiene vuelta! ¡Si son 
derechos adquiridos, no se pueden vulnerar! 


Hago un paréntesis para saludar a la botijada y a los 
maestros de la escuela de Maldonado: muchas gracias por 
venir a visitarnos. 


Volviendo al tema, de hecho —lo reitero— la masa 
salarial del personal en actividad es la más baja, más del 
50% son soldados, marineros con ingresos que no superan 
los $ 14.000. ¡$ 14.000! ¡Estos sujetos, responsables de 
afrontar buena parte de los males de la república, reciben 
$ 14.000! El 60 % de los soldados viven debajo de la línea 
de pobreza. Creo, señora presidenta, que es un enorme 
error ahogar a las Fuerzas Armadas. Nosotros pensamos 
que, más allá de que se apoye el desarme, las Fuerzas 
Armadas pueden modernizarse actualizando su rol en las 
tareas de seguridad, ¿o vamos a dejar que los chorros y 
los narcos anden armados hasta los dientes, sin contar 
con elementos de prevención y de disuasión para la 
seguridad pública? Me parece que ese es un argumento 
que no puede aceptarse. 


Además, en este tema el Gobierno siempre mira con el 
espejo retrovisor. En mi opinión, hay un empecinamien- 
to en debilitar a las Fuerzas Armadas. Esta es una acción 
concreta, manifiesta, por eso considero que no podemos 
sumarnos a algo que es hijo del prejuicio y que no apor- 
ta a la solución del tema, porque se ha confesado que no 
aporta. Claramente, se advierte que esto no es una colabo- 
ración sustancial a la resolución de este tema. 
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Tampoco podemos apoyar este proyecto porque, jurí- 
dicamente, está viciado de inconstitucionalidades. Invo- 
quemos todas las razones que la senadora Moreira expresó 
inteligentemente, como lo hace siempre que expone sus 
planteos. Uno puede estar a favor o en contra de ellos, pero 
la respeto porque estudia; muchísimas veces no comparto 
sus exposiciones, pero no se puede decir que viene a «ta- 
lentear» al Senado, muy por el contrario. Ahora, en este 
caso, el proyecto es inconstitucional. ¡Podrá ser injusta 
la situación, hace setenta años que es injusta, pero esta 
iniciativa es inconstitucional! Desde 1934 rige el actual 
artículo 67 de la Constitución y desde 1989, con el plebis- 
cito, se hicieron dos agregados: uno sobre los montos de 
ajuste y otro sobre el financiamiento. No se contempla la 
posibilidad de que las eventuales situaciones deficitarias 
sean asumidas por los beneficiarios, como pretende este 
proyecto. ¿No se comprende eso? ¡Este proyecto de ley es 
incompatible con el texto constitucional! ¡Absolutamente 
incompatible! Si pasa a la Cámara de Representantes y se 
transforma en ley, no soportará el análisis de la Suprema 
Corte de Justicia. ¿A sabiendas van a aprobar un proyecto 
que es inconstitucional? No les puedo hacer el agravio de 
que no estudiaron ese aspecto, de que nadie les informó 
o que no hay ningún especialista en materia constitucio- 
nal que no les haya advertido de que es inconstitucional, 
porque supone una duplicación o una superposición im- 
positiva que afecta los criterios de legalidad y seguridad 
jurídica. ¡Es un error enorme! Configura la vulneración de 
un derecho subjetivo y para poder limitarlo debería existir 
una habilitación por parte de la propia Constitución de la 
república, cosa que no sucede, por lo tanto, cualquier reta- 
ceo de derechos supone contrariar la carta magna porque, 
como ya dijimos, afectaría derechos adquiridos, es decir 
derechos que están irrevocablemente conferidos y definiti- 
vamente adquiridos antes del hecho, el acto o la ley que se 
le quiera oponer. Esto entra en un dominio de afectación, 
pues es una suerte de arrebato, por vía de la ley, de recur- 
sos económicos que fueron previamente adquiridos como 
derechos. 


Me parece un gran error que el Parlamento nuevamen- 
te invoque criterios de justicia para vulnerar la Constitu- 
ción —me hago cargo de lo que voy a decir— y se utilice una 
ley para llevar adelante un hecho contrario y absolutamen- 
te confiscatorio de derechos adquiridos. Se va a consagrar 
una ley que permite al Estado una suerte de atraco a los 
derechos de un conjunto de ciudadanos en nombre de la 
justicia y de buscar soluciones para el déficit de un sector 
previsional, pero si esto no es analizado en el conjunto, 
me parece que nos introducimos inexorablemente en un 
camino de mayores injusticias. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GARCÍA - Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 
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SEÑOR GARCÍA.- Señora presidenta: ya en el final 
del debate, a mi entender, van quedando cosas claras, por 
lo menos para nosotros. Este debate no es sobre la crea- 
ción de un impuesto que busca justicia tributaria, que es 
el argumento que generalmente adorna las discusiones en 
materia impositiva. Esto no es así, por una sencilla razón: 
estos uruguayos a los que se les va a poner impuesto ya 
pagan impuesto. Estos uruguayos, que en su vida laboral 
fueron militares, pagan como cualquier hijo de vecino el 
IASS y pagan más IASS, de acuerdo a la franja en la que 
se encuentran, porque tienen jubilaciones de $ 50.000 no- 
minales. O sea que no es para hacer justicia. Primer argu- 
mento, descartado. 


Tampoco es por el monto de la jubilación. ¿Por qué? 
Voy a dar un dato que hasta el momento no ha sido pro- 
porcionado. Si fuera por el monto, este impuesto debería 
generalizarse entre todos aquellos uruguayos jubilados 
que ganan igual monto por su jubilación. ¿No? Los mi- 
litares que ganan una jubilación de $ 50.000 nominales 
para arriba son, en números redondos, poco más de 6000. 
Pero ¿cuántos son los uruguayos beneficiarios del Banco 
de Previsión Social que ganan más de $ 50.000 nominales? 
Más de 42.000. Es decir que no es por el monto, es por su 
condición. Si fuera por el monto, los afectados por este 
impuesto debieran ser más de 50.000: los 42.000 del Ban- 
co de Previsión Social y los más de 6000 de las Fuerzas 
Armadas. ¿Qué se hizo? Se agarró un bisturí y se dijo: «El 
Impuesto pasa por acá», «¿Por qué por acá y no por acá?», 
«Porque por acá están los retirados militares y no quiero 
afectar el resto». Advierto: sería una locura poner un im- 
puesto a los 42.000; eso sería tan ilegal y tan discrimina- 
torio como este impuesto. De manera que el fundamento 
es la profesión y no el monto. Así que no es por justicia 
tributaria ni por el monto, sino por la condición. 


Me sumo a un análisis que, a esta altura, es objetivo. 
Hay sectores de la izquierda uruguaya —que arrastran a 
todo el Frente Amplio— que tienen una visión estigmatl- 
zante sobre las Fuerzas Armadas porque no han podido 
superar los enfrentamientos de hace cincuenta o sesenta 
años. No son todos, pero es una parte que arrastra a todo 
el Gobierno. 


Voy a agregar otro dato que no ha sido mencionado. 
Se habla de la asistencia financiera a la caja militar —lla- 
mémosla así por ahorro de palabras— como si fuera un 
fenómeno moderno. ¿Saben los señores senadores desde 
cuándo se asiste financieramente, por parte de rentas ge- 
nerales, a la caja militar? Desde 1918, desde la Primera 
Guerra Mundial. 


¿Sabe, señora presidenta, a cuánto llegaba la asistencia 
financiera a la caja militar cuando Uruguay ganó el primer 
campeonato mundial de fútbol en 1930? Al 50 %. No es 
un fenómeno nuevo, tiene un siglo. Es así por la sencilla 
razón —esto no requiere mucho estudio— de que el número 
de efectivos militares lo determina el Parlamento, es decir, 
todos los que estamos acá, con las leyes presupuestales y 
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de acuerdo con la Constitución de la república. Dicho de 
otra manera: la Constitución de la república fija que debe 
ser en forma expresa, pero lo hacemos tradicionalmente a 
partir de las leyes presupuestales. De todas maneras, es el 
Parlamento quien fija el número de la milicia, el número 
de las Fuerzas Armadas. Y como el número de las Fuerzas 
Armadas no puede ser ilimitado porque tiene una lógica 
respecto al funcionamiento del país: se van jubilando y 
retirando, pero el número de activos sigue siendo el mis- 
mo. Para que una caja —reitero que lo digo así por aho- 
rro de palabras— sea equilibrada desde el punto de vista 
financiero, tiene que haber más de tres activos y medio 
por pasivo. Hoy, en la caja militar tenemos más de dos pa- 
sivos por activo y esta relación seguirá siendo así porque 
no podemos aumentar el número. ¿A alguien se le ocurre 
que el Uruguay necesite cuatro veces más militares para 
equilibrar a las Fuerzas Armadas? De acuerdo con ello 
serían 27.000 por cuatro, o sea, más de 100.000 militares. 
Sería una locura, ¿no? Entonces, diría que, desde 1918 es- 
tamos «condenados» —dicho esto entre comillas— a tener 
que brindar asistencia porque, si bien se van retirando, el 
número de activos que fijamos nosotros sigue siendo el 
mismo O, quizá, menor. 


¿Cuándo se agravó la asistencia? Cuando los sucesivos 
Parlamentos democráticos —a partir de 1985 en adelante— 
tomamos las decisiones que había que adoptar. Salimos de 
una dictadura militar que en 1985 tenía 42.000 efectivos y 
fuimos bajando el número hasta llegar a los 27.000 actua- 
les; o sea que les pegamos un tajo de 15.000, hablando en 
números redondos. ¿Quiénes? Los Gobiernos democráti- 
cos desde esa fecha hasta hoy: tres Gobiernos del Partido 
Colorado; tres del Frente Amplio y uno de nuestro Partido 
Nacional. Alguno planteó tirarlos a los tiburones, dicien- 
do: «Los vamos a retirar, pero aparte hay que tirarlos a los 
tiburones»; «Que no se les pague jubilación». ¿Alguno lo 
planteó? ¿Alguno de los aquí presentes, socios o correli- 
gionarios políticos dijo: «Estamos reduciendo las Fuerzas 
Armadas, pero al que bajamos de los planos activos no 
hay que pagarle la jubilación»? ¿Alguno lo planteó? ¡No! 
Es lógico que haya que pagarle la jubilación. Entonces, 
se pasó a aumentar la asistencia financiera, por parte de 
rentas generales, que desde 1930 era del 50 %. 


¿Cuál es la otra causa de la asistencia financiera? Los 
sueldos de miseria que ganan. ¡No hay arreglo! Si la in- 
mensa mayoría de los aportes son por sueldos de miseria, 
los aportes son miseria. ¡No hay arreglo! ¿Alguno de los 
senadores que están acá —o sus correligionarios— planteó 
aumentar los aportes por la vía de un aumento de sueldo? 
El 50 % de los soldados uruguayos está por debajo de la 
línea de pobreza. Hay cinco veces más pobres entre la po- 
blación militar que entre la población de los uruguayos 
en general. Reitero: cinco veces más pobres. El índice de 
pobreza en Uruguay no llega al 10 % y entre los soldados 
supera el 50 %. No hay que estudiar mucho, simplemente 
hay que mirar los números. 
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Señora presidenta: se dice que no hay revancha ni es- 
tigmas en las Fuerzas Armadas. ¡Claro que los hay y no se 
han podido superar! Obviamente que hay diferentes vías 
—mencionadas recientemente—, como la postergación sala- 
rial. Está muy bien el aumento que tuvieron nuestros poli- 
cías, pero analicemos las cifras concretas. El crecimiento 
económico tuvo la posibilidad de derramar sobre los em- 
pleados públicos en general: maestros, enfermeras, médi- 
cos, policías, pero no derramó sobre los soldados. ¿Por qué 
no derramó? Porque hay un estigma, porque hay sectores 
del Gobierno que tienen rechazo a las Fuerzas Armadas. 
Mientras un agente del Ministerio del Interior percibe 
nominalmente $ 40.000, un soldado de 1* gana $ 19.240, 
menos de la mitad. Está muy bien que gane $ 40.000 el 
policía, pero está muy mal que gane $ 19.000 el soldado. 


Mientras un cabo de 2.* en el Ejército percibe $ 20.000, 
un cabo de la Policía gana $ 45.000, y así podría seguir dan- 
do números. Está muy bien que el policía gane $ 45.000, 
pero está muy mal que el soldado gane $ 20.000 nominales 
que, en el bolsillo, representan $ 15.000. Ello responde a 
una postergación. Pido que se piense al Uruguay en forma 
estratégica, que se piense en nuestras necesidades como 
país. También se ha postergado a las Fuerzas Armadas en 
materia de inversión. Creo que lo que está pasando en los 
barrios debería llevarnos a reflexionar, si es que no lo hici- 
mos hasta ahora. Tenemos Fuerzas Armadas desmantela- 
das. Sé que hay gente de la izquierda, del Frente Amplio, 
que plantea que no haya Fuerzas Armadas, pero tienen 
que decirnos quién va a cumplir esas funciones o quién 
va a custodiar la soberanía de nuestro mar, que es traba- 
jo para los uruguayos, y los recursos naturales, que son 
nuestra pesca. ¿Quién va a custodiar nuestra soberanía? 
¿Una empresa privada? ¿Se va a privatizar la defensa de 
nuestro mar territorial? ¿Lo vamos a hacer con barcos que 
tienen sesenta años, que son un museo de chapa oxidada y 
de hierros viejos que están a unas pocas cuadras de aquí? 


Tenemos el desafío de enfrentar el crimen organizado 
y el terrorismo que está vinculado al narcotráfico. ¿Con 
qué vamos a defendernos? ¿Con qué vamos a protegernos 
y a dar seguridad? ¿Con aviones de la guerra de Vietnam? 
El año pasado, en una semana murieron cuatro muchachos 
jóvenes en un avión y en un helicóptero. Era un avión del 
año 1976. ¿Quién se va a encargar de eso? ¿Una empresa 
privada? Cuando hablan de achicar tienen que decir quién 
se va a encargar. Dicen que hay que eliminar las Fuerzas 
Armadas, que no las necesitamos. Muy bien, cuénteme 
quién se va a encargar de la tarea porque, si no, no vale; 
si no, es demagogia. La infraestructura en defensa es una 
necesidad de un Estado moderno y democrático. Es ob- 
vio que es mucho más popular decir que se van a hacer 
hospitales y escuelas, y hay que hacerlos, pero también 
hay que cuidar nuestro mar, cuidarnos del narcotráfico y 
cuidar nuestra riqueza porque miles de millones de dólares 
pasan por nuestro mar, y eso es trabajo de los uruguayos. 


Como dije anteriormente, el desmantelamiento de las 
Fuerzas Armadas se da por postergaciones salariales, por 
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falta de inversión y por este tipo de impuestos que en la 
mañana de hoy se denominaron de forma muy singular: 
simbólicos. A confesión de parte, relevo de prueba. Se 
dijo: es un impuesto simbólico. ¿Y cuál es el símbolo? El 
castigo. Ya demostramos que no es por justicia ni por el 
monto, es por la condición. Se dice que hay jubilaciones 
altas y en estos pocos minutos voy a dar un tercer dato 
porque si hay que decir la verdad, vamos a decir todo. De 
las cuarenta y una jubilaciones más altas —es más, altísi- 
mas, hay una que llega a los $ 230.000-, veintisiete fueron 
votadas por el Parlamento; son jubilaciones políticas. 


SEÑOR HEBER -- Por reparaciones. 


SEÑOR GARCÍA.- Así es, señor senador, son repara- 
ciones. Creo que la última es la Ley 17949 que hizo que a 
militares que habían sido destituidos y perseguidos en la 
Dictadura se les aumentara el grado sucesivamente. Algu- 
nos llegaron a los cargos más altos, por ejemplo, a genera- 
les, porque partiendo de grados de oficialidad muy bajos, 
se les iba sumando grados. No sé si la señora presidenta 
integraba el Parlamento en ese momento, pero sí varios 
señores senadores que hoy están presentes —entre ellos, 
el señor senador Heber— y les aumentamos —y lo digo en 
plural porque fue entre todos, participaron todos los parti- 
dos— en un 25 % el haber jubilatorio. De las cuarenta y una 
jubilaciones más altas, veintisiete fueron propuestas por el 
Frente Amplio. Algunos de los que recibieron las jubila- 
ciones más altas fueron jerarcas de Gobiernos del Frente 
Amplio y ocuparon cargos muy altos a nivel ministerial. 


Entonces, vamos a decir toda la verdad. No esconda- 
mos la verdad. Estamos hablando de militares «compañe- 
ros» porque, a los que no lo eran, no sabe, señora presi- 
denta, lo que hubo que luchar para que se los reconociera. 
¡Mire que había blancos y colorados constitucionalistas, 
que honraron el uniforme y que cuando vinieron estas 
leyes reparatorias quedaron en el fondo del tacho y nun- 
ca llegaba el momento en el que se los considerara! Pero 
para los «compañeros» que estaban en una lista, salieron 
«como chicharra de un ala». ¡Esta es la verdad! ¡Esta es la 
absoluta verdad! No voy a dar nombres, pero —obviamen- 
te— todos los que estamos acá sabemos quiénes son. 


Todas las cajas fueron reformadas. ¿Quién ha dicho 
—por lo menos, yo no lo he escuchado— que no hay que 
reformar el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas 
Armadas? Obviamente, hay que hacerlo, pero no estamos 
de acuerdo con esta reforma, ¿o es la única forma de ha- 
cerlo? Sería una tontería monumental pensar que, con el 
aumento de la esperanza de vida que hubo en el Uruguay, 
la edad de retiro de hace cuarenta años deba ser la misma 
que la de ahora. Pero también digo, señora presidenta, que 
yo no quiero que nuestros aviones militares sean tripula- 
dos por soldados de sesenta años. Quiero defender a mi 
país, pero no quiero que haya barcos viejos ni soldados de 
sesenta o de sesenta y cinco años cuidando las fronteras. 
No lo digo por la edad. Ayer cumplí cincuenta y cuatro 
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años, así que no estoy muy lejos de esas edades que estoy 
mencionando; lo digo por una cuestión de responsabilidad. 


Es obvio que la profesión militar es muy particular. Es 
tan particular, que de la Administración central —excepto 
los entes autónomos y los servicios descentralizados— es 
la única institución en la que el presidente de la república 
no puede tomar decisiones solo. ¡Miren si será particular! 
Me refiero al presidente de la república. Habitualmente se 
dice que el presidente de la república es el comandante en 
jefe de las Fuerzas Armadas, pero es un error. El mando 
superior de las Fuerzas Armadas lo constituye el Poder 
Ejecutivo: el presidente actuando con el ministro del ramo. 
En el Ministerio del Interior decide el ministro, no nece- 
sita al presidente. 


¿Por qué es una profesión particular? Porque tienen 
armas. Hace unos minutos en sala se dijo que no se les 
permite hacer asambleas. ¡De ninguna manera! ¿Qué de- 
mocracia sería si permitiera que los soldados se juntaran y 
dijeran: «Mire jefe: no vamos a defender la Constitución. 
A nosotros se nos ocurrió que la ley que votó el Parlamen- 
to está mal. En una asamblea votamos que está mal, así 
que vamos a abrir las puertas de los cuarteles y les vamos 
a decir a los senadores que está mal». O que los marineros 
de un barco le dijeran al comandante: «Para allá no, vamos 
para el otro lado. ¿Por qué? Porque lo decidió la asam- 
blea?» ¡No! —no voy a calificarlo—, son fuerzas que están 
sujetas a mando de arriba a abajo. Es la única forma en 
que puede haber Fuerzas Armadas democráticas. Cuando 
perdieron el conducto del mando esta casa estuvo cerrada 
durante doce años y el país pasó muy mal. ¡Es una barba- 
ridad sostener eso! 


También digo, con el mayor de los respetos, que se nos 
podrá decir que estamos en el acierto o en el error; está 
bien, es parte de la esencia de esta casa o, mejor dicho, es 
la esencia de la vida en libertad, pero no se nos puede decir 
—como se dijo públicamente el fin de semana— que noso- 
tros estamos actuando en esta materia disuadidos por las 
Fuerzas Armadas porque tienen las armas. Es muy grave 
lo que se dijo. Cuando el fin de semana pasado le pregun- 
taron a la señora senadora Moreira por este tema, ella dijo 
=y cito al diario El Observador—: «Las Fuerzas Armadas 
tienen capacidad de disuasión sobre el sistema político 
porque están armados y eso es así en todo el planeta». 
Esto lo dijo en la radio Uruguay, 1050 AM. No solo no 
es verdad, sino que es una afirmación muy grave desde el 
punto de vista institucional porque con nosotros se puede 
discrepar, pero que se demuestre que aquellos senadores 
que vamos a votar en contra, lo hacemos presionados por 
las armas. Acá, señora presidenta, se pidieron respuestas 
y yo pido esto. 


Conmigo, con mis compañeros y con senadores de 
otros partidos se puede discrepar —¡claro que sí!—, pero que 
se demuestre que los que estamos aquí y pensamos votar 
en contra de esto lo hacemos presionados por las armas 
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porque, si fuera así, sería una cuestión de fueros del Sena- 
do y estaríamos ante un problema institucional gravísimo. 


Pido que se demuestre —reitero— que votamos presio- 
nados por las armas. Es muy grave lo que se dijo aquí. 


(Apoyados). 


—Señora presidenta: no voy a entrar en el tema de los 
argumentos jurídicos porque los compañeros hablaron ex- 
tensamente bien al respecto, pero también voy a agregar 
algo para decir la verdad, ¡toda la verdad! 


No está bien comparar lo incomparable. Se hace un 
juego de números y se dice que hay que asistir con tanta 
plata, etcétera, pero ¿por qué no se dice cuáles son los in- 
gresos y egresos de cada caja? En el caso de las Fuerzas 
Armadas, es una ventanilla: entra plata de los activos y de 
aporte patronal por parte del Estado, y paga. 


Dicen: «Hay que mirar la Caja de Jubilaciones y Pen- 
siones Bancarias», pero ¿qué quieren comparar? ¿Peras 
con dinosaurios? 


Tengo en mi poder una copia de los datos de la página 
oficial de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. 
Allí se habla de su patrimonio forestal —porque foresta— en 
el año 2016 y, según datos del último informe disponible, 
se valora en USD 143:000.000. En un gráfico de la evolu- 
ción de sus inversiones financieras al 31 de diciembre de 
2016, se muestra que su valor es de UI 1.939:000.000, lo 
que equivale a $ 6.800:000.000. Estamos hablando, repito, 
de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias. 


Entonces, uno estaría comparando un sistema jubila- 
torio que tiene empleados públicos y privados, que recibe 
plata y compra campos, foresta, hace colocaciones finan- 
cieras y hace préstamos a sus beneficiarios cobrándoles un 
interés, con una ventanilla del Poder Ejecutivo que recibe 
aportes magros y paga jubilaciones. Esto es incomparable. 


¿Quieren comparar con el BPS? Entonces, vamos a su- 
mar todo lo que reúne el BPS. Aparte de recibir los aportes 
patronales, los montepios de los trabajadores y los apor- 
tes jubilatorios de los trabajadores, todos le destinamos, 
por ley, siete puntos del IVA. No estamos hablando de re- 
cursos genuinos, sino de siete puntos del IVA. Además, 
le incluimos todo lo recaudado por el IASS, ¡todo! Este 
tampoco es un aporte genuino, sino una decisión política. 
También hay que mencionar el impuesto a las loterías y el 
impuesto sustitutivo del Cofis, mientras que lo otro es una 
ventanilla que recibe aportes de los trabajadores y paga, 
no recibe un peso de todo esto. 


Señora presidenta: redondeo el tema por aquí. Tarde 
o temprano vamos a tener que dar la discusión porque 
no se puede huir de esto en términos de país. Negarnos 
a defendernos como país es un gravísimo error; negarnos 
a ejercer la soberanía sobre nuestro país es un tremendo 
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error de la democracia. No cuidar nuestro mar —que, como 
todos sabemos, con nuestra plataforma continental es ma- 
yor que nuestra tierra— siendo que por él circulan millones 
y millones de nuestro producto bruto interno, es un error 
catastrófico, ¡catastrófico! Entregar o no ejercer la sobera- 
nía y el control de la seguridad de nuestro espacio aéreo 
en este mundo de hoy, es no entender nada. Es no darnos 
cuenta de cómo el crimen organizado y el narcotráfico van 
a penetrar en nuestra sociedad. No tener la capacidad de 
cuidar nuestras fronteras, nuestro territorio, es no ejercer 
nuestra democracia plenamente. Y, si estamos dispuestos 
a no ejercer nuestra democracia, hay que hacerse cargo. 


Nosotros y nuestro partido estamos dispuestos —solo 
puedo hablar por mí y por el partido que integro— a que 
el territorio de Uruguay —chico, grande o regular— sea 
nuestro y no esté a la mano de delincuentes que se puedan 
apropiar de parte de él, ya sea para robar nuestras riquezas 
O para ejercer el crimen organizado y que, eventualmente, 
podamos ser víctimas del terrorismo, porque estos delitos 
son primos hermanos. 


Por lo tanto, vamos a tener que renovar nuestra flota 
naval y aérea porque no hay más remedio. No se trata de 
algo que haya que hacer —como dije— porque no hay más 
remedio; hay que hacerlo porque es parte del ejercicio ple- 
no de nuestra democracia. ¿Que es caro? Sí, lo es; esto no 
es barato. 


El Partido Nacional está a la orden —ya lo dijimos— para 
ayudar, en términos de política de país, a que estas cosas 
se vayan solucionando porque vamos a tener que hacerlo 
y aquí nadie sabe —nadie tiene la bola de cristal- de quién 
va a ser el próximo Gobierno. Desde ya, y sin elecciones 
a la vista, queremos ayudar en esto. Hicimos propuestas 
y estamos dispuestos a participar, con criterio de política 
de Estado, en mejorar esto, pero sin discursos fáciles que 
ahorren la discusión de fondo y sin estigmatizaciones ni 
revanchas añejas. 


Aquí y en lo que me es personal, no le doy a nadie —¡a 
nadie!— patente de haber luchado por la libertad y en con- 
tra de la Dictadura. Desde muy gurí estuve en la primera 
fila, peleando por la democracia uruguaya, así que no me 
van prendas en esto y no hay que hacer gárgaras en cuanto 
a que hay unos que tienen una visión justiciera y otros que 
la tienen retrógrada. Podemos tener —como notoriamente 
sucede— visiones diferentes, pero permitame decir, señora 
presidenta, que no admito que se nos adjudiquen intencio- 
nes que no estén vinculadas a la más estricta defensa de la 
libertad y la democracia. 


Dejo la pregunta planteada: si la señora senadora Mo- 
reira piensa que estamos presionados por las armas, como 
dijo el fin de semana, pido que eso se aclare. No es verdad, 
ella sabe que no es verdad, pero tiene derecho a decirlo y 
yo, a no admitirlo. 


Gracias, señora presidenta. 
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SEÑORA MOREIRA.-- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Trato de ser muy cuidadosa en 
todos los temas pero, especialmente en el caso de las Fuer- 
zas Armadas, me han tratado de revanchista, de ignorante 
y ahora dicen que adjudico a la oposición una especie de 
sumisión a la fuerza de las armas. 


Me encantaría que las cosas no fueran así, pero lo son 
y voy a responder. Tengo dos alusiones para contestar al 
señor senador Javier García; una de ellas pasó desaperci- 
bida, pero igual voy a contestarla. 


Cuando dije que no se pueden juntar tres subalternos 
y que esto sea declarado un motín, no me refiero a que 
haya asambleas de soldados para decidir sobre el curso 
de los barcos o las leyes que aprueba el Parlamento, sino 
a que el personal subalterno no sea obligado a cumplir 
órdenes que estén reñidas con los derechos humanos o 
con su propia vida. Hemos trabajado mucho en el perío- 
do pasado para que la educación militar incluya a todos 
los componentes de la enseñanza de los derechos huma- 
nos que están insertos, incrustados en el Sistema Nacional 
de Educación Pública y también para que conozcan sus 
derechos como trabajadores. No es para hacer asambleas 
ni huelgas, sino para evitar lo que una filósofa llamada 
Hannah Arendt denominó «la banalidad del mal». Se pre- 
guntaba cómo pudieron estos hombres matar a millones 
de personas; se refería a los hoy llamados «criminales de 
guerra nazis». Se decía: «¿Eran monstruos?». No, no eran 
monstruos. Eran buenos padres de familia, amaban a sus 
mujeres, eran amigos de sus amigos, hermanos de sus her- 
manos. Solamente obedecían órdenes. Creo que cuando el 
señor senador García habló de las asambleas con respec- 
to al destino de los barcos se refería exactamente a esto. 
Quiero responder la alusión del señor senador. También 
quiero que el personal subalterno de las Fuerzas Armadas 
tenga más derechos, que pueda preguntar lo que no sabe: 
cómo se asigna una vivienda o cómo se decide un traslado. 
También quiero que tengan derecho a que por juntarse a 
conversar sobre estas cosas no se los declare amotinados. 
El orden jerárquico de las Fuerzas Armadas tiene una ra- 
zón funcional que siempre está sometida al primer dicta- 
men: los derechos humanos, los deberes y derechos del 
ciudadano; nunca aceptar órdenes que estén reñidas con 
los principios generales del derecho. 


Hice una reflexión sobre la capacidad disuasoria que 
tienen las Fuerzas Armadas en el mundo para no ver re- 
cortados sus presupuestos. Hay litros de tinta escritos so- 
bre este tema. Cada vez que vemos grandes recortes, es 
muy difícil que le recorten a las Fuerzas Armadas. ¿Al- 
guien oyó hablar de algún recorte en tiempo de ajuste fis- 
cal a las Fuerzas Armadas? No; se recorta a la salud, a la 
educación. No voy a ahondar sobre esto. 
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¿Cuáles son las capacidades disuasorias de las Fuer- 
zas Armadas? En primer lugar, están armadas. Es lógico: 
están armadas. En segundo término, esta pregunta viene 
de la época de Platón. Decía Platón: ¿Cómo hacemos para 
que el perro guardián —esto es una metáfora; miro al se- 
ñor senador Conrado Ramos porque con él compartimos 
clases sobre el tema— no muerda al amo? ¿Cómo hacemos 
para que la clase de los guardianes no se vuelva contra su 
pueblo? Platón daba algunas recomendaciones. 


La capacidad disuasoria de las Fuerzas Armadas en re- 
lación con su propio presupuesto se explica, en esta vasta 
literatura, por dos efectos: están armadas y tienen un in- 
menso poder de lobby —estas son capacidades políticas de 
disuasión— sobre los presupuestos de los países. Sobre este 
tema hay muchos estudios en Estados Unidos, que tiene 
las Fuerzas Armadas más poderosas del mundo. 


Cuando hago estas reflexiones no estoy acusando a 
nadie. En general, nunca acuso a nadie; hago reflexiones 
generales sobre la capacidad de disuasión que tienen las 
Fuerzas Armadas en el mundo para impedir el recorte de 
sus propios presupuestos. Esta es una discusión intelec- 
tual, política y académica; no es una discusión en la cual 
nos cobremos la parte de cada uno. Expongo mis argu- 
mentos sobre la justicia previsional. Reitero: son mis ar- 
gumentos. Creo que es injusta la forma en que se distri- 
buyen los beneficios previsionales en el Uruguay para con 
las Fuerzas Armadas, pero es mi postura. Con libertad no 
ofendo ni temo, y la libertad de expresión me es muy cara. 


8) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de 
licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- «Mon- 
tevideo, 29 de noviembre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 
De mi mayor consideración: 

Por la presente y de acuerdo a la Ley n.* 17827 de fecha 
14 de setiembre de 2004, solicito a usted, se me conceda 
licencia, por motivos personales, durante el día 29 de no- 
viembre del corriente. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Rafael Michelini. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que los señores Felipe Michelini, Anto- 
nio Gallicchio y Elizabeth Villalba han presentado nota de 
desistimiento informando que por esta vez no aceptan la 
convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda con- 
vocado el señor Carlos Baráibar, a quien ya se ha tomado 
la promesa de estilo. 


9) SERVICIO DE RETIROS Y PENSIONES DE 
LAS FUERZAS ARMADAS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Antes de ceder el uso de la 
palabra al señor senador Martínez Huelmo, quiero adver- 
tir que a las 14:00 se reúne la Asamblea General y luego 
retornaremos al Senado, ya que por ser una sesión extraor- 
dinaria no tiene hora de finalización. En la coordinación 
se acordó terminar con todos los temas que figuran en el 
orden del día. 


Pregunto al señor senador Martínez Huelmo si prefiere 
comenzar su alocución ahora o después de la Asamblea 
General. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Prefiero comenzar 
mi alocución después de la Asamblea General. 


SEÑOR DE LEÓN.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DE LEÓN.- Solicitamos un cuarto intermedio 
hasta que finalice la Asamblea General. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota). 
—21 en 22. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio y retomamos la 
sesión una vez que finalice la Asamblea General. 


(Así se hace. Son las 13:31). 
(Vueltos a sala). 
—Habiendo número, continúa la sesión. 


(Son las 14:46). 
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SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Este tema ha deri- 
vado en un sinfín de razonamientos u operaciones parcia- 
les porque la globalidad de este asunto se hunde también 
en la historia del Uruguay. Me refiero a lo relativo a las 
Fuerzas Armadas. Digo esto porque íbamos a analizar 
—y vamos a hacerlo— un impuesto, pero las devoluciones 
de este Cuerpo han incursionado en muchísimos temas 
vinculados a este asunto y también a concepciones o, por 
lo menos, a la imputación de aparentes concepciones de 
integrantes de nuestra fuerza política sobre las Fuerzas 
Armadas. 


Por tanto, antes de empezar con el articulado, quería- 
mos decir que no es un capitis deminutio tener algún re- 
celo sobre la historia o sobre las acciones de las Fuerzas 
Armadas. No lo es para ningún ciudadano, señora presi- 
denta, porque este es un tema histórico. Mientras estába- 
mos en la Asamblea General y escuchábamos a la oradora, 
estábamos revisando algunos asuntos que también tenían 
que ver con las Fuerzas Armadas y con el Estado uru- 
guayo. Concretamente, estábamos revisando el Pacto de la 
Cruz, firmado en 1897. Consideramos que ese es un tema 
tan histórico, que en los años posteriores a las revolucio- 
nes de fines del siglo xIX y comienzos del siglo xx —donde 
obviamente el Ejército nacional fue el que se ocupó de en- 
frentar a los movimientos revolucionarios—, luego de esos 
actos bélicos, quedaron recelos en la comunidad urugua- 
ya. Estos solamente pudieron superarse abonando crite- 
rios democráticos, criterios de apertura y, por lo tanto, no 
es de recibo que el Frente Amplio tenga una posición sec- 
taria ni de estigmatización de las Fuerzas Armadas. Esto 
lo decimos porque toda la comunidad política del Uruguay 
está trabajando para construir democracia y convivencia. 
En consecuencia, señora presidenta, comprendo que luego 
de tantos y tantos pasajes dramáticos de la historia nacio- 
nal puede llevar tiempo —y esto hay que comprenderlo con 
perspectiva histórica— curar heridas y obtener nuevamente 
la confianza republicana entre todos los uruguayos. 


Por eso, señora presidenta, no es una inhabilitación 
para nadie sentir cierto recelo, porque tampoco nosotros 
vamos a autocensurarnos como ciudadanos por tener las 
ideas que tenemos acerca de los procesos que enfrentó el 
país en el último proceso dictatorial. 


Sin embargo, no vivimos —como se ha dicho aquí— mi- 
rando el retrovisor. Tampoco vivimos en la apología de 
la violencia. No es así. Y digo esto porque, al igual que 
todo el Parlamento, creemos que ese tiempo pasó y que, 
además, si alguien considera que eso debe revivir, está 
profundamente equivocado. Ese no es el futuro que quere- 
mos para nuestro país. Y decimos esto, señora presidenta, 
porque no estigmatizamos ni invalidamos el pensamiento 
de nadie por tener recelos sobre nuestro pasado reciente. 
Como ciudadanos adherimos —esto lo dijimos en la Co- 
misión de Defensa Nacional en un mano a mano con el 
comandante en jefe de las Fuerzas Armadas, general Ma- 
nini- a la idea de que no es lo mismo la posición del Ejér- 
cito de hoy que la del de 1986, cuando nos mandaban a 
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buscar los recaudos judiciales a una caja fuerte. El general 
Manini dijo hace treinta años que las Fuerzas Armadas 
están sujetas al poder político y al imperio de la ley y de 
la Constitución. Por lo tanto, eso es algo constructivo, y 
todos debemos seguir en esa línea de apoyo a la confianza 
republicana, a la confianza ciudadana y, por supuesto, a 
apostar al futuro del país. 


Señora presidenta: queremos dejar establecido con este 
razonamiento que para nosotros las Fuerzas Armadas re- 
presentan un tema muy importante. Esto está consignado 
en los programas de gobierno del Frente Amplio —no voy 
a leerlos todos, por supuesto—, en los que queda claro que 
el Frente Amplio como partido —y los demás partidos tam- 
bién tendrán lo suyo al respecto— no entiende el futuro del 
Uruguay sin Fuerzas Armadas. 


Estamos hablando de un tema muy importante, de un 
tema que —como se ha dicho aquí en sala— hace al reco- 
nocimiento del Uruguay. No es solamente la salvaguarda 
del imperio de la Constitución sino que también —como lo 
decíamos hace unos días a raíz del informe de los acuerdos 
de defensa con España y con Rusia—, en el idioma inter- 
nacional, la presencia de las Fuerzas Armadas tiene una 
significación en todos los espacios que le son pertinentes. 


Por lo tanto, sin mengua de que podría ser de recibo el 
orden de los proyectos, tanto la reforma de los servicios 
como el impuesto que estamos proyectando, y también las 
cartas orgánicas, eso certifica que nuestro partido, el Fren- 
te Amplio, que es gobierno, está interesado en seguir orde- 
nando esta situación y proyectando también a las Fuerzas 
Armadas, en función de los objetivos y las necesidades 
que tiene la república por los servicios de los institutos 
armados. Quería centrar el asunto en este aspecto porque 
nos parece importante. Lo planteo porque siempre esta- 
mos abordando este tema, no diría olvidándonos de la his- 
toria —porque racionalmente eso no es posible—, pero sí 
atendiendo la construcción del futuro del país. Sabemos 
que el Uruguay, en el futuro, no va a tener tiempo para 
poder enfrentar cualquiera de las vicisitudes dramáticas 
que se vivieron en el pasado. 


En esta sintonía estamos todos. Y también involucro a 
los mandos activos de las Fuerzas Armadas. Es muy im- 
portante considerar esto, señora presidenta, más allá de las 
posibilidades o imposibilidades momentáneas de poder 
proveer todos los armamentos y las máquinas que el Esta- 
do uruguayo necesita suministrar a sus Fuerzas Armadas 
para que estas presten servicios adecuadamente. 


Ese es un tema que también está en discusión y lo he- 
mos debatido en profundidad en la Comisión de Defensa 
Nacional. Todos sabemos que se trata de imposibilidades 
de tipo financiero, pero que no pueden ser tomadas como 
imposibilidades o pseudoimposibilidades para degradar 
a nuestras Fuerzas Armadas. No lo estamos propiciando 
como principio político y es necesario que en nombre de 
los compañeros del Frente Amplio eso quede perfecta- 
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mente establecido en esta sala. Por lo tanto, no voy a entrar 
en colisión con ninguna otra cosa que se haya dicho aquí, 
pero quiero dejar claramente definidos los parámetros de 
nuestro razonamiento en cuanto a las Fuerzas Armadas y 
a los esfuerzos que estamos haciendo como Gobierno para 
poder llegar al equilibrio que necesita el Estado. 


Señora presidenta: el proyecto de ley que estamos ana- 
lizando crea un impuesto que grava las sumas nominales 
correspondientes a los retiros y pensiones servidos por el 
Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. 
Queremos decir que tenemos en nuestro poder el informe 
de la Universidad Católica del Uruguay y sabemos que en 
el día de hoy se conoció otro informe de la UdelaR —ese 
no lo tenemos— que fuera solicitado por la comisión. Al 
respecto, señalamos que esos documentos omiten algu- 
nos antecedentes que nos satisfacen más —como ocurrió 
en la comisión y en la discusión del día de hoy- y que 
contradicen lo expresado por ambas universidades. Con- 
cretamente, me refiero a una traditio, es decir, a una serie 
de pronunciamientos realizados por la Suprema Corte de 
Justicia, que ya se ha expedido sobre este tipo de asuntos 
en varias oportunidades. 


Creemos que la opinión de nuestro máximo órgano ju- 
risdiccional —es decir, de los jueces de la nación— a la hora 
de aportar nuestros argumentos no puede ser soslayada en 
ningún informe jurídico que se considere serio, aunque sea 
contraria a la posición de quienes son autores de esos in- 
formes o emiten opinión verbal al respecto. Como se ha di- 
cho, la Suprema Corte de Justicia se ha expedido en casos 
similares a este, sosteniendo que no existe ninguna lesión 
a las normas y principios constitucionales. Entiendo que es 
menester recordar la Ley n.* 17841, que creó un impuesto a 
las pasividades bancarias. Cabe destacar que han existido 
varias impugnaciones de inconstitucionalidad con los mis- 
mos argumentos que ahora se esgrimen y que fueron deses- 
timados oportunamente por la Suprema Corte de Justicia. 


Por otra parte, la asesoría jurídica del Poder Legisla- 
tivo fue muy influyente en la disposición a la que estoy 
haciendo referencia. Por consiguiente, no fue la Suprema 
Corte de Justicia sino el Parlamento el que se pronunció 
en ese sentido, justamente, a través de su asesoría jurídi- 
ca. Cuando vinieron aquellas impugnaciones de inconsti- 
tucionalidad se derivó el asunto a la asesoría jurídica del 
Poder Legislativo y este, en representación del Estado, 
respondió a aquella acción de inconstitucionalidad. Si bien 
se sabe que ello no es vinculante —por la particularidad de 
funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia—, como 
senador de la república debo otorgar crédito a estos ante- 
cedentes cuando se trata de decisiones de los jueces de la 
nación, en una traditio que la Suprema Corte de Justicia 
ha expresado ante situaciones similares. 


Por lo que entiendo, no puedo dar mérito a las 
imputaciones en virtud de estos antecedentes de inconstitu- 
cionalidad que se han expresado aquí y en comisión, tenien- 
do en cuenta que en este Parlamento se están preanuncian- 
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do acciones futuras de inconstitucionalidad. Debo advertir 
que no estoy diciendo que lo que consignan la UdelaR o 
la Universidad Católica del Uruguay no tenga importancia, 
pero supongo que la Suprema Corte de Justicia no habrá de 
desconocer sus propios antecedentes. Me parece que esto 
es importante porque la Suprema Corte de Justicia tiene 
doctrina propia —lo voy a demostrar a posteriori—, lo que 
no significa que el día de mañana aparezca algo contrario 
a lo que estoy diciendo. Por lo tanto, sin restar mérito a lo 
expresado por la Universidad Católica del Uruguay y por la 
Universidad de la República, supongo que a la hora de lau- 
dar sobre estos asuntos eventualmente la Suprema Corte de 
Justicia tendrá en cuenta sus propios antecedentes. 


Antes de entrar en el tema quiero leer el numeral 20) 
del artículo 85 de la Constitución. Como parlamentarios 
tenemos la potestad de interpretar la Constitución de la re- 
pública, sin perjuicio de la facultad que le corresponde a 
la Suprema Corte de Justicia, de acuerdo con los artículos 
256 a261 de la carta. Es así que coincido plenamente con lo 
que ha expresado la señora senadora Moreira: nosotros es- 
tamos legislando y, por supuesto, puede haber un legislador 
que considere que este proyecto de ley es inconstitucional, 
pero el error o el acierto en cuanto a la inconstitucionalidad 
solo puede determinarlo la Suprema Corte de Justicia. 


A continuación, voy a leer algunos pasajes de la con- 
testación de la demanda que se hizo a raíz de la acción 
de inconstitucionalidad sobre artículos de la ley que ya 
mencioné, que hacen referencia a las jubilaciones banca- 
rias. Digo que esta ley es constitucional en atención a la 
analogía que hay entre los asuntos. No hay nada diferente 
porque en comisión nunca se hizo una disquisición jurídi- 
ca sobre la caja de jubilaciones y los servicios de retiro. In- 
clusive, existe una contradicción sobre la doble imposición 
porque la delegación que compareció nos dijo que había 
doble imposición y luego vino el doctor Gonzalo Aguirre 
Ramírez y expresó: «No existe una disposición expresa de 
la Constitución que prohíba la superposición impositiva, 
pero indiscutiblemente, de acuerdo a las enseñanzas del 
ilustre maestro Ramón Valdés Costa, la superposición im- 
positiva es de mala técnica legislativa y desmerece las vir- 
tudes que pueda tener un sistema tributario». No dijo que 
fuera inconstitucional. Estas palabras fueron expresadas 
en la Comisión de Hacienda del 3 de noviembre de 2016. 


La Suprema Corte de Justicia en su jurisprudencia ha 
sostenido reiteradamente que «las leyes gozan del ampa- 
ro de presumírselas ajustadas a la normativa constitucio- 
nal siendo de excepción su ilegitimidad; presunción de la 
que solo procede apartarse en caso de que quien la invoca 
demuestre, de manera fehaciente e indiscutible, que exis- 
te una real e inequívoca inconciabilidad u oposición con 
textos O principios de la Carta». Esto corresponde a las 
sentencias n.* 212/65, 64/67, 235/85, 266/86, 184/07, 42/93, 
85/93, 323/94, 114 y 900/95. 


Quiere decir que la Suprema Corte de Justica ha mane- 
jado estos temas, por circunstancias particulares —todas de 
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origen legislativo—, y en reiteradas oportunidades. Es más, 
hay una sentencia del caso 8573, donde la corporación expre- 
só: «Es preciso previamente sentar que toda norma jurídica 
se presume constitucional, pues en principio debe admitirse 
que los órganos actúan siempre en el ámbito de su compe- 
tencia demarcada en la Constitución, que cada uno de ellos 
interpreta y aplica por sí mismo con absoluta prescindencia 
de los otros. Los jueces cuando ejercen el “control” de cons- 
titucionalidad, deben obrar con prudencia y circunspección 
y la norma se presume constitucional mientras la existencia 
del vicio no se prueba en forma explícita o sea manifiesta. 
[...] Para declarar que una norma jurídica sea inconstitucio- 
nal, además, la oposición debe ser tal que el Juez adquiera 
una clara y fuerte convicción de su incompatibilidad, pues 
no por vaga conjetura y ligera implicancia ha de admitir- 
se que el órgano que la creó ha superado el ámbito de sus 
poderes. Así lo exige el respeto debido a los otros órganos 
del Estado. A los jueces, finalmente está vedado examinar 
la política legislativa, el criterio observado al crear la nor- 
ma es si ella es oportuna o inoportuna, justa, equitativa, 
conveniente o perjudicial a los intereses públicos, eficaz o 
ineficaz para alcanzar el objeto propuesto. Los jueces no 
ejercen los poderes que son propios de los otros órganos. 
Por eso, si considera que estos últimos actúan con injusti- 
cia o en forma inconsecuente para los intereses públicos, el 
pueblo debe recurrir a los comicios y no a los tribunales». 


Esto es doctrina jurídica, señora presidenta. 


El documento del Poder Legislativo, al defender la 
constitucionalidad de la ley a la que hice referencia al 
comienzo, continúa diciendo: «Más recientemente, en la 
Sentencia N* 256 de 22.12.2006, se expresó: “... La norma 
legal, que dentro de su competencia institucional, dispone 
una solución equivocada, errónea, desacertada, respecto 
al punto que regula, será una mala ley, pero no por ello es 
inconstitucional... ”. En el mismo sentido se ha pronuncia- 
do la doctrina:» —decía la defensa del Poder Legislativo, 
que luego fue tomada por la Suprema Corte de Justicia— 
«Nuestra Suprema Corte de Justicia ha hecho reiterada- 
mente aplicación del principio de que la constitucionali- 
dad de la ley es el principio y la ilegitimidad la excepción. 
Y como excepción, limitada y de interpretación estricta. 
Por eso es a quien invoca dicha situación anormal que 
corresponde la carga de probar y de “modo irrefragable”, 
que existe incompatibilidad entre la norma constitucional 
y la legal. Se trataría de una “presunción de legitimidad”». 
Continúa diciendo: «La doctrina nacional de derecho pú- 
blico participa del mismo criterio (Cf. Sayagués Laso en 
su Tratado de Derecho Administrativo, Tomo l, pág. 422), 
considerando que se trata del principio de conservación de 
la norma, por el cual se busca: “... compatibilizar la su- 
premacía de la Constitución con la voluntad del legislador 
en lo que sea posible”. (Martín Risso Ferrand - Revista de 
Derecho, Ucudal, Tomo Il, página 75)». 


En el punto III) se dice lo siguiente: «La Constitución» 
=según decía la defensa del Poder Legislativo en aque- 
lla oportunidad, asumido esto por la Suprema Corte de 
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Justicia— «otorga potestad tributaria al Poder Legislativo. 
Resulta claro que la potestad tributaria originaria de la 
Constitución se otorga a nivel nacional al Poder Legislati- 
vo y a nivel departamental a las Juntas Departamentales. 
No surge del texto constitucional ninguna limitación para 
gravar con impuestos a las jubilaciones y pensiones, ni 
tampoco existe limitación para que una ley modifique lo 
establecido por otra anterior, la claridad del punto exime 
de mayores desarrollos». 


Decía la defensa, al probar la constitucionalidad a la 
cual arribó finalmente la Suprema Corte de Justicia, y 
que por analogía nosotros asimilamos a este proyecto de 
ley: «IV) No existe lesión al art. 67 de la Constitución. En 
nuestra Constitución no existe consagración de inmuni- 
dad tributaria a favor de las jubilaciones y pasividades, asi 
lo ha entendido la Suprema Corte en Sentencias N* 87/08 
y 101/08, entre otras. 


En Sentencia N* 87/08 la Suprema Corte de Justicia dijo: 
““... no se vulnera el art. 67 inc. 2* de la Carta, pues no existe 
en dicha norma consagrado un principio de intangibilidad 
del poder adquisitivo de las jubilaciones que les otorgue una 
inmunidad tal que impida en cualquier caso que su mon- 
to líquido sea disminuido por el impuesto cuestionado”. 
Y continúa: “Y si bien la Constitución mandata al Estado 
Central a asistir al BPS en caso de déficit, ello no le impide 
acudir a los ingresos de los propios pasivos, siempre que su 
capacidad contributiva lo permita, para financiar las pres- 
taciones de seguridad social, pues, como antes se dijo, no 
tienen inmunidad alguna que los exceptúe de contribuir a 
financiar las cargas públicas, cuando la ley así lo disponga”. 


En Sentencia 101/08 expresó: “el acogimiento de la 
acción implicaría incursionar en el ámbito del diseño de 
la política tributaria programada por los órganos públicos 
representativos de la soberanía a quienes constitucional- 
mente les ha sido asignado dicho cometido esencial del 
Estado”». 


El punto V) dice: «No existe lesión al principio de segu- 
ridad jurídica. En Sentencia de la SCJ N* 272/02 se señaló: 
“... Este principio importa la existencia de un ámbito de cer- 
teza, donde el individuo pueda desenvolverse con previo co- 
nocimiento de las consecuencias jurídicas de sus actos, como 
lo ha sostenido la Corporación en sentencia N* 28/92”», 


Señora presidenta: en este extenso trabajo de la Aseso- 
ría Letrada del Poder Legislativo —elevado oportunamente 
a la Suprema Corte de Justicia— sigue una serie de concep- 
tos que atienden esto, especialmente referidos a los traba- 
jos jurídicos de la doctora Addy Mazz. Voy a obviar esta 
parte del texto porque son muchas páginas. 


Más adelante, en el punto VI) se expresa: «No se vul- 
nera el artículo 8 de la Constitución. La Suprema Corte 
de Justicia ha dictado innumerables fallos afirmando que 
cuando la ley impone determinados requisitos a toda una 
categoría de personas como condición para adquirir cierta 
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calidad, el principio de igualdad no resulta afectado cuan- 
do no se crean desigualdades entre quienes se encuen- 
tran en igual situación, sino que por el contrario, se en- 
tiende igualmente a todos los comprendidos en la norma, 
“...siempre que estos se constituyan justa y racionalmente”. 


Corresponde en este caso el aforismo “Quien gana más 
debe tributar proporcionalmente más”, es en aplicación 
del artículo 8 que se fijan grupos o escalones basados en 
la cuantía de los ingresos, con la obvia condición de que 
dentro de cada “escalón” todos los sujetos reciban igual 
tratamiento; por lo que la verdadera desigualdad se verifi- 
caría sl alguno de los contribuyentes, no tuviera afectado 
su ingreso por el impuesto o si contribuyentes con igual 
ingreso, aportaran por alícuotas diferentes. 


La Corporación ha sostenido reiteradamente que el 
principio de igualdad: “... persigue y tiene por finalidad 
impedir, no las desiguales soluciones legislativas, para 
situaciones o personas que se encuentran en situación di- 
ferente, sino el trato diferencial para circunstancias o suje- 
tos idénticos (por ejemplo, sentencias N* 21/74 y 256/97)”; 
“... no es igualdad absoluta como concepto matemático 
de perfecta equivalencia”, sino que consiste en tratar a los 
iguales, igualmente, y a los desiguales, desigualmente, 
y en proporción a su desigualdad. Criterio que continúa 
manteniendo aún, pues el principio de igualdad no resulta 
vulnerado cuando una norma se aplica a todos los inte- 
grantes de una determinada categoría, no creando diferen- 
cias entre ellos, única hipótesis en la que podría conside- 
rarse lesionado el mismo». 


Voy a seguir leyendo esta documentación porque es 
muy rica desde el punto de vista jurídico y doctrinario. 
Obviamente, es un trabajo muy firme de los servicios jurí- 
dicos del Poder Legislativo. 


El punto VIII) dice: «No existe lesión al artículo 7? de 
la Constitución (seguridad jurídica y económica). Como 
ha sostenido la Suprema Corte de Justicia, todos los de- 
rechos que enumera la Constitución, salvo la vida, están 
sujetos a lo que dispongan las leyes que se establezcan por 
razones de interés general, conforme lo dispuesto, entre 
otros, por el artículo 7 de la Constitución, por lo que, re- 
glamentar un derecho es al mismo tiempo limitarlo y ha- 
cerlo compatible con el derecho de los demás dentro de la 
comunidad y con los intereses superiores de esta última, 
por ello un derecho ilimitado, como se pretende en este 
caso es una concepción claramente antisocial. 


En la sentencia n.* 256/97, la Corporación expresó: La 
posibilidad de limitación de estos derechos se ve en el caso 
afectada por las particularidades de la materia: seguridad 
social; y este rubro incumbe a la política social y econó- 
mica del Estado, debiendo el sistema atender los intereses 
generales para mantener la propia subsistencia del régimen, 
por lo que es facultad del legislador reglamentar el mismo, 
imponiendo las limitaciones necesarias sin afectar razona- 
blemente las necesidades de los beneficiarios. En el caso los 
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intereses en juego —el subjetivo del titular y el objetivo de 
la sociedad— fueron balanceados adecuadamente en la nor- 
ma atacada sin que resultare inconciliable lo en ella presto 
con el concepto de “retiro adecuado” previsto en la carta». 


Lo importante para mi alegato es traer a colación este 
trabajo del propio Poder Legislativo y, al mismo tiempo, 
asignarle por analogía el valor que tiene. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Disculpe, señor senador, 
pero ha llegado a la mesa una moción para que se prorro- 
gue el tiempo de que dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota). 

—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Puede continuar el señor senador Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- El punto IX) dice: 
«No existe lesión al artículo 72 de la Constitución. Al res- 
pecto en sentencia 101 de fecha 16 de mayo de 2008, la 
Suprema Corte de Justicia expresó: “... Además, y como 
lo ha recordado reiteradamente la Corporación, si bien el 
derecho al retiro adecuado está amparado constitucional- 
mente, el mismo como todo otro derecho individual, no es 
absoluto ni irrestricto y tolera las limitaciones que la ley 
establezca por razones de interés general. 


La posibilidad de la limitación de estos derechos se ve 
en el caso afectada por las particularidades de la materia: 
seguridad social y este rubro incumbe a la política social y 
económica del Estado debiendo el sistema atender los in- 
tereses generales, para mantener la propia subsistencia del 
régimen, por lo que es facultad del legislador reglamentar 
el mismo, imponiendo las limitaciones necesarias sin afec- 
tar razonablemente las necesidades de los beneficiarios. 


En el caso, los intereses en juego —el subjetivo del ti- 
tular y el colectivo de la sociedad— fueron balanceados 
adecuadamente en la norma atacada sin que resultare in- 
conciliable lo en ella previsto con el concepto de “retiro 
adecuado” previsto en la Carta». 


Este tema va a seguir analizándose en la Cámara de 
Representantes, ya que esta es la primera cámara. No qui- 
tamos valor a los exponentes de alto nivel jurídico que 
concurrieron a la Comisión de Defensa Nacional y a la Co- 
misión de Hacienda, —-como lo hemos podido observat—, 
nia los informes que hemos recibido de la UdelaR y de la 
Universidad Católica del Uruguay, pero no tenemos más 
remedio, en la creencia de que el proyecto es constitucio- 
nal, que traer a colación este asunto. 


Me parece que quienes llegaron a la comisión deberían 
haber tenido, por lo menos, alguna coherencia intelectual y 
jurídica porque el gran constitucionalista que patrocina a 
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los retirados militares es el que representó a quienes plan- 
tearon la demanda de inconstitucionalidad en el 2008. Por lo 
tanto, se tenía conocimiento de este trabajo de los servicios 
jurídicos del Poder Legislativo, pero quizás se traspapeló y 
por eso lo traje a colación. Me parece que es un documento 
invalorable para probar, oportunamente, la constituciona- 
lidad del proyecto de ley. En definitiva, en la otra cámara 
se discutirá con estos argumentos que hemos planteado, 
y pondremos a disposición de la comisión respectiva este 
documento de la asesoría letrada del Poder Legislativo. 


Por todo esto sostengo —a diferencia de lo que se ha 
dicho en sala— que el proyecto es perfectamente consti- 
tucional. Por supuesto que el tema, en función de lo que 
hemos conocido a nivel periodístico, quedará en manos de 
la Suprema Corte de Justicia. En esa instancia no podemos 
manejarlo. Este organismo actúa, en cada circunstancia, 
de acuerdo a sus valoraciones y a las mayorías que existan 
para cada una de ellas, como ya ha sucedido. 


Consideré que era importante traer a sala estos argu- 
mentos para que nuestra bancada sintiera la total tranqui- 
lidad de que sosteniendo la constitucionalidad plena de lo 
que se ha dicho, estamos en un camino correcto y justo. 
Quedaremos expectantes de los pasos que se den con el 
proyecto de ley y, ni que hablar, sujetos al imperio de la 
Constitución, que es la que marca a ese gran tribunal de 
alzada que son los jueces de la nación. 


Es cuanto quería manifestar. 


10) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase una solicitud de li- 
cencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 29 de noviembre de 2017 


Señora presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 
Presente 


De mi mayor consideración. 

A través de la presente solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1.* de la Ley n.* 17827, del 
28 de setiembre de 2004, por motivos personales, por el 
día 29 de noviembre del corriente, y se convoque al su- 
plente respectivo. 


Sin otro particular, saludo muy atentamente 


Álvaro Delgado. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede 
la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Alejandro Draper y Mer- 
cedes Antía han presentado nota de desistimiento infor- 
mando que por esta vez no aceptan la convocatoria a inte- 
grar el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Jorge 
Saravia, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


11) SERVICIO DE RETIROS Y PENSIONES DE 
LAS FUERZAS ARMADAS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Continuando con la discu- 
sión del tema, tiene la palabra el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: después de esta 
larga discusión quedan muy pocas cosas para decir; algo 
más sí, pero no mucho más. 


Hemos escuchado con atención la intervención del se- 
nador Martínez Huelmo sobre la constitucionalidad y la 
visión, según él, de los servicios jurídicos. Nosotros te- 
nemos otros informes de la comisión, pero el tema lo va a 
laudar la Suprema Corte de Justicia. 


Creo que no da para seguir discutiendo porque no so- 
mos nosotros quienes definimos la constitucionalidad o no 
del proyecto. Podemos advertir y decir que para nosotros 
es inconstitucional, pero este tema seguirá un proceso que 
va a terminar en la Suprema Corte de Justicia y ahí vere- 
mos si tienen razón los servicios jurídicos del Parlamento 
—que mencionó el senador Martínez Huelmo-—, la cátedra 
de la Universidad Católica del Uruguay o el doctor Gon- 
zalo Aguirre. No agrega más a la discusión. 


Queremos advertir —quizá no con un tono de enfren- 
tamiento, sino de reflexión— que con el impuesto que se 
quiere aplicar a las jubilaciones de los retirados y pensio- 
nistas militares se está cometiendo una clara injusticia, lo 
que quedó demostrado en las intervenciones de los dis- 
tintos señores senadores que han hecho uso de la palabra. 
Hablamos de injusticia porque hubo quienes no adminis- 
traron bien, porque si lo hubieran hecho correctamente, no 
habríamos llegado a esta situación deficitaria, a este ajuste 
fiscal que implica rascar en el fondo de la lata —como se 
dice comúnmente— y llegar a los retirados militares como 
un coto de caza. Esto se quiere presentar como un gran 
privilegio que tienen los militares en nuestra sociedad. 
Hago mías todas las palabras que varios señores senado- 
res han vertido en la mañana y en la tarde de hoy, pero en 
especial quiero hacer hincapié en una reflexión que hizo el 
señor senador García al respecto, que a mi juicio no tuvo 
respuesta ni la tendrá en lo que resta de la sesión de hoy. 
¿Acá estamos hablando de un sistema previsional como 
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los que comúnmente tenemos? No. No estamos hablando 
de eso; no puede equipararse esta situación con la del BPS, 
con la de la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias ni 
con la de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesio- 
nales Universitarios, porque ninguna de esas instituciones 
limita los activos. 


Tanto por exigencia del presupuesto como por man- 
dato de la Constitución de la república, tenemos que es- 
tablecer el número de activos que va a haber, y ese límite 
ha venido reduciéndose a lo largo de los años. El señor 
senador García preguntó —acertadamente, aunque sin res- 
puesta—: ¿hay alguien que propone nombrar más milita- 
res? No. ¿Hay alguien que propone aumentar el salario de 
los efectivos? Tampoco. Sí ha ocurrido que en las etapas 
de rendición de cuentas y de presupuesto los aumentos se 
han financiado con vacantes. Insisto: los pocos aumentos 
—pocos, muy pocos— que ha tenido el personal de las Fuer- 
zas Armadas, tanto la oficialidad como el personal subal- 
terno —sobre todo, este último—, se han financiado con la 
eliminación de vacantes. Ahí está uno de los culpables de 
esta situación. El hecho de no tener recursos o de no contar 
con la voluntad política de aumentar los salarios paupérri- 
mos, desastrosos, de $ 14.000 y $ 15.000 —repito: $ 14.000 
y $ 15.000; adviértase que con la financiación de la elimi- 
nación de vacantes se llegó a este nivel de salarios, ¡a este 
nivel de salarios!-, nos tiene que llevar, señora presidenta, 
por lo menos a reflexionar. ¿Es el Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas el culpable de esta si- 
tuación? ¿Es la mala administración? ¡No! El sistema po- 
lítico y los sucesivos Gobiernos, por la vía de los hechos 
—no en forma directa sino indirecta—, han generado esta 
situación deficitaria que, como muy bien decía el señor se- 
nador García, viene siendo asistida por el Gobierno central 
desde 1918. Lo que estoy haciendo es subrayar estas cosas. 
¡Desde 1918 el Estado uruguayo viene financiando el Ser- 
vicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas! Y 
agrego: el sistema previsional uruguayo nace en la época 
del Gobierno de Oribe a partir de retiros militares. Insisto: 
en el primer Gobierno de don Manuel Oribe surge el siste- 
ma de retiros militares, y en ese momento nace el sistema 
previsional de nuestro país. 


Se han hecho preguntas que no fueron respondidas, 
pero se ha dicho que la finalidad no es estigmatizar a las 
Fuerzas Armadas. Hoy quedó muy claro que es un afán 
equivocado condenable de revanchismo a una institución 
que no es culpable de los hombres que en el pasado pudie- 
ron haberle errado o, mejor dicho, le erraron. Desde mi 
punto de vista, trasladar ese rencor a la institución militar 
y alos retirados militares es totalmente condenable, ya no 
es una discrepancia. Agrega el señor senador García —esto 
tampoco fue respondido y a mi entender es de especial 
importancia— que muchos voceros que votan este proyecto 
de ley, hablando de jubilaciones altas de retirados milita- 
res, se refirieron a veintisiete casos que se repararon por la 
persecución con leyes que fueron aprobadas en este Parla- 
mento. ¡Eso ocurrió acá! 


29 de noviembre de 2017 


Me llama la atención que no en todos los partidos 
políticos exista esta misma sensibilidad cuando se habla 
del soldado. ¿Por qué digo esto? Porque estoy cansado de 
escuchar ciertas cosas. Precisamente ayer un senador del 
oficialismo —creo que fue el señor senador Otheguy que 
le contestó algo al señor senador Bordaberry-— habló de la 
reivindicación, de la defensa de su fuerza política, de la 
defensa de los intereses de los trabajadores, de tratar de 
igualar la sociedad y de que se buscaran caminos diferen- 
tes; palabras más, palabras menos, hablaba del compromi- 
so de su fuerza política con los pobres. ¿Y si los pobres son 
militares? ¿En ese caso no? ¿El compromiso es con otros 
pobres? Según las cifras que dio el señor senador García, 
el 50 % del personal subalterno está en situación de po- 
breza. ¿Estos pobres no son pobres porque son militares? 


El señor senador García me decía fuera de sala que 
según un informe que tiene de las Fuerzas Armadas, el 
principal motivo de las dos terceras partes del personal 
subalterno que va a las misiones en el exterior —pagadas 
por las Naciones Unidas— es para pagar los endeudamien- 
tos personales y familiares que tienen. Tanto no les da para 
vivir que generan un endeudamiento que muchas veces 
los lleva a que quizás quienes no quieren apartarse de su 
familia se ven obligados a hacerlo para recibir una retribu- 
ción que les permita equilibrar sus propias cuentas. ¿Y qué 
dice el Frente Amplio? «No a las misiones de las Naciones 
Unidas», quiso el retiro de las Fuerzas Armadas de las mi- 
siones de paz de las Naciones Unidas. Da la sensación de 
que los estuviéramos cercando, dejando sin salida. En el 
caso de los sueldos más bajos —¡que son una vergilenza en 
la Administración!—, no he visto a ningún legislador del 
Frente Amplio ni he escuchado una sola voz a lo largo de 
estos años, desde la reapertura democrática hasta ahora, 
rasgarse las vestiduras por los sueldos que pagamos a los 
soldados. Nunca los vi preocupados por eso. En otra rama 
sí. Pareciera que estos pobres no fueran uruguayos... ¿No 
viven en nuestros barrios más pobres de todo el país, en 
Montevideo y en el interior? 


Este impuesto, señora presidenta, va a generar una re- 
acción dentro de las Fuerzas Armadas, lamentablemente. 
Va a haber mucha gente que se va a ir porque el único 
atractivo que tenía —el único que tenía— no era el sueldo 
que estaban percibiendo sino la posibilidad de tener un 
complemento de jubilación, no digo que importante ni que 
les resolviera su vida, pero que más menos les podía mejo- 
rar los ingresos que tuvieron ¡durante años! en los que ga- 
naron muy poco o casi nada, para poder tener ese premio 
cuando estamos en esa situación de retiro. 


Señora presidenta: acá no se está dando la discusión 
que teníamos que tener cuando se planteó el tema en pri- 
mera instancia, es decir, qué Fuerzas Armadas queremos. 
Nadie va a negar que hoy la expectativa de vida es mayor 
para todos, pero asumo muchas de las reflexiones que ha- 
cía el senador García en cuanto a la responsabilidad de te- 
ner gente de edad avanzada cumpliendo misiones y mane- 
jando vehículos militares de alto costo para nuestro tesoro 
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nacional sin tener la edad, la velocidad y la energía sufi- 
cientes como para poder garantizar que ese material, ese 
armamento, esa lancha o ese avión están bien conducidos. 


Naturalmente que lo tenemos que hablar. Hemos teni- 
do que hablar de la situación de las jubilaciones en nuestro 
país y hemos cambiado el sistema de las AFAP; el sistema 
mixto —que sigue— ha sido una solución, a pesar de que 
en estos días, lamentablemente, hemos escuchado comen- 
tarios del señor ministro de Trabajo y Seguridad Social 
totalmente rechazables, culpando de la situación de los 
cincuentones a quienes en definitiva quisimos ayudar a 
financiar un sistema que se caía, que implosionaba y, de 
alguna manera, a futuro era una situación de riesgo. Y he- 
mos podido generar un sistema de ahorro que bien lo usa 
el Gobierno y el señor ministro de Economía y Finanzas 
cuando emite bonos y papeles del Estado, ya que muchas 
veces el 90 % de los papeles del Estado son comprados por 
estas empresas que generan un ahorro privado y, por lo 
tanto, un complemento de la jubilación. Pero no se trata de 
hablar de la edad. Sabemos que tenemos un problema de- 
mográfico importante, pero a nuestro juicio no es así como 
tiene que verse el sistema de retiros y pensiones militares. 
Nosotros, este Parlamento es culpable de la situación en 
que se encuentra ese servicio militar. Todos los partidos 
son responsables, porque los aumentos salariales en todos 
los Gobiernos se financiaban con el ahorro de vacantes 
—algo que hubo en todos los Gobiernos—, y eso fue votado 
por todos los partidos. Y quienes están en el Gobierno, 
cuando eran oposición, también lo votaban, porque signi- 
ficaba bajar el número de efectivos militares y lo que este 
pesa en el porcentaje del presupuesto. 


SEÑOR SARAVIA.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR SARAVIA.- Para aportar algo a lo que dijeron 
mis compañeros, creo que, lamentablemente, este debate 
que el Gobierno inicia con este impuesto discriminatorio 
e injusto trae problemas realmente graves, más allá de los 
que se han agregado a las Fuerzas Armadas con el des- 
mantelamiento continuo y permanente de su aparato de 
apoyo militar para la defensa nacional. No se puede hablar 
de «impuesto sí» o «impuesto no». No hay que olvidarse 
de que este debate no puede estar fuera de la visión es- 
tratégica de que las Fuerzas Armadas son parte de la co- 
lumna vertebral del Estado-nación. Sin embargo, se da un 
desmantelamiento permanente de las Fuerzas Armadas; la 
Marina totalmente paralizada con el control del espacio 
marítimo y la ampliación a las más de 350 millas genera 
una pérdida importante de soberanía nacional y de recur- 
sos estratégicos nacionales. Asimismo, en el espacio aéreo 
no tenemos interceptores supersónicos, por lo tanto, todo 
lo que pasa por arriba, más allá de los controles del radar, 
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pasa, y la frontera queda totalmente desprovista. En algún 
momento se le planteó a la propia izquierda —yo mismo lo 
incluí en algún proyecto de ley— el control del espacio de 
veinte kilómetros de frontera con despliegue militar terri- 
torial para combatir el narcotráfico y el crimen organiza- 
do, pero no quieren sacar a los militares de los cuarteles ni 
quieren hacer patrullaje rural, que está en la Ley Orgánica 
Militar. Si bien se había iniciado un buen camino en el 
primer período de gobierno del doctor Vázquez con la Ley 
de Defensa Nacional, que marcaba la ruta de las reformas 
de las leyes orgánicas —y con eso se armaría la nueva pirá- 
mide de las Fuerzas Armadas y a partir de ahí tocaríamos 
el sistema de servicios y pensiones—, ahora comenzamos 
al revés: tratando un impuesto que es injusto, inconstitu- 
cional y que ataca no solo a esas supuestas jubilaciones 
de privilegio —¡qué jubilaciones de privilegio!; eso es una 
reverenda mentira—, sino a todas las Fuerzas Armadas. 


Aunque estaba escuchando el debate, no sé si alguien 
dijo algo que quiero explicar. El 50 % de los soldados y 
marinos —como bien señaló algún senador— tienen ingre- 
sos promediales de $ 16.000. El 60 % de los soldados y 
marineros viven bajo la línea de pobreza. El 20 % de los 
soldados y marineros está en situación de indigencia. Hay 
un gran porcentaje que vive en asentamientos irregulares. 
Es más, con el exministro Fernández Huidobro —hoy des- 
aparecido— hicimos trámites y tomó la decisión de llevar 
el Regimiento n.? 9 para Santa Clara de Olimar; bienveni- 
da sea esa decisión, porque la mitad de la tropa vivía en 
un asentamiento muy complicado donde pasaban muchas 
cosas. Por lo menos se les dio vivienda y se los llevó al 
interior, y la verdad es que hacen otra vida. El 30 % de 
los oficiales no tienen vivienda propia y tienen que ir a las 
misiones de paz. El militar que decide iniciar su carrera 
en las Fuerzas Armadas sabe los riesgos que corre, y sabe 
que hoy en el Congo una parte de nuestra tropa está en 
una zona de sierra muy peligrosa en la que, realmente, ha 
habido situaciones muy complicadas. 


¿Por qué afecta este impuesto a todas las Fuerzas Ar- 
madas? ¡Porque afecta al personal! ¡No es cierto que no 
afecta al personal! ¡No es cierto que afecta solo a los que 
están arriba! A las Fuerzas Armadas, desde sus comien- 
zos, y a la organización militar de las reformas de la Ley 
Orgánica Militar, se les aplicaron preceptivamente tres 
impuestos que son fundamentales, preceptivos y obligato- 
rios; que son solidarios, intergeneracionales, que les per- 
miten a los soldados tener la sanidad que tienen. Si no, con 
esos salarios, realmente no tenían posibilidades de tener 
una atención sanitaria digna. Hoy día aquellos soldados 
con sueldos por encima de $ 8000 pagan $ 83, y los cabos 
y soldados de primera pagan $ 350 por su cobertura de 
salud. ¿Por qué sucede esto? ¡Porque quienes tienen cin- 
co bases de prestaciones y contribuciones pagan $ 5000 
por mes!, y eso se reparte. Justamente, esto va a afectar 
directamente a los que tienen cinco bases de prestaciones 
y contribuciones, que son los que financian la sanidad y 
la salud de los soldados que están en la indigencia y en la 
pobreza. 
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Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el sena- 
dor Heber. 


SEÑOR HEBER.- Fue muy clara la interrupción del 
señor senador Saravia. Con esto estamos generando una 
penalización a todos los militares en actividad porque, de 
alguna manera, este impuesto va a pegar en la sanidad mi- 
litar. 


Señora presidenta: nosotros estamos en contra de todo 
impuesto a jubilaciones y retiros militares, así como a ju- 
bilaciones civiles, pues no nos parece que sea ese sector de 
la sociedad el que tenga que hacer el esfuerzo. Aquellos 
que se rasgan las vestiduras diciendo que son los represen- 
tantes de la lucha contra las injusticias, están cometiendo 
la peor de las injusticias con aquellos que no tienen ener- 
gía ni fuerza para buscar otro tipo de trabajo. Han trabaja- 
do toda su vida y tienen derecho a estar en paz en su vejez. 
Esto debe garantizarlo el Estado, en función de lo que han 
aportado toda su vida, sea mucho o poco, y es válido para 
los jubilados del Banco de Previsión Social, para los de la 
caja profesional, para los bancarios y para los militares. 
La peor de las injusticias que puede cometer una sociedad 
hacia quien no tiene la posibilidad de trabajar porque al- 
canzó una edad avanzada, es retacearle sus ingresos y que 
vea reducido su nivel de vida porque no tiene otra oportu- 
nidad. Todos sabemos que en estas sociedades modernas 
aquellos que pasan los cincuenta años tienen problemas 
para conseguir trabajo y peor si está jubilado. ¿Cómo pue- 
de ser, señora presidenta, que quien se arroga el mono- 
polio de la defensa de los más excluidos, castigue a los 
excluidos? ¿Cómo puede ser que el Frente Amplio venga 
hoy a gravar aún más a una población que no está en con- 
diciones de hacerle frente y mantener su vida dignamente? 


Consideramos este tema en su debida dimensión, pues 
el Partido Nacional no tiene odio de clase ni odio insti- 
tucional. Combatimos la Dictadura como nadie y nadie 
podrá decir que combatió la Dictadura más que el Parti- 
do Nacional; igual, puede ser: lo puedo llegar a admitir, y 
hasta por ahí nomás. 


¡¿Pero qué tiene que ver el combate contra la dictadura 
militar, que fue un exceso de una noche negra que vivió 
el Uruguay, con hacer culpables a los militares de hoy de 
lo que sucedió ayer?! ¿Cuál es el argumento que se pue- 
de endilgar a los jóvenes militares de hoy para que deban 
pagar por lo que hicieron otros en el pasado, y mal? Ellos 
hacen bien hoy. 


El senador Martínez Huelmo decía que las Fuerzas 
Armadas tienen que recuperar la confianza del pueblo 
uruguayo. Lamento decir a los señores senadores y a todo 
el sistema político que en la evaluación de las encuestas 
que hoy se hacen por todas las mediciones, los militares 
están muchísimo más considerados que los políticos por 
parte del pueblo uruguayo. Se ha dicho que aquellos que 
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no queremos que se pongan impuestos a los retiros milita- 
res estaríamos haciendo una apología de la violencia. Me 
pregunto si todavía no se han dado cuenta de que vivimos 
en una sociedad muy violenta, en la que lamentablemen- 
te vemos a muchos uruguayos pidiendo que las Fuerzas 
Armadas patrullen porque quieren vivir en paz y no se 
sienten defendidos por el Estado. Eso me preocupa, señora 
presidenta. Me preocupa que haya tantos uruguayos que 
hoy estén pidiendo que las Fuerzas Armadas patrullen las 
calles de nuestro país para dar garantías y tranquilidad a 
esta sociedad. Hay manifestaciones con mucha gente que 
reclama esto. Veo que algunas senadoras me miran con 
cara de asombro, se ve que no prenden la televisión y no 
escuchan lo que se dice. Ha habido manifestaciones en el 
interior como nunca se ha visto en la vida, reclamando 
seguridad y pidiendo que vengan las Fuerzas Armadas a 
patrullar. Sobre ese tema no hemos presentado ninguna 
Iniciativa, pero hay que mirar esas señales. A aquellos que 
dicen que hay que recuperar la confianza en las Fuerzas 
Armadas, les digo que hay que mirarse al espejo para re- 
cuperar la confianza en nosotros, que está caída. 


A las Fuerzas Armadas las vimos batallar como a na- 
die; junto a los senadores Lacalle Pou, Delgado y García 
viajamos al interior cuando ocurrió la inundación y tuvi- 
mos la oportunidad de ver actos de heroísmo de esas fuer- 
zas, ayudando a la gente con un sentido compromiso con 
el pueblo uruguayo. Yo vi eso, señora presidenta. 


SEÑOR GARCÍA.- Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR GARCÍA.- Formulo moción para que se pro- 
rrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑORA PRESIDENTE - Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR HEBER.- Hay senadores que me han solicita- 
do una interrupción y aclaro que voy a concederlas, pero 
quiero redondear esta reflexión. 


Todavía hay senadores y senadoras que sostienen que 
no deberíamos tener Fuerzas Armadas, y eso es increíble. 
Quizás ese sea el debate que debamos abordar, pregun- 
tándonos qué Fuerzas Armadas queremos. Ellas natural- 
mente tendrán las consecuencias de nuestras decisiones. 
Si mañana decimos que tiene que haber más militares, eso 
repercutirá en la caja militar; y si mañana decimos que 
debemos tener menos militares, pero más tecnificados y 
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preparados, también habrá una consecuencia en la caja 
militar, pero son nuestras decisiones. Entonces, no culpe- 
mos a las Fuerzas Armadas ni a las decisiones que en el 
pasado todos tomamos. 


Me parecen muy importantes estas reflexiones porque 
parecería que el punto de discusión tiene que ver con nú- 
meros, pasando a ser una visión economicista de la reali- 
dad, y yo no esperaba que se hiciera por parte de quien la 
realizó. Se trata de una visión economicista, neoliberal, 
de la situación de la Caja Militar, sin tener en cuenta el 
rol que las Fuerzas Armadas cumplen en la sociedad. Son 
pueblo uruguayo, y quienes quieren votar esto no las tra- 
tan como tal. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: como 
siempre, el ruido de las palabras del senador Heber des- 
plertan mis pensamientos. Eso me lleva a leer de nuevo 
el proyecto de ley y a advertir las dudas que creo tuvieron 
los que redactaron esta norma. ¿Qué es esto que estamos 
poniendo? ¿Un impuesto, una tasa, una contribución? No 
lo dice el proyecto de ley, que establece: «Créase una pres- 
tación pecuniaria coactiva de asistencia al Servicio de Re- 
tiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas». En realidad, si 
nos remitimos a nuestro ordenamiento jurídico, el artículo 
10 del Código Tributario dice que una prestación pecunia- 
ria coactiva es un tributo. Y después los artículos 11, 12 
y 13 dicen que hay distintos tipos de tributo: el impuesto, 
la tasa y la contribución. ¿Qué es esto? ¿Es un impues- 
to? Podría ser si es con independencia de su destino, pero 
acá se dice que tiene un destino: el Servicio de Retiros y 
Pensiones de las Fuerzas Armadas. Entonces, podría ser 
una tasa, pero una tasa exige una actividad del Estado, 
de la Administración, hacia el contribuyente. Y ¿se la 
está brindando? No. ¿Es una contribución de la seguridad 
social? Tampoco, porque no responde a un trabajo, a una 
prestación de ese tipo. ¿Qué es esto? A mi juicio, jurídica- 
mente, es una rebaja de la jubilación lisa y llana, y como 
no pudieron llamarlo impuesto, tasa, ni contribución, le 
pusieron prestación pecuniaria y allá vamos. En realidad, 
una rebaja de sueldo lisa y llana sí que es inconstitucional. 
Me pregunto por qué no lo llamaron «impuesto», si di- 
cen que lo es. ¿Por qué lo llaman «prestación pecuniaria» 
en el artículo 1.? y siguientes y «tributo transitorio» en el 
artículo 7.%? 


A mí me parece que esta redacción poco precisa y poco 
clara en la que se utiliza la expresión «prestación pecunia- 
ria coactiva», que hace honor a la larga tradición del ofi- 
cialismo de poner nombre a las cosas —el otro día creo que 
se estaba hablando de la alimentación y se ponía un título 
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que no se podía creer—, está indicando las propias dudas 
que tiene el Poder Ejecutivo sobre la constitucionalidad de 
esto que propone. 


Muchas gracias, señor senador y señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Heber. 


SEÑOR HEBER. .- En estos años en que he representa- 
do al Partido Nacional en la presidencia del directorio, he 
tenido que hablar muchas veces con jerarcas, y en el caso 
del Ministerio de Defensa Nacional, con don Eleuterio 
Fernández Huidobro. No puedo —sobre todo porque sería 
de muy mal gusto— comentar conversaciones de carácter 
particular que tuve con el entonces ministro de Defensa 
Nacional. No era amigo de don Eleuterio y con él tuvimos 
fuertes debates en esta sala, pero puedo decir que cuando 
en mi carácter de representante del Partido Nacional fui a 
su despacho, me quedé allí durante varias horas y no los 
diez o quince minutos que pensaba estar para conversar 
sobre un tema que le preocupaba al partido y que me en- 
comendaba plantear. Así pues, pasé horas en su despacho 
en el Ministerio de Defensa Nacional, teniendo la sensa- 
ción de que tenía enfrente a un ministro que había enten- 
dido a las Fuerzas Armadas, que las había comprendido, 
y todos sabemos su historial, señora presidenta. Me da la 
sensación de que este impuesto no hubiera llegado al Par- 
lamento si él aún estuviera con vida. Tengo esa certeza, 
esa sensación, por lo que particularmente pude conversar 
con él. Todos sabemos que existieron enfrentamientos en 
el propio Gobierno por la visión diferente que se tenía so- 
bre el rol de las Fuerzas Armadas, y hubo una actitud muy 
militante de parte de Eleuterio Fernández Huidobro contra 
las intenciones de generar la guardia nacional. Lamenta- 
blemente, después de su desaparición física esa tesis ha 
avanzado en este Gobierno; sin embargo, estoy seguro de 
que eso no hubiera sucedido si él estuviera, por la visión 
que el exsenador y exministro Fernández Huidobro tenía 
sobre el rol de las Fuerzas Armadas. Creo que él chocó 
mucho más con su fuerza política que con el resto, y vimos 
los choques; es más, se sintió el ruido de los choques por 
las diferentes visiones. Y esa ausencia ha llevado a que 
aflorara en el Frente Amplio ese sentimiento revanchista 
del que se ha hablado hoy. 


Este es un símbolo —creo que esa fue la palabra utili- 
zada— de castigo por ser militares. Parecería que en vez de 
tener el honor de ser soldados de la patria y de defender 
nuestros valores y a nuestro pueblo, hoy en día eso se ha 
revertido para ser motivo de castigo. Este es un castigo 
para quienes sirvieron a la patria en el pasado. 


Por lo tanto, señora presidenta, estamos frontalmente 
en contra de este proyecto de ley; frontalmente en contra. 
Y nos parece muy equivocado que el Gobierno plantee 
esto como un impuesto y no como la discusión que cons- 
titucionalmente se debe dar en este Parlamento sobre la 
misión que tienen las Fuerzas Armadas ante las hipótesis 
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de conflicto que aparecen. ¿Qué Fuerzas Armadas preci- 
samos? ¿Qué dotación les vamos a dar? ¿Qué equipamien- 
to les vamos a brindar? ¿Qué instrucción? 


Hoy precisamos mejores Fuerzas Armadas. No sé si 
más o menos. No lo sé, porque no soy especialista en el 
tema. De todos modos, creo en el análisis que ellos mis- 
mos pueden hacer sobre las hipótesis de conflicto y la 
forma en que nos tenemos que preparar para ello, pues 
los conflictos no son los de la década de los sesenta. Hoy 
hay guerras informáticas; hay otro tipo de batallas donde 
debemos tener una defensa nacional y cuidarnos. Debe- 
mos defender nuestro mar, nuestro espacio aéreo, nuestro 
territorio, nuestras cabezas, nuestro pueblo, nuestra infor- 
mación. Hoy es tan importante defender la tierra, el aire o 
el mar, como defender nuestros bancos de datos, nuestros 
informes sobre quiénes somos, qué queremos, qué acos- 
tumbramos, qué comemos y qué pensamos. 


Señora presidenta: estamos en otra era y necesitamos 
contar con mejores Fuerzas Armadas, pero castigarlas 
porque tienen charreteras, creo que no es el camino y 
prueba una vez más que esta fuerza política no está capa- 
citada para conducirlas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR PINTADO.- Capaz que el ruido del que ha- 
blaba el señor senador Bordaberry, ese ruido maniqueo y 
caricaturista, también es responsable de que estemos ante 
la consideración ciudadana como estamos. 


Creo que puede discreparse con las cosas que hace- 
mos y ni que hablar que podemos discrepar con el pue- 
blo que nos ha considerado capaces, durante tres períodos 
consecutivos, de conducir los destinos del país, pero de 
ahí a decir que estamos movidos por el odio y la revancha 
cuando simultáneamente se reconoce la acción en sentido 
contrario de quien hoy no está entre nosotros y fue parte 
fundamental de los Gobiernos del Frente Amplio, es un 
poco contradictorio. Además, da la idea de que en estos 
12 años —de los 33 de recuperación democrática— vinimos 
y, ¡pum!, bajamos de un plumazo los excelentes salarios 
de miles de dólares que ganaban los soldados; o de que 
los Gobiernos blancos y colorados los atendían, les daban 
prioridad, les daban vivienda, les daban un presupuesto 
enorme; o de que durante veinte años —no sé por culpa de 
quién— no discutimos el rol que tienen las Fuerzas Arma- 
das, que personalmente creo que sí debemos discutirlo y 
que intentamos discutir con la Ley Orgánica Militar de las 
Fuerzas Armadas. 
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Por lo tanto, este es un impuesto, una contribución, o 
como quieran llamarlo; no soy técnico en esto. Son recur- 
sos que se necesitan para colaborar con la financiación de 
los retiros. Es sobre eso que estamos discutiendo, y no so- 
bre odio o revanchas. 


Acá se habla del equipamiento, como si el de antes de 
2005 hubiera sido de última generación; después de los 
yanquis, los rusos y los chinos, el que tenía todo lo mejor 
era nuestro país, y vinimos nosotros y lo cambiamos por 
uno más viejo. ¡Vamos! Algo renovamos nosotros de los 
equipamientos vetustos que había. Hicimos lo mismo que 
los demás: lo que se podía de acuerdo con los recursos 
que se tenían. No voy a caer en el pecado de ser maniqueo 
—que es lo que critico de los demás— ni de caricaturizar. 


Con las tesis que se están manejando acá, se podría de- 
cir que la reforma jubilatoria de 1996, que voté en contra, 
fue un acto de revanchismo contra la clase trabajadora, 
contra los trabajadores más humildes. ¡No arranquemos 
para ese lado! ¡Nunca dijimos eso! ¡Ni en el colmo de 
nuestra ira opositora hablamos de una revancha contra la 
clase obrera que ganaba y sigue ganando poco! ¿Ustedes 
creen que los soldados son los únicos que ganan poco en 
el país? Queremos que todos ganen bien: los soldados y los 
no soldados. Nosotros no dividimos el mundo entre milita- 
res y no miliares. No tenemos odio de clases; sabemos que 
hay lucha de clases, que es distinto. Como decía un viejo 
camarada sindicalista, la lucha de clases no se detiene en 
la puerta de los cuarteles. Ahora bien, no estamos en esa 
discusión; estamos tímidamente —de una forma con la que 
la oposición discrepa— tratando de obtener recursos para 
financiar cosas en las que el dinero no alcanza. ¡Tan difícil 
y complicado como eso! Lo demás es pura caricatura. 


Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Pido la palabra para 
contestar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señora presidenta: 
no dije lo que el senador Heber dice que dije, aunque pa- 
rezca un juego de palabras. Lo único que hice fue dar una 
perspectiva histórica y constructiva; lo ratifico, y está en 
la versión taquigráfica. 


Sí rechazo que se pretenda invalidar las exposiciones 
de la bancada del Frente Amplio asignándoles valoracio- 
nes de vileza, de maldad o de vicio; esa no la llevo, y pun- 
to. Reitero: nuestras exposiciones son las que son, y el que 
quiera asignarles esas valoraciones está profundamente 
equivocado. No se puede transformar alegatos que hace- 
mos de manera impersonal en señalamientos a Juan o a 
Pedro, porque eso son alusiones. Eso sí que son alusiones 
y esas cosas no salen gratis. Nosotros respetamos a todos 
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los senadores acá adentro, pero exigimos el mismo respeto 
y que no se pase de la línea. 


Gracias, señora presidenta. 
SEÑOR RAMOS. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR RAMOS.- Señora presidenta: creo que soy el 
último expositor. Voy a ser muy breve, inclusive por res- 
peto a quienes me han precedido en el uso de la palabra 
y vienen estudiando este tema desde hace mucho. Estoy 
ejerciendo una suplencia y no tengo los mismos funda- 
mentos y herramientas para el análisis. De cualquier ma- 
nera, el debate del día de hoy me ha parecido sumamente 
rico por los argumentos que se han presentado de un lado 
y de otro. 


Tengo que justificar el voto de mi partido, que va a ser 
el de no acompañar la propuesta del proyecto de ley, bási- 
camente en dos pilares: uno tiene que ver con los supues- 
tos o probables vicios de inconstitucionalidad y, el otro, 
con el hecho de que no constituye una reforma integral, es 
decir, una reforma que abarque no solamente lo que mani- 
festaba el señor senador Pintado en cuanto a los recursos 
que se requieren para cubrir un déficit, sino que también 
atienda la necesidad de tener una política más integral del 
Ministerio de Defensa Nacional y las Fuerzas Armadas. 
Trataremos de exponer muy brevemente las dos razones. 


En cuanto a los vicios de inconstitucionalidad, quiero 
decir lo siguiente. Escuché muy atentamente la exposición 
del senador Martínez Huelmo y la posición de los servicios 
jurídicos sobre la no inconstitucionalidad de las pensiones 
bancarias. Los artículos más fuertemente discutidos son 
el 8 y el 67 de la Constitución de la república, y es cierto 
que ahí podríamos entrar en un debate. Personalmente me 
inclino más por los dictámenes de las cátedras de la Uni- 
versidad Católica del Uruguay y de la Universidad de la 
República; conozco personalmente a María Elena Rocca, 
quien no solamente es docente de la Facultad de Derecho 
sino también de la Facultad de Ciencias Sociales. Sé que 
puede haber una controversia sobre el artículo 67 porque, 
por un lado, la doctrina ha validado más de una vez la do- 
ble imposición y, por otro, si uno se apega al texto, ve que 
dice que en caso de que se necesite asistencia financiera 
deberá estar proporcionado por el Estado. Entonces, ahí 
entramos en el terreno de las interpretaciones, y lo mismo 
ocurre con el artículo 8.”. 


Escuché muy atentamente cuando el senador Martínez 
Huelmo leía alguno de los informes justificando por qué 
no se estaría violando el principio de igualdad. El argu- 
mento fue que cuando se empieza a diferenciar por fran- 
jas, si el impuesto vale de la misma forma para la misma 
franja, no se estaría violando ese principio. Lo que pasa 
es que ahí entramos en el tema de si estamos en distintos 
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sistemas de retiros y pensiones, y se considera que cuando 
aplicamos un criterio distinto a los distintos sistemas no se 
estaría violando el principio de igualdad. Personalmente, 
considero que eso no es lo mismo que cuando se interpreta 
el tema de las franjas, y ahí creo que se estaría estirando 
excesivamente, pero no voy a polemizar en contra de los 
servicios jurídicos del Parlamento. Solamente quiero decir 
que aquí hay un tema de interpretaciones complejas. 


¿Por qué nosotros tenemos dudas sobre la constitucio- 
nalidad en base a los dictámenes que se han recibido? Creo 
que el intercambio argumentativo que se suscitó entre la 
senadora Moreira y el senador Bordaberry fue interesante 
y refería a lo siguiente: no es que el Parlamento está bajo 
la tutela de la Suprema Corte de Justicia para ver si algo 
es constitucional o no, sino que los tres poderes se deben 
regir por el principio de constitucionalidad. Esa tiene que 
ser la columna vertebral de todo el Estado, porque es el 
principio que pone límites a la política, desde el Parlamen- 
to, y también a los otros poderes. 


Creo que cuando en el Parlamento no promulgamos 
leyes que permitan albergar dudas razonables de inconsti- 
tucionalidad, estamos velando por la calidad institucional. 
No significa que estemos dejando que la Suprema Corte 
de Justicia nos diga qué tenemos que hacer. No; nosotros 
mismos nos autorregulamos y decimos: velando por la 
calidad institucional, cuando haya dudas muy razonables 
sobre esto no vamos a promulgar este tipo de leyes. Me 
parece importante porque de esta forma se evita también 
el creciente proceso de judicialización de las políticas pú- 
blicas. Por lo tanto, si queremos evitar procesos que en 
otros lados, como en Brasil, han avanzado muchísimo más 
que acá, tenemos que ser los primeros en velar por la cali- 
dad institucional. Por lo tanto, frente a los dictámenes de 
las cátedras, hay razones suficientes para no acompañar el 
proyecto de ley. 


En segundo lugar, y para terminar, me quiero referir al 
principio de integralidad. Como bien dijo la señora sena- 
dora Moreira, celebro que se estén discutiendo estos temas 
y que la ciudadanía conozca más sobre el sistema de pen- 
siones y retiros. Creo que todo apunta, no a estigmatizar, 
sino a conocer mejor un sistema que tiene desequilibrios, 
que hay que corregir aunque puedan estar justificados. 
Hoy, incluso, se debatió hasta dónde incide el riesgo de la 
profesión para justificar distintos tipos de regímenes. De 
cualquier manera, creo que soluciones de este tipo tienen 
que ser integrales y no soluciones fiscales o de caja. No va- 
mos a avanzar en principios de mayor igualdad a partir de 
soluciones fiscales ad hoc. Además, van a tener un plazo 
determinado, más allá de que inicialmente se preveía que 
no fuera así, pero con más razón creo que hoy deberíamos 
haber discutido sobre una verdadera transformación del 
sistema en su conjunto. Por diversas razones, el país y el 
sistema político no impulsaron esa transformación luego 
de la restauración democrática. La institucionalidad de- 
mocrática estaba en un estado muy embrionario y había 
que cuidarla, pero hoy en día ya tenemos una madurez 
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institucional como para haber estado discutiendo hoy qué 
tipo de Fuerzas Armadas queremos; cuál es la proporción 
entre salarios e inversiones que debe haber; cómo puede 
ser financiable —o no— a través de los salarios, el número 
y el tipo de efectivos, o si deberá seguir siendo a pérdida 
por un tiempo determinado, o lo que la sociedad, la ciu- 
dadanía y el sistema político resuelvan en definitiva. Son 
las verdaderas discusiones de fondo que deberíamos haber 
dado hoy. 


En definitiva, no voy a decir nada nuevo sobre lo que 
pienso. Tradicionalmente, no podemos escapar a las refor- 
mas estructurales que me hubiera gustado que, a partir de 
2005, se hubieran llevado a cabo. No estoy diciendo que 
no se haya hecho nada ni que no se haya tratado de moder- 
nizar, pero es evidente que no se han realizado reformas 
estructurales o, por lo menos, no se han traído a la discu- 
sión del Parlamento con el tiempo suficiente como para 
consensuar un diálogo sobre defensa en el primer período 
de gobierno del Frente Amplio. Recordemos que hubo una 
ley de defensa, pero lamentablemente esto no se reflejó en 
una transformación del sistema que hubiera permitido que 
hoy en día estuviéramos hablando con mucha más integra- 
lidad. Como decía el señor senador Pintado, no le encuen- 
tren dos vueltas a esto porque contiene un tema fiscal, es 
tapar un agujero. 


Acabo de preguntar en la Asamblea General, a legisla- 
dores con mayor información que yo, cuánto estaría cos- 
tando el tema de los cincuentones y me contestaron que 
todavía no se sabe, que se habla de 3.700:000.000, pero 
que todavía se está discutiendo y que no se puede hablar 
de una cifra clara. 


Entonces, como decía, no se puede estar tapando un 
agujero, cerrando otro parcialmente, sino que tenemos que 
discutir estas cosas con más integralidad. 


En definitiva, son esos dos argumentos por los que no 
vamos a acompañar el proyecto: uno, los visos de incons- 
titucionalidad —tenemos que cuidar mucho la calidad insti- 
tucional-— y el otro, porque se requiere un tratamiento más 
integral del fenómeno. 


Muchas gracias. 
SEÑOR OTHEGUY.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR OTHEGUY.- Señora presidenta: no iba a ha- 
blar porque me parecía que se había dado cuenta de los 
temas centrales que involucran este debate, pero siempre 
escuchar al señor senador Heber nos motiva a intervenir. 


Voy a dejar para el final las respuestas a algunas de 
las referencias que hizo el señor senador porque estába- 
mos debatiendo una tasa, una contribución, un impuesto 
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—como se le quiera llamar— y terminamos discutiendo un 
conjunto de temas: la reforma —que no es el asunto que nos 
convoca, la estamos trabajando en la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social de la Cámara de Senadores 
pero, sin duda, hay elementos que debemos incorporar a 
este debate porque es pertinente hacerlo— el déficit fiscal, 
el ajuste y un montón de temas más. 


Quería, en definitiva, hacer algunas precisiones. El 
déficit fiscal tiene causas estructurales; la principal es lo 
que estamos discutiendo acá: la seguridad social y el peso 
cada vez mayor que ella tiene en nuestro país. ¡Esa es una 
de las causas estructurales del déficit, la más importante! 
Si nosotros queremos discutir de verdad, resolver —en un 
horizonte de corto o mediano plazo— la estabilización del 
déficit fiscal, ¡esto es lo que tenemos que debatir! Es inevi- 
table que el Uruguay discuta su seguridad social. ¡Se está 
discutiendo en el mundo! 


Por lo tanto, es pertinente que estemos discutiendo es- 
tos temas y les estemos dando prioridad. ¿Por qué estamos 
discutiendo esta tasa, la reforma del sistema de retiro mili- 
tar? Porque es lo que tiene que discutir el Uruguay. No va 
a pasar del próximo período de gobierno sin que estemos 
debatiendo todo el sistema previsional del Uruguay. ¡Va a 
ser inevitable tener que hacerlo! 


Un déficit fiscal del 3,5 % o del 3,8 % tampoco me hace 
temblar —también quiero decirlo— y el día que tratemos 
el déficit fiscal, podemos discutirlo. Japón tiene el 
4,2 %, España el 4,5 %, Estados Unidos el 4 %. Ni hablar 
si nos referimos al endeudamiento: la deuda de Japón es el 
238 % de su PBI y no tiene riesgo su grado inversor, pero 
no es lo que estamos discutiendo hoy. 


Claramente, la caja militar tiene un régimen que hay 
que revisar porque las transferencias son a todo el sistema, 
pero —hoy creo que la señora senadora Moreira hizo refe- 
rencia al tema— si tomamos en cuenta las transferencia por 
pasivo en el Banco de Previsión Social, veremos que son 
$ 50.000 por pasivo al año, en el caso de la Caja Policial 
$ 120.000 al año, y en el Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas, ¡$ 250.000 al año! ¡Se está pren- 
diendo una luz roja que hace que tengamos que discutir y 
buscar una respuesta lo más integral posible! ¡Sin duda! 
Pero que se jubilen a los 40, a los 55 o a los 60 años con 
una expectativa de vida de 77 años... ¡a todas luces tene- 
mos que reverlo! Y plantear qué discutimos primero y qué 
en segundo lugar termina siendo una discusión escolar, 
porque es evidente que tenemos que debatir estos asuntos. 
No me niego a discutir una ley orgánica de las Fuerzas 
Armadas —hay que hacerlo—, pero también tenemos que 
discutir y dar una respuesta lo más integral posible a este 
tema. No sé si la tasa es una contribución ni si es justa, 
pero sí sé que es necesaria. ¡Es necesaria! No me voy a 
poner a discutir la justeza; digo que es necesaria. ¿Por qué 
es necesaria? Porque esta reforma que vamos a discutir 
oportunamente establece un régimen de transición que es 
sumamente beneficioso y contempla la especificidad del 
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Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas. 
Es un sistema de transición que no tuvo ninguna otra caja. 
Cuando se discutió y se reformó la Caja Policial, la Caja 
de Jubilaciones y Pensiones Bancarias y el sistema general 
del Banco de Previsión Social no hubo contemplaciones: 
se reformaron. Acá hay una transición que va a tener un 
impacto. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción señor senador? 


SEÑOR OTHEGUY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SENOR BORDABERRY.- Señora presidenta: quiero 
coincidir en esto, pero quizás como uno no tiene aspira- 
ciones político-electorales puede decir algunas cosas que 
otros se cuidan de manifestar. 


No hay duda alguna respecto a que vamos a tener que 
subir la edad de retiro en el Uruguay. Podemos hacernos 
los distraídos o mirar para otro lado, pero debido a que 
hoy se vive más, a que la expectativa de vida es mayor, 
vamos a tener que subir la edad de retiro porque, sencilla- 
mente, son más las prestaciones de jubilaciones a servir, 
por mayor cantidad de años, y de algún lugar tienen que 
salir los recursos. Entonces, si hay mayor expectativa y 
mejor calidad de vida, también hay mayor capacidad para 
trabajar por más tiempo. Esa es la realidad. De otro modo, 
nos enfrentaremos a la caída del sistema jubilatorio, sin 
duda alguna. 


En fin, creo que esto hay que decirlo, hay que tener la 
valentía de hacerlo porque va a ser así. Y reitero, podemos 
hacernos los distraídos, pero vamos camino a eso. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Otheguy. 


SEÑOR OTHEGUY.- Señora presidenta: estos son te- 
mas trascendentes para la vida del país y tendremos que 
discutirlos. 


Cuando planteamos discutir la reforma de la caja mili- 
tar estamos debatiendo este tema. 


Si Uruguay hubiera abordado oportunamente esta re- 
estructuración que hoy nos ocupa —a partir de la reforma 
de 1996, cuando se discutió todo el sistema previsional 
que, como recordaremos, generó un efecto en cadena 
que implicó rever el resto de los sistemas previsionales 
del país—, probablemente hoy no estaríamos hablando de 
esta contribución ni del impuesto, y los contenidos de 
esta reforma serían otros. Reitero, si en el momento en 
que el país se dio este debate —cosa que tuvo que hacer 
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por imperio de la realidad— se hubiera incorporado este 
tema, probablemente hoy estaríamos discutiendo otra 
reforma y no un impuesto o una contribución especial. 
Pero no lo hicimos. Y también debemos ser conscientes 
de que no lo hicimos porque hubo muchas presiones para 
no hacerlo. 


Por lo tanto, creo que hay sobradas razones, de inte- 
rés nacional y de racionalidad, para estar discutiendo este 
tema y resolverlo del modo como lo estamos haciendo. Y 
aclaro que no me meto con el tema de la Justicia. 


En lo personal, me parece importante reflexionar sobre 
algunas cosas que se han dicho. 


Para mí no es una buena noticia que los políticos y 
los partidos políticos tengan una mala consideración a 
nivel de la ciudadanía. ¡No es una buena noticia! Creo 
que todos tendríamos que preocuparnos por descubrir el 
porqué. Probablemente existan factores de contexto cul- 
tural, de opinión pública, pero quizás también haya otros 
relacionados con cosas que hacemos nosotros mismos y 
que probablemente no estemos haciendo bien: la forma 
como debatimos, la prioridad que damos a los temas 
—cuáles son los prioritarios—, si brindamos respuestas de 
manera oportuna, si nos manejamos en forma eficiente y 
contundente cuando se presentan problemas de ética en 
integrantes de nuestros partidos, etcétera. En definitiva, 
todo —reitero: todo— es parte de la causa por la que la 
ciudadanía tiene una visión crítica de la política y de los 
políticos. Y es claro que esto le hace un enorme daño a 
la democracia. Por lo tanto, propongo que discutamos 
este tema con racionalidad y buscando cómo revertir, 
colectivamente, estas tendencias que no le hacen bien al 
Uruguay ni a la democracia. Me parece que este es un 
aspecto central. 


Cuando se reformó el sistema de previsión social en el 
Uruguay, no se consultó a nadie. A mí no me consultaron. 
Reitero, no se consultó a nadie. En aquel momento tenía 
26 años y simplemente me dijeron: «Usted aporta a una 
AFAP». Nadie me preguntó si quería o no. El Gobierno, 
el Parlamento y las autoridades resolvieron, como en casi 
todos los temas. Esta cuestión no es la excepción. El Par- 
lamento, que es el que tiene la potestad de legislar, va a dar 
un debate, y nosotros, como representantes nacionales, re- 
solveremos a conciencia, en base a nuestras convicciones 
y visiones. Creo que esto también debe ser precisado. 


Plantear que acá hay carga ideológica, revanchismo 
y animadversión hacia las Fuerzas Armadas es, por lo 
menos, ofensivo. Que haya sectores, o integrantes de los 
partidos políticos que tengan visiones de cierto corte o de 
cierto tipo con respecto a las Fuerzas Armadas es algo que 
sucede a nivel de todos los partidos. Acá hay precandida- 
tos de algunos partidos que plantean que se debe anular 
toda la agenda de derechos en la que avanzó el país du- 
rante estos últimos años, y no por ello le endilgo al partido 
político que ese sea su posicionamiento. 
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En este tema debemos ser bien claros. No hay ani- 
madversión ni carga ideológica alguna cuando discutimos 
este tema. ¡No la hay! Y aclaro que no confundimos lo 
que pasó en 1970, 1971 y 1973 con las actuales Fuerzas 
Armadas, que cumplen un rol muy importante. Sin duda, 
cuando llegue el momento de discutir esto, así lo haremos. 


En lo personal, trabajé durante un año, desde 2010 a 
2011, en el rediseño del Sistema Nacional de Emergencia, 
contratado por Naciones Unidas. Conozco perfectamen- 
te a las Fuerzas Armadas porque estuve en casi todos los 
cuarteles del país y sé del rol que ellas cumplen en la aten- 
ción de situaciones de emergencia y de desastre, pero aquí 
no estamos discutiendo ese tema. Entonces, que se nos 
digan las cosas que se han manifestado nos parece algo 
injusto y totalmente ofensivo. 


Ahora bien, queremos dar este debate con racionalidad 
y sin miedos, porque también es cierto que hay cosas so- 
bre las que todavía Uruguay no termina de dar vuelta la 
página, y no por las posiciones del Frente Amplio ni de la 
Izquierda. 


Aquí hay amenazas a fiscales y a actores políticos por 
posicionarse en ciertos temas de determinada forma. ¡Eso 
pasa en el Uruguay! Y ha habido pronunciamientos de al- 
gunos retirados militares que, desde nuestro punto de vis- 
ta, tampoco contribuyen a poder dar vuelta la página para 
empezar a pensar qué Fuerzas Armadas queremos para la 
democracia en el Uruguay. Creo que este asunto también 
debe ser incluido en este debate. 


Que se diga que las Fuerzas Armadas, o parte de ellas, 
tienen salarios insuficientes, está bien, es cierto; de eso 
no hay duda. Ahora bien, hay 420.000 uruguayos que ga- 
nan $ 15.000. Reitero: hay 420.000 uruguayos que ganan 
$ 15.000. Esta es una realidad, y a nadie he escuchado le- 
vantar la voz por esos 420.000 uruguayos. Es una realidad 
y es injusta. ¿Hay que trabajar y seguir trabajando para 
superarla? Sin dudas. Este debe ser un compromiso de to- 
dos. Pero esos 420.000 uruguayos que ganan $ 15.000 no 
tienen un sistema privilegiado a la hora de jubilarse, sino 
el mismo sistema que tenemos todos los trabajadores. ¡Y 
son 420.000! 


Por lo tanto, vuelvo a decir que debemos dar esta dis- 
cusión con racionalidad, con equilibrio y viendo realmen- 
te cuáles son los temas que tenemos arriba de la mesa. 
A ellos debemos dar una respuesta y es imprescindible 
hacerlo ahora. Este tema que estamos debatiendo exige 
una respuesta ahora. A su vez, debemos prepararnos para 
dar un debate mucho más en profundidad, que abarque el 
conjunto del sistema previsional del Uruguay porque hay 
una serie de cambios que están impactando en el mismo 
y que, necesariamente, requieren respuestas políticas. Y 
las respuestas políticas las tenemos que dar los partidos 
políticos y este Parlamento. 
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SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR OTHEGUY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Agradezco al señor senador 
Otheguy que me haya concedido la interrupción. 


Durante varios años integré la Comisión de Defensa 
Nacional, fui su presidente y también su vicepresidente. 
Concurrí a todos los eventos a los que nos invitaban las 
Fuerzas Armadas, con las que teníamos un diálogo flui- 
do. Generalmente nos encontrábamos con algunos seño- 
res senadores, no con todos, y estoy hablando de todos 
los partidos. No estoy señalando a alguien con el dedo; 
estoy diciendo que a veces me encontraba con señores par- 
lamentarios aunque no con todos los que debían concurrir, 
sabiendo que habían sido invitados. Y algún señor senador 
aquí presente sabe que esto es absolutamente cierto. 


Fui invitado por las Fuerzas Armadas para ir a la Mi- 
nustah, en Haití. Estuve allí diez o quince días. También 
viajé con otros señores senadores de entonces al Congo 
y estuve en la misma zona donde ahora nuestros solda- 
dos están combatiendo en condiciones muy precarias. No 
voy a entrar en detalles pero puedo decir que es una zona 
sumamente peligrosa. Y esta compenetración y vivencia 
que tuve, durante varios años, me llevó a una convicción: 
siempre estuve de acuerdo —y hoy lo reafirmo- con la 
participación de las Fuerzas Armadas de Uruguay en las 
misiones de paz de Naciones Unidas. La considero toda 
una experiencia, por varios motivos —que he expresado en 
muchas oportunidades—, y tengo fundamentos más que 
sobrados, frente a otros de carácter ideológico que a ve- 
ces he escuchado. Además, fui secretario del general Lí- 
ber Seregni, un hombre, un militar que tenía un profundo 
amor por las Fuerzas Armadas, tanto cuando estuvo en 
actividad como cuando se retiró, tanto cuando estuvo pre- 
so —en condiciones de preso, como él decía— como después 
de salir. 


Entonces, en estos momentos, frente a una iniciativa 
de esta naturaleza sobre la cual se han dicho muchas cosas 
que no comparto, quiero señalar —agradeciendo al señor 
senador Otheguy por haberme concedido este tiempo-— lo 
siguiente. 


Este es un proyecto de ley muy concreto, que responde 
a una realidad muy concreta y a una situación de hecho. 
¿Creen que lo votamos con alegría? ¿Creen que forma par- 
te de nuestra visión del mundo y de nuestro programa? No, 
no es así; forma parte de la responsabilidad que hemos 
asumido y por la que hemos podido estar en el Gobierno 
durante tres períodos, y ojalá que el próximo año también 
seamos Gobierno nacional. La gente nos ha visto como un 
partido y un Gobierno apegado a concepciones políticas 
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muy firmes y, al mismo tiempo, con gran realismo para 
asumir las situaciones concretas que debimos enfrentar en 
cada instancia. ¡Esta es una de ellas, compañeros! Esta es 
una situación urgente que requiere medidas urgentes, «pa- 
litativos» si se quiere usar esta palabra, y si se lo hace en 
un sentido peyorativo, ello no me aflige, es la palabra que 
se tiene a mano. 


Hoy hay un déficit tremendo, que se intentará paliar en 
parte cuando se reforme el Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas. Este déficit hay que paliarlo en 
el corto plazo y con recursos provenientes de las propias 
jubilaciones. El déficit está en permanente aumento. Se 
reducen en un 10 % las transferencias de rentas generales, 
que ya son muy altas y van en aumento. Además, esto tiene 
un carácter progresivo; se concentra la carga distributiva 
en los beneficios que perciben las pasividades de mayor 
monto; se establecen escalas por tramos de ingresos y 
un monto no imponible equivalente a quince bases de 
prestaciones y contribuciones. A su vez, tiene carácter 
transitorio hasta que se apruebe la ley definitiva. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Ha finalizado el tiempo de 
que disponía el señor senador para hacer uso de su inte- 
rrupción. 


Puede continuar el señor senador Otheguy. 


SENOR OTHEGU Y - Gracias, señora presidenta. 


SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Me permitiría una segunda 
interrupción, señor senador? 


SEÑOR OTHEGUY.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede interrumpir nueva- 
mente el señor senador. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Muchas gracias señor senador. 


Quiero que se sepan las cifras. El 80 % de las retri- 
buciones no serán gravadas. Esta cifra está expuesta en 
el documento, pero no he escuchado que alguien la haya 
mencionado. Repito: el 80 % de las retribuciones, las más 
bajas, no están gravadas. El 65 % del aporte provendrá del 
aporte de las retribuciones más altas. 


Señora presidenta: agradezco nuevamente al señor se- 
nador Otheguy que me haya concedido la interrupción y 
expreso mi total convicción frente a esta iniciativa, fruto 
de una realidad política que debemos afrontar como par- 
tido de gobierno. Tenemos nuestra ideología, sí, pero no 
vivimos enamorados de ella ni apegados a ella; cuando las 
circunstancias de la realidad nos obligan, aterrizamos y 
asumimos todas estas críticas que se nos han hecho. ¡Por 
supuesto que muchas de esas críticas son compartibles! 
¡Vaya si en este caso la constitucionalidad es opinable! Es- 
tán los informes de la Universidad Católica del Uruguay 
y de la Universidad de la República que hacen que el tema 
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sea altamente discutible. ¿Quién tendrá la última palabra? 
La Suprema Corte de Justicia. Ella se pronunciará. 


Compañeros: con convicción voy a votar este proyecto 
de ley, por lo que he hecho por las Fuerzas Armadas y con 
las Fuerzas Armadas, por lealtad al señor general Seregni 
—que supe tenerla durante todos los años en los que le pude 
servir— y también porque creo que el Gobierno está solu- 
cionando una situación de riesgo que no puede ser resuelta 
de otra forma que no sea esta que se pone a consideración 
del Senado. 


Gracias, señora presidenta y señor senador. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
senador Otheguy. 


SEÑOR OTHEGUY.- Gracias, señora presidenta. 


En realidad, ya había dicho lo que consideraba nece- 
sario señalar. En todo caso, agregaría un solo punto más. 


Acá se dijo que no hubo legisladores del Frente Amplio 
que levantaran su voz para defender la necesidad de jerar- 
quizar los salarios de los soldados. Eso tampoco es cierto. 
Varios legisladores del Frente Amplio lo han hecho en dis- 
tintas oportunidades, y simplemente voy a nombrar a uno, 
porque ya no está entre nosotros: el diputado Semproni. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
—16 en 27. Afirmativa. 


SEÑORA ALONSO.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SENORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA ALONSO.- Señora presidenta: preferí no 
dar el debate porque los argumentos de mis compañeros 
de partido fueron muy claros, pero quiero manifestar ex- 
presamente mi voto negativo a este proyecto de ley. 


Aquí lo único que se resolvió fue fijar un impuesto, 
tasa O prestación pecuniaria coactiva —como se establece 
en el texto—, pero la realidad es que tiene por objeto tapar 
un agujero fiscal, como decía el señor senador Amorín. 
Por la irresponsabilidad de un Gobierno, los platos rotos 
los pagan, en particular, los militares. 


En lugar de analizar las causas —como se dijo aquí— del 
déficit de esta caja, del Servicio de Retiros y Pensiones 
de las Fuerzas Armadas, ponemos un parche, que es un 
impuesto injusto e inconstitucional. 
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Por lo tanto, dejamos constancia de nuestro voto ne- 
gativo. 


Los sistemas de pasividades no se estudian para die- 
ciocho meses, señora presidenta. Se estudian seriamente, 
pensando en el mediano y en el largo plazo. En este caso 
perdimos una oportunidad, pero tenemos la esperanza de 
que en un futuro cercano se dé ese debate. 


Muchas gracias. 
SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión particular. 


Léase el artículo 1.*. 


SENORA XAVIER - Pido la palabra para una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SENORA XAVIER.- Formulo moción para que se su- 
prima la lectura del articulado y se vote en bloque. 


SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota). 

26 en 27. Afirmativa. 

En consideración el articulado. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

—16 en 27. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, 
por ser igual al considerado). 


—La Mesa quiere dejar una constancia. Creo que la dis- 
cusión de hoy excedió un poco los límites de lo estableci- 
do. Que conste que fui tolerante a cuenta de las otras dos 
discusiones que tenemos en el horizonte. 


12) ZONAS FRANCAS 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en segundo término del orden del día: 
«Proyecto de ley, aprobado en nueva forma por la Cámara 
de Representantes, por el que se establecen modificaciones 
ala Ley n.* 15921, de 17 de diciembre de 1987, sobre zonas 
francas. Carp. n.* 271/2015 - rep. n.* 553/17 y anexo l». 
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Carp. n.* 271/2015 - rep. n.* 553/17 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Despresontantes de le Depetbibzr 
LA A Hresguas, er destón ae 
her, pa dmoianada as Hgurierde 


Artículo 1?.- Sustitúyese el artículo 1? de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, 
por el siguiente: 


"ARTÍCULO 1*.- Declárase de interés nacional la promoción y desarrollo de las 
zonas francas, con los objetivos de promover las inversiones, diversificar la matriz 
productiva, generar empleo, incrementar las capacidades de la mano de obra 
nacional, aumentar el valor agregado nacional, impulsar las actividades de alto 
contenido tecnológico e innovación, promover la descentralización de las actividades 
económicas y el desarrollo regional, y en términos generales, favorecer la inserción 
del país en la dinámica del comercio internacional de bienes y servicios, y los flujos 
internacionales de inversiones", 


Artículo 2”.- Agrégase a la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, el siguiente 
artículo: 


"ARTÍCULO 1? bis.- Las zonas francas son áreas del territorio nacional de propiedad 
pública o privada, delimitadas y cercadas perimetralmente de modo de garantizar su 
aislamiento del resto del territorio nacional, las que serán determinadas por el Poder 
Ejecutivo. 


176-C.S. CÁMARA DE SENADORES 29 de noviembre de 2017 


Las zonas francas tienen por objeto la realización en las mismas de actividades 
industriales, comerciales o de servicios, con los beneficios y en los términos 
previstos en la presente ley. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley y sus reglamentos, la instalación y 
realización de actividades en las zonas francas estarán sujetas al régimen general y 
particular que las leyes nacionales y sus reglamentos establezcan para dichas 
actividades. 


El Poder Ejecutivo considerará el impacto de las actividades a ser realizadas en 
las zonas francas sobre la capacidad competitiva o exportadora de las empresas ya 
instaladas en el territorio nacional, a efectos de la evaluación de la contribución de 
dichas actividades al cumplimiento de los objetivos establecidos en el artículo 1? de 
la presente ley. 


A efectos de autorizar actividades comerciales y de servicios en las zonas francas, 
el Poder Ejecutivo establecerá requisitos en términos de niveles mínimos de 
personal ocupado o activos fijos, u otros que entienda pertinentes, cuando lo 
considere necesario con el objeto de promover una adecuada utilización del régimen 
y el cumplimiento de los compromisos internacionales asumidos por la República". 


Artículo 3%.- Agrégase a la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, el siguiente 
artículo: 


"ARTÍCULO 1* ter.- A los solos efectos de lo dispuesto en la presente ley, se 
entiende por Área Metropolitana, el área geográfica comprendida en un radio de 40 
(cuarenta) kilómetros respecto del Centro de Montevideo. 


A los solos efectos de lo dispuesto en la presente ley, se entiende por resto del 
territorio nacional, el territorio nacional excluidas todas aquellas áreas determinadas 
como zonas francas". 


Artículo _4?.- Sustitúyese el literal C) del artículo 2” de la Ley N* 15.921, de 17 de 
diciembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 2” de la Ley N” 18.859, de 23 de 
diciembre de 2011, por el siguiente: 


"C) Prestación de todo tipo de servicios, no restringidos por la normativa nacional, 
tanto dentro de la zona franca como desde ella a terceros países. Se consideran 
comprendidas en el presente literal, las prestaciones de servicios dentro de 
cualquier zona franca en beneficio de usuarios de otras zonas francas. 
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Los servicios prestados a terceros países a que refiere el inciso anterior podrán 
brindarse, desde zona franca hacia territorio nacional no franco, a empresas que 
sean contribuyentes gravados por el Impuesto a las Rentas de las Actividades 
Económicas (IRAE). 


Lo establecido en los incisos precedentes no podrá afectar los monopolios, 
exclusividades estatales o concesiones públicas". 


Artículo 5?.- Agrégase a la Ley N* 15,921, de 17 de diciembre de 1987, el siguiente 
artículo: 


"ARTÍCULO 2” bis.- A los solos efectos de lo dispuesto en la presente ley, las 
actividades comerciales consisten en: 


A) Compraventa de bienes o mercaderías que ingresan a la zona franca en que 
se realiza la actividad o a otra zona franca, que tienen por origen y destino el 
exterior del territorio nacional, 


B) Compraventa de bienes o mercaderías que ingresan a la zona franca en que 
se realiza la actividad o a otra zona franca, que tienen por origen o destino el 
territorio nacional. 


C) Actividades logísticas. 


A los solos efectos de lo dispuesto en la presente ley, las actividades logísticas 
son operaciones de las que es objeto la mercadería, que pueden llegar a modificar 
su estado o naturaleza pero que no implican en ningún caso un proceso de 
transformación industrial y consisten en: depósito; almacenamiento; 
acondicionamiento; selección; clasificación; fraccionamiento; armado; desarmado; 
ensamblajes o montajes; mezclas; colocación o sustitución de partes, piezas o 
accesorios; configuración de hardware; instalación de software; y otras operaciones 
similares que el Poder Ejecutivo autorice. 


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, se considera también actividad 
logística la elaboración de envases, embalajes, etiquetas u otros productos, siempre 
que se utilicen para la comercialización de la mercadería que ingresa a la zona 
franca en que se realiza la actividad", 
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Artículo 6%. - Agrégase a la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, el siguiente 
artículo: 


"ARTÍCULO 22 ter.- Las actividades de servicios incluyen la prestación de todo tipo 
de servicios desde zona franca, ya sea al interior de una misma zona, a usuarios o 
desarrolladores de otras zonas francas o a terceros países. 


Adicionalmente, los usuarios del régimen de zonas francas podrán brindar los 
siguientes servicios al resto del territorio nacional, respetando los monopolios, 
exclusividades estatales o concesiones públicas: 


A) Centro internacional de llamadas, excluyéndose aquellos que tengan como 
único o principal destino el resto del territorio nacional. 


B) Casillas de correo electrónico. 
C) Educación a distancia. 
D) Emisión de certificados de firma electrónica. 


Los servicios establecidos en el inciso anterior recibirán el mismo tratamiento 
tributario que los servicios prestados desde el exterior, ya sea en lo que refiere al 
prestador, así como a la deducibilidad del mismo por el prestatario. 


El Poder Ejecutivo podrá habilitar la prestación de otros servicios desde las zonas 
francas hacia el resto del territorio nacional. Estas actividades estarán alcanzadas 
por el régimen general de tributación, pudiendo establecerse el mismo en base a 
regímenes de retención de impuestos con carácter definitivo, de acuerdo con lo que 
establezca el Poder Ejecutivo". 


Artículo 7%.- Agrégase al artículo 8% de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, el 
siguiente inciso: 


"El producido de las prestaciones pecuniarias obtenidas por el Área Zonas Francas 
de la Dirección General de Comercio, en su calidad de desarrollador, podrá 
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destinarse al mejoramiento de los servicios, promoción y publicidad, y a obras para 
el funcionamiento y mejoras de dichas zonas". 


Artículo 8*.- Agrégase a la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, el siguiente 
artículo: 


"ARTÍCULO 8? bis.- Los desarrolladores colaborarán con el Área Zonas Francas de 
la Dirección General de Comercio, para el adecuado cumplimiento de las normas y 
el mejor funcionamiento de la zona franca que desarrollen. En este sentido, el Poder 
Ejecutivo podrá requerir a los desarrolladores la realización de determinadas 
actividades con el objeto de mejorar y hacer más eficientes las funciones de 
administración, supervisión y control del régimen". 


Artículo 9”.- Sustitúyese el artículo 14 de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, 
con las modificaciones introducidas por el artículo 309 de la Ley N* 18,996, de 7 de 
noviembre de 2012, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 14.- Son usuarios de zonas francas todas las personas físicas o 
jurídicas que adquieran derecho a realizar en ellas cualquiera de las actividades a 
que se refieren los Capítulos | y VIII de la presente ley. 


Las personas jurídicas que se instalen en calidad de usuarios de zonas francas 
deberán tener como objeto exclusivo la realización de alguna de las actividades 
previstas en la presente ley en lo que refiere a su actuación en el territorio nacional. 


Adicionalmente, las empresas instaladas en las zonas francas no podrán realizar 
actividades industriales, comerciales o de servicios en el resto del territorio nacional, 
con excepción de lo previsto en este artículo y en el artículo 53 de la presente ley. 


Las actividades comerciales referidas en el inciso anterior que no pueden 
realizarse fuera de zonas francas son las de carácter sustantivo, realizadas por sí o 
a través de terceros, consistentes en la enajenación, promoción, exhibición, entrega 
de mercaderías y actividades análogas, y cobranza relacionada con dichas 
operaciones respecto de mercaderías que tengan por destino el resto del territorio 
nacional. 
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Sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente, dentro de los límites y condiciones 
que establezca la reglamentación, los usuarios podrán realizar las siguientes 
actividades fuera de zonas francas en forma excepcional: 


A) Las de cobranzas de carteras morosas siempre que se efectúen a través de 
terceros. 


B) Las de exhibición por parte de usuarios que se instalen en zonas francas con 
eventuales desventajas de localización. A estos efectos será autorizado un 
único lugar de exhibición por desarrollador en el departamento de 
Montevideo. En la medida que son actividades puntuales su duración será 
inferior a siete días y no podrán superar la cantidad de cuatro por año. 


Para la realización en el resto del territorio nacional de actividades de naturaleza 
auxiliar, así como aquellas referidas en el inciso anterior, los usuarios deberán 
requerir la autorización previa en las condiciones que determine el Poder Ejecutivo. 


Los usuarios debidamente autorizados, de las zonas francas ubicadas fuera del 
Área Metropolitana, podrán desarrollar actividades fuera de las mismas, en oficinas 
administrativas proporcionadas por los desarrolladores de zonas francas, siempre 
que éstas tengan una naturaleza complementaria de la actividad sustantiva para la 
que fueron autorizadas a operar en la respectiva zona franca. A estos efectos se 
consideran como actividades complementarias: las relaciones públicas, el manejo de 
documentación auxiliar, facturación y la cobranza de bienes y servicios. En ningún 
caso se admitirán en estas oficinas administrativas operaciones de venta de bienes y 
servicios”. 


Artículo 10.- Agrégase a la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, el siguiente 
artículo: 


"ARTÍCULO 14 bis.- Los usuarios de zonas francas podrán realizar actividades fuera 
del territorio nacional, siempre que las mismas sean necesarias o complementarias 
para la realización de las actividades previstas en el contrato y su correspondiente 
plan de negocios, debidamente aprobados por el Área Zonas Francas de la 
Dirección General de Comercio, según lo establecido en el artículo 16 de la presente 


ley. 
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Los usuarios de zonas francas podrán realizar en las mismas, actividades en 
relación con bienes o mercaderías situados en el exterior o en tránsito en el territorio 
nacional, que no tengan por origen ni destino el territorio nacional, o con servicios 
que se presten y utilicen económicamente fuera de dicho territorio, siempre que tales 
actividades se encuentren previstas en el contrato y su correspondiente plan de 
negocios, debidamente aprobados por el Área Zonas Francas de la Dirección 
General de Comercio, según lo establecido en el artículo 16 de la presente ley”. 


Artículo 11.- Agrégase al artículo 15 de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, 
el siguiente inciso: 


"Cuando no se cumpla con las condiciones a que refiere el articulo siguiente, el 
Estado a través del Área Zonas Francas de la Dirección General de Comercio por sí, 
o a solicitud del explotador de la zona franca correspondiente o de usuario directo en 
su caso, podrá revocar la autorización del contrato, el que quedará rescindido de 
pleno derecho. Al adoptar resolución, el Estado tendrá en cuenta la información 
sobre el usuario, el proyecto de inversión y el plan de negocios evaluado al otorgar 
la autorización del contrato. La revocación de la autorización deberá adoptarse por 
resolución fundada, previa vista al interesado". 


Artículo 12.- Sustitúyese el artículo 16 de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 
1987, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 16.- Los contratos que suscriban quienes exploten zonas francas con 
los usuarios directos o los que suscriban los usuarios directos con los indirectos, y 
que regulen derechos de uso de la zona respectiva, se tendrán por inexistentes si no 
hubieran sido autorizados previamente por el Área Zonas Francas de la Dirección 
General de Comercio. 


Las solicitudes de autorización de contratos de usuario, directo e indirecto, o de 
sus prórrogas, que se presenten ante el Área Zonas Francas de la Dirección General 
de Comercio, deberán contener información sobre la empresa y el proyecto de 
inversión a realizar (incluido el plan de negocios) que permita evaluar su viabilidad 
económica y financiera y su contribución al cumplimiento de los objetivos 
establecidos en el artículo 1% de la presente ley, los que formarán parte del contrato. 


Las autorizaciones de los contratos de usuario directo o sus respectivas prórrogas 
tendrán un plazo máximo de quince años para la realización de actividades 
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industriales y de diez años para la realización de actividades comerciales o de 
servicios. Para las autorizaciones de los contratos de usuario indirecto o sus 
respectivas prórrogas, el plazo máximo será de cinco años para la realización de 
cualquier tipo de actividad. En ningún caso se aceptarán cláusulas contractuales que 
prevean prórrogas automáticas. Las solicitudes de prórroga deberán presentarse 
ante el Área Zonas Francas de la Dirección General de Comercio con una antelación 
no menor a los ciento veinte días respecto del vencimiento del plazo de la 
autorización del contrato original o su prórroga. Sin perjuicio de lo anterior, la 
presentación referida se realizará una vez que haya transcurrido al menos el 85% 
(ochenta y cinco por ciento) del plazo de la autorización del contrato original o su 
prórroga, siempre que la duración de la autorización lo permita. En caso de no existir 
pronunciamiento respecto de la solicitud de prórroga antes de transcurridos ciento 
veinte días desde su presentación, y siempre que se hubiera presentado en tiempo y 
forma toda la información que el Área Zonas Francas de la Dirección General de 
Comercio considere necesaria para la evaluación, se entenderá que ha recaído una 
autorización ficta de la prórroga. 


Se preverán plazos de autorización de contratos de usuario más extensos que los 
establecidos en el inciso anterior para usuarios que se instalen en zonas francas 
localizadas fuera del Área Metropolitana, según las condiciones que defina el Poder 
Ejecutivo con el objeto de potenciar el impacto de las zonas con eventuales 
desventajas de localización en el desarrollo de las regiones respectivas. 


El Poder Ejecutivo podrá habilitar la autorización de contratos de usuario, directo 
e indirecto, por plazos mayores a los establecidos en el régimen general previsto en 
el presente artículo, por resolución fundada, en función del monto de inversión en 
activos fijos, el empleo que se estime generar u otras razones que determinen una 
contribución excepcional al cumplimiento de los objetivos establecidos en el artículo 
1? de la presente ley”. 


Artículo 13.- Agrégase a la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, los siguientes 
artículos: 


"ARTÍCULO 16 BIS.- Los usuarios de zona franca directos e indirectos con contratos 
en curso de ejecución que carecieren de plazo establecido o cuyo plazo excediere el 
aludido en el artículo anterior o se hubieran establecido a su respecto prórrogas 
automáticas, deberán presentar dentro del término de un año desde la 
reglamentación de la ley, para su aprobación por el Área Zonas Francas de la 
Dirección General de Comercio, documentación e información actualizada sobre la 
empresa y el plan de negocios en curso que permita evaluar su viabilidad económica 
y financiera y su contribución al cumplimiento de los objetivos establecidos en el 
artículo 1? de la presente ley. 
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Para el caso de usuarios cuyo plan de negocios tenga por objeto la realización de 
actividades comerciales o de servicios, cuando se constatara fehacientemente que 
el usuario no contribuye al cumplimiento de los objetivos a que refiere el inciso 
anterior, el Poder Ejecutivo, mediante resolución fundada, podrá establecer un plazo 
de autorización de la calidad de usuario conforme lo establezca la reglamentación, el 
cual no podrá exceder el 30 de junio de 2021. A tales efectos, se deberá tomar en 
cuenta, entre otros elementos, el nivel de empleo o la calidad del mismo, los activos 
utilizados, las funciones desarrolladas y los riesgos asumidos, relacionados con la 
actividad del usuario. 


En el caso de los usuarios directos e indirectos que no se presentaran conforme a 
lo establecido en el presente artículo, el Área Zonas Francas dispondrá la 
suspensión de la autorización vigente por un plazo de noventa días. Vencido ese 
plazo sin que el usuario haya presentado la información y documentación a que 
refiere el inciso primero, el Área Zonas Francas de la Dirección General de Comercio 
procederá a la revocación de la autorización del contrato de usuario, por el 
procedimiento que establecerá la reglamentación". 


"ARTÍCULO 16 TER.- Los usuarios de zona franca directos e indirectos deberán 
presentar cada dos años una declaración jurada ante el Área Zonas Francas de la 
Dirección General de Comercio, con información relativa al cumplimiento del 
proyecto de inversión aprobado, en la forma y condiciones que establezca el Poder 
Ejecutivo. 

El incumplimiento de la obligación a que refiere el inciso anterior dará lugar a la 
aplicación de lo dispuesto en el literal B) del artículo 42 de la presente ley durante el 
plazo del incumplimiento”. 


Artículo _14.- Sustitúyese el artículo 18 de la Ley N* 15,921, de 17 de diciembre de 
1987, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 18.- Los usuarios de las zonas francas emplearán en las actividades 
que realicen en las mismas, un mínimo de 75% (setenta y cinco por ciento) de 
personal constituido por ciudadanos uruguayos, naturales o legales, a fin de poder 
mantener su calidad de tales y los beneficios y derechos que esta ley les acuerda. 


Este porcentaje podrá ser reducido transitoriamente previa autorización del Poder 
Ejecutivo, atendiendo a características especiales de la actividad a realizar, 
situaciones de inicio o ampliación de actividades, razones de interés general y la 
consideración del conjunto de los objetivos previstos en el artículo 1? de la presente 
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ley. En estos casos, el Poder Ejecutivo podrá requerir a los usuarios la 
implementación de planes de capacitación de trabajadores con el objeto de alcanzar 
el porcentaje mínimo respectivo. 


No obstante lo previsto en el inciso anterior, en el caso de las actividades de 
servicios, el porcentaje mínimo de ciudadanos uruguayos, naturales o legales, podrá 
ser del 50% (cincuenta por ciento) por hasta el plazo del contrato de usuario 
respectivo, cuando la naturaleza del negocio desarrollado así lo requiera y 
procurando siempre los mayores niveles de participación factibles de ciudadanos 
uruguayos. 


La solicitud al Poder Ejecutivo para reducir los porcentajes de nacionales en la 
actividad deberá ser contestada en sesenta días desde el día de la solicitud. En caso 
de no hacerlo, se entenderá por aprobada la solicitud". 


Artículo 15.- Sustitúyese el artículo 19 de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 
1987, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 19.- Los usuarios están exentos de todo tributo nacional, creado o a 
crearse, incluso aquellos en que por ley se requiera exoneración específica, 
respecto de las actividades que desarrollen en la misma, siempre que éstas se 
realicen en el marco de la presente ley, de acuerdo con los términos de la 
autorización otorgada conforme a lo dispuesto en el artículo 16. 


Sin perjuicio de las disposiciones legales especiales que autorizaren la realización 
de actividades complementarias fuera de las zonas francas, el Poder Ejecutivo podrá 
disponer aquellos requisitos que permitan verificar el cumplimiento del proyecto de 
inversión y el plan de negocios aprobados por el Área Zonas Francas de la Dirección 
General de Comercio". 


Artículo 16.- Sustitúyese el último inciso del artículo 20 de la Ley N* 15.921, de 17 de 
diciembre de 1987, por los siguientes: 


"Las rentas derivadas de la explotación de derechos de la propiedad intelectual y 
otros bienes intangibles estarán exentas siempre que provengan de actividades de 
investigación y desarrollo realizadas dentro de las zonas francas. 
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Cuando los referidos bienes se encuentren amparados por la normativa de 
protección y registro de los derechos de propiedad intelectual, las rentas derivadas 
de los mismos estarán exoneradas exclusivamente por el monto correspondiente a 
la relación que guarden los gastos o costos directos incurridos para desarrollar 
dichos activos incrementados en un 30% (treinta por ciento), sobre los gastos o 
costos totales incurridos para desarrollarlos. A tales efectos, se considerará en el 
numerador, entre otros, los gastos o costos incurridos por el desarrollador y los 
servicios contratados con partes no vinculadas o con partes residentes vinculadas, 
no estando comprendidos los gastos o costos correspondientes a la concesión de 
uso o adquisición de derechos de propiedad intelectual, ni los servicios contratados 
con partes vinculadas no residentes. El Poder Ejecutivo establecerá los términos y 
condiciones en que se aplicará la presente exoneración". 


Artículo 17.- Agrégase a la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, el siguiente 
artículo: 


"ARTÍCULO 20 bis.- Las empresas particulares autorizadas a desarrollar una zona 
franca no estarán amparadas en los beneficios que este capítulo concede a los 
usuarios, sin perjuicio de que podrán acceder a los beneficios previstos en la 
Sección || del Capítulo lll de la Ley N* 16.906, de 7 de enero de 1998, en los 
términos establecidos en dicha norma y sus reglamentos. 


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, los desarrolladores de zonas francas 
localizadas fuera del Área Metropolitana, que determine el Poder Ejecutivo, estarán 
exonerados de todo tributo nacional, creado o a crearse, incluso de aquellos en que 
por ley se requiera exoneración específica, con excepción del Impuesto a las Rentas 
de las Actividades Económicas (IRAE), las contribuciones especiales de seguridad 
social y las prestaciones legales de carácter pecuniario establecidas a favor de 
personas de derecho público no estatales de seguridad social. A estos efectos, el 
Poder Ejecutivo considerará condiciones adicionales, tales como, una distancia 
mínima respecto de determinadas terminales portuarias o aeroportuarias, la 
prestación de determinados bienes y servicios por parte del desarrollador, u otras 
condiciones que entienda pertinentes, de modo de compensar eventuales 
desventajas de localización de algunas de las zonas francas y potenciar su impacto 
en el desarrollo de las localidades respectivas". 
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Artículo 18.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 37 de la Ley N* 15.921, de 17 de 
diciembre de 1987, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 37.- No se permitirá el comercio al por menor dentro de las zonas 
francas en las actividades a realizar por los usuarios directos e indirectos. Esta 
prohibición no comprenderá la provisión de bienes y servicios entre usuarios o entre 
usuarios y desarrolladores de las zonas francas. Asimismo, aquellas actividades 
comerciales o de servicios destinadas a satisfacer el consumo final de bienes y 
servicios por parte del personal de las zonas en oportunidad de realizar su actividad 
laboral dentro de las mismas, que realice el desarrollador o contrate con terceros no 
usuarios y que resulten necesarias para la realización de las actividades de la zona, 
no se encuentran comprendidas en la prohibición", 


Artículo 19.- Sustitúyese el artículo 42 de la Ley N* 15,921, de 17 de diciembre de 
1987, por el siguiente: 


"ARTÍCULO 42.- Las empresas particulares autorizadas a desarrollar una zona 
franca deberán realizar dicha operación en los términos que resulten de su 
autorización y su violación o falta de cumplimiento podrán ser objeto de una multa de 
hasta un máximo de Ul 10.000.000 (diez millones de unidades indexadas), sin 
perjuicio de la revocación de la autorización cuando correspondiere según la 
naturaleza de la violación o del incumplimiento. 


Las violaciones e infracciones a la presente ley, sus reglamentos y estipulaciones 
contractuales, por parte de los usuarios de zonas francas, serán sancionadas por el 
Poder Ejecutivo: 


A) Con multa de hasta un máximo de Ul 10.000.000 (diez millones de unidades 
indexadas). 


B) Con prohibición de ingresos y egresos de bienes o mercaderías o la 
realización de cualquier operación en calidad de usuario por un tiempo 
determinado. 


C) Con la pérdida de los beneficios que esta ley concede. 


29 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 187-C.S. 


Las sanciones previstas en el presente artículo se graduarán de conformidad con 
el artículo 100 del Código Tributario". 


Artículo 20.- Sustitúyese el artículo 49 de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 
1987, por el siguiente: 


"CAPÍTULO VIII 
DE LAS ZONAS TEMÁTICAS DE SERVICIOS 


ARTÍCULO 49.- Facúltase al Poder Ejecutivo a autorizar la explotación de zonas 
temáticas de servicios, para la prestación de servicios audiovisuales, esparcimiento y 
entretenimiento, con excepción de juegos de azar y apuestas, así como sus 
actividades complementarias. 


A los efectos dispuestos, establécese que las zonas temáticas de servicios son 
zonas francas que tienen por objeto la realización en las mismas de actividades 
correspondientes a una clase específica de servicios, con los beneficios y en los 
términos previstos en la presente ley", 


Artículo 21.- Agrégase al Capítulo VIIl de la Ley N” 15.921, de 17 de diciembre de 
1987, los siguientes artículos: 


"ARTÍCULO 50.- La explotación de zonas temáticas de servicios se podrá autorizar 
únicamente si las mismas se localizan fuera del Área Metropolitana, entendiendo por 
tal, a los solos efectos de lo dispuesto en esta ley, el área geográfica comprendida 
en un radio de 40 (cuarenta) kilómetros respecto del Centro de Montevideo. 


Las zonas francas localizadas fuera del Área Metropolitana podrán celebrar 
contratos de usuarios con aquellos que desarrollen estos servicios temáticos y 
actividades complementarias. 


ARTÍCULO 51.- El Poder Ejecutivo podrá flexibilizar o no aplicar la restricción 
prevista en el inciso primero del artículo 37 de la presente ley, cuando la naturaleza 
de la actividad autorizada así lo requiera. Si se autorizara el comercio al por menor 
en las actividades a realizar por los usuarios, los consumidores finales podrán tener 
residencia fiscal en el territorio nacional o fuera del mismo. 
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ARTÍCULO 52.- Las exenciones tributarias relativas al Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas (IRAE) e Impuesto al Valor Agregado (IVA), según lo 
dispuesto en el artículo 19 de la presente ley, correspondientes a dichas actividades, 
se aplicarán exclusivamente con relación a los servicios prestados a consumidores 
finales que no tengan residencia fiscal en el territorio nacional, en las condiciones 
que determine el Poder Ejecutivo. 


ARTÍCULO 53.- Los usuarios de zonas temáticas de servicios audiovisuales podrán 
realizar actividades de filmaciones en el resto del territorio nacional, en las 
condiciones que determine el Poder Ejecutivo, y siempre que los costos de las 
mismas no excedan el 25% (veinticinco por ciento) de los costos totales anuales del 
usuario correspondiente. 


ARTÍCULO 54.- El Poder Ejecutivo destinará el 100% (cien por ciento) de lo 
percibido anualmente en concepto de canon de las zonas temáticas de servicios 
audiovisuales a las líneas de producción de contenidos audiovisuales nacionales del 
Fondo de Fomento Cinematográfico y Audiovisual creado por la Ley N* 18.284, de 
16 de mayo de 2008". 


Artículo 22.- Durante la vigencia de los contratos respectivos, los usuarios de zonas 
francas mantendrán todos sus beneficios, exoneraciones tributarias y derechos en los 
términos acordados, con anterioridad a la vigencia de la presente ley, en el marco del 
régimen de zonas francas previsto en la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, y no 
se les aplicarán las disposiciones de la presente ley cuando impliquen limitaciones a tales 
beneficios, exoneraciones o derechos, que no fueran de aplicación bajo dicho régimen de 
zonas francas con anterioridad a la vigencia de la misma. 


La vigencia de los contratos referida en el inciso anterior incluye a sus eventuales 
prórrogas dentro del plazo de la autorización de desarrollo de la zona franca respectiva, 
otorgada por el Poder Ejecutivo, con anterioridad a la vigencia de la presente ley, en el 
marco del régimen previsto en la Ley N* 15.921. 


Artículo 23.- Durante el plazo de la respectiva autorización de desarrollo otorgada por el 
Poder Ejecutivo, con anterioridad a la vigencia de la presente ley, en el marco del régimen 
de zonas francas previsto en la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, se 
mantendrán los términos dispuestos en tal autorización y no se aplicarán a los 
desarrolladores las disposiciones de la presente ley cuando impliquen limitaciones a su 
actuación, que no fueran de aplicación bajo dicho régimen de zonas francas con 
anterioridad a la vigencia de la misma. 
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Las prórrogas de autorizaciones de desarrollo que se otorguen con posterioridad a la 
vigencia de la presente ley, se regularán integramente por las disposiciones contenidas 
en la misma. 


Artículo 24.- Las limitaciones a la realización de nuevas actividades industriales en las 
zonas francas existentes al 1% de enero de 2017, previstas en el artículo 2% de la Ley 
N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, no serán de aplicación durante el plazo de la 
correspondiente autorización de desarrollo otorgada por el Poder Ejecutivo, con 
anterioridad a la vigencia de la presente ley, en el marco del régimen previsto en la Ley 
N* 15.921, 


Artículo 25.- Agrégase al Título 4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente artículo: 


"ARTÍCULO 46 quater.- Los usuarios de zonas francas serán solidariamente 
responsables por las obligaciones tributarias que le correspondan a los sujetos 
pasivos de este impuesto que no revistan calidad de usuarios, derivadas de los 
ajustes a practicar de conformidad con lo establecido en el presente Capítulo, en 
caso que las prestaciones y condiciones de las operaciones efectuadas entre los 
mismos no se ajusten a las prácticas normales del mercado entre entidades 
independientes. 


Lo dispuesto precedentemente se aplicará siempre que las partes referidas estén 
sujetas, de manera directa o indirecta, a la dirección o control de las mismas 
personas físicas o jurídicas o estas, sea por su participación en el capital, el nivel de 
sus derechos de crédito, sus influencias funcionales o de cualquier otra índole, 
contractuales o no, tengan poder de decisión para orientar o definir la o las 
actividades de los mencionados sujetos pasivos. 


A los únicos efectos de la determinación de la responsabilidad solidaria, la 
actividad derivada de contratos de exclusividad como distribuidores, concesionarios 
o proveedores de bienes, servicios o derechos, celebrados con los usuarios de 
zonas francas, no configura en sí misma las hipótesis establecidas en el inciso 
anterior, en tanto la misma no represente la actividad principal de los sujetos pasivos 
de este impuesto que no revistan calidad de usuarios. En tal caso se presumirá que 
la actividad califica como principal, cuando el nivel de los ingresos generados por la 
misma, represente al menos el 50% (cincuenta por ciento) del total de los ingresos 
obtenidos por el sujeto pasivo de este impuesto que no revista la calidad de usuario 
de zonas francas, en el ejercicio correspondiente. 
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Cuando se cumplan las condiciones dispuestas en el presente artículo, el ajuste en 
los precios de las operaciones se determinará efectuando el análisis en forma 
integrada, considerando la situación del sujeto pasivo de este impuesto que no 
revista la calidad de usuario, y la situación del usuario. 


Lo dispuesto en el presente artículo será aplicable, en lo pertinente, a las 
entidades que realicen las actividades a que refiere el literal 1) del artículo 52 del 
presente Título, con relación a las operaciones realizadas con contribuyentes de 
este impuesto”. 


Artículo 26.- Sin perjuicio de lo dispuesto por el numeral VI) del artículo 2” de la Ley 
N* 17.835, de 23 de setiembre de 2004, en la redacción dada por el articulo 1” de la Ley 
N* 18,494, de 5 de junio de 2009, la concesión de autorización a particulares para el 
desarrollo de zonas francas, así como la aprobación de contratos de usuarios directos o 
indirectos y sus eventuales prórrogas, estarán supeditadas a la plena observancia de la 
normativa vigente en materia de prevención de lavado de activos y financiamiento del 
terrorismo, a cuyos efectos los organismos competentes adoptarán las medidas que 
estimen pertinentes. 


Artículo 27.- Agrégase al artículo 23 del Título 4 del Texto Ordenado 1996, el siguiente 
inciso: 


"Los gastos salariales abonados por los desarrolladores de las zonas francas 
localizadas fuera del Área Metropolitana, que determine el Poder Ejecutivo, serán 
computables por una vez y media su monto real". 


Artículo 28.- Deróganse las siguientes disposiciones: artículo 151 de la Ley N* 17,296, 
de 21 de febrero de 2001; artículos 6%, 7”, 9%, 11, 23, 31, 39, 40 y 41, e inciso tercero del 
artículo 20, de la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, 


Artículo 29.- Las modificaciones de disposiciones del Texto Ordenado 1996 realizadas 
en esta ley se consideran hechas a las normas legales respectivas. 


Artículo _30.- Facúltase al Poder Ejecutivo a elaborar un texto ordenado a efectos de 
recopilar las disposiciones vigentes de fuente legal referentes a las zonas francas. 
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Artículo 31.- La presente ley entrará en vigencia a los noventa días de su promulgación. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 14 de 
noviembre de 2017. 


/ 


CARLOS MAHÍA 
Presidente 
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COMISIÓN DE HACIENDA 


INFORME 


Señores Representantes: 


El actual régimen de Zonas Francas cumple 30 años desde su 
entrada en vigencia a partir de la Ley N” 15.921, de 17 de diciembre de 1987, En esa 
coyuntura en la que nuestro continente y nuestro pais afrontaban situaciones de 
inestabilidad económica que provocaban un contexto poco favorable para la atracción de 
inversiones, el desarrollo de la producción nacional y la expansión de los mercados, surge 
la promoción de las Zonas Francas. 


Es de esta forma que las zonas francas han sido utilizadas 
como un instrumento para: 


» La atracción de inversiones de gran porte (ejemplo de ello son las plantas de 
celulosa que se han instalado en nuestro país). 


» La localización de actividades de servicios enmarcados en la producción de 
servicios a nivel global. 


» El desarrollo de actividades logísticas relacionadas con la distribución de 
mercaderías en la región. 


» La integración internacional comercial y productiva. 


» Y por sus características, para lograr generar polos de empleo y desarrollo en el 
interior del país. 


En este escenario es que debemos considerar el régimen de Zonas Francas y la 
necesidad de su actualización y especialización con base en los objetivos trazados. 


Durante la discusión y trámite parlamentario del proyecto remitido al Parlamento por 
el Poder Ejecutivo se han incorporado una serie de modificaciones al régimen de Zonas 
Francas vigente, entre las más sustantivas se encuentran: 


La posibilidad a las zonas francas que se encuentran fuera del Área Metropolitana 
de instalar oficinas administrativas dentro del departamento de Montevideo a efectos de 
generar mecanismos compensatorios de las desventajas que se asocian a su ubicación 
territorial. 


La creación de una nueva modalidad denominada "Zonas Temáticas de Servicios", 
cabe destacar que esta nueva normativa aplica para zonas francas a localizarse fuera del 
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Área Metropolitana a las que se le reconoce especificidad en la explotación de un tipo 
servicio particular. Además, dentro de esta última modificación se establece el objeto de 
los servicios a explotar. atención a la salud, esparcimiento y entretenimiento, y 
audiovisuales. 


A continuación se detallan las modificaciones incluidas en el transcurso de la 
discusión del proyecto en la Comisión de Hacienda de la Cámara de Representantes: 


Se sustituye el artículo 4* por el artículo 254 de de Rendición de Cuentas: 


"ARTÍCULO 254.- Sustitúyase el literal C) del artículo 2 de la Ley N* 15,921, de 17 
de diciembre de 1987, en la redacción dada por el artículo 2? de la Ley N” 18.859, de 
23 de diciembre de 2011, por el siguiente: 


"C) Prestación de todo tipo de servicios, no restringidos por la normativa nacional, 
tanto dentro de la zona franca como desde ella a terceros paises. Se 
consideran comprendidas en el presente literal, las prestaciones de servicios 
dentro de cualquier zona franca en beneficio de usuarios de otras zonas 
francas. 


Los servicios prestados a terceros paises a que refiere el inciso anterior 
podrán brindarse, desde zona franca hacia territorio nacional no franco, a 
empresas que sean contribuyentes gravados por el impuesto a las Rentas de 
las Actividades Económicas (IRAE). 


Lo establecido en los incisos precedentes no podrá afectar los monopolios, 
exclusividades estatales o concesiones públicas”. 


Se incorpora luego del artículo 10, el artículo 255 de Rendición de Cuentas: 


"ARTÍCULO 255.- Agrégase al artículo 15 de Ley N” 15.921, de 17 de diciembre de 
1987, el siguiente inciso: 


'Cuando no se cumpla con las condiciones a que refiere el artículo siguiente, el 
Estado a través del Área Zonas Francas de la Dirección General del Comercio por 
sí, o a solicitud del explotador de la zona franca correspondiente o de usuario 
directo en su caso, podrá revocar la autorización del contrato, el que quedará 
rescindido de pleno derecho. Al adoptar resolución, el Estado tendrá en cuenta la 
información sobre el usuario, el proyecto de inversión y el plan de negocios 
evaluado al otorgar la autorización del contrato. La revocación de la autorización 
deberá adoptarse por resolución fundada, previa vista al interesado". 


El artículo 11 se sustituye por el artículo 256 de Rendición de Cuentas (cambios de 
redacción) y se le incorpora el articulo 257 de rendición de cuentas. 
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Se modifica el último inciso del artículo 9 por el siguiente: 


"Los usuarios debidamente autorizados, de las zonas francas ubicadas fuera del 
Área Metropolitana, podrán desarrollar actividades fuera de las mismas, en oficinas 
administrativas proporcionadas por los desarrolladores de Zonas Francas, siempre 
que éstas tengan una naturaleza complementaria de la actividad sustantiva para la 
que fueron autorizadas a operar en la respectiva zona franca. A estos efectos se 
consideran como actividades complementarias: las relaciones públicas, el manejo 
de documentación auxiliar, facturación y la cobranza de bienes y servicios. En 
ningún caso se admitirán en estas oficinas administrativas operaciones de venta de 
bienes y servicios”. 


Del artículo 12 no se vota el inciso 3: 


"No obstante lo previsto en el inciso anterior, en el caso de las actividades de 
servicios, el Poder Ejecutivo podrá reducir el porcentaje minimo requerido hasta un 
50% (cincuenta por ciento), por hasta el plazo del contrato de usuario respectivo, 
cuando la naturaleza del negocio desarrollado asi lo requiera y procurando siempre 
los mayores niveles de participación factibles de ciudadanos uruguayos”. 


También se incorporan los artículos 258 y 259 de la Rendición de Cuentas. 


Se modifica la redacción del artículo 16 (que por técnica legislativa fue necesario 
incorporarlo en dos artículos, el 20 y 21): 


"Agrégase a la Ley N* 15.921, de 17 de diciembre de 1987, el siguiente Capítulo: 
CAPÍTULO VIII 
"De las Zonas Temáticas de Servicios" 


Artículo XX.- Facúltase al Poder Ejecutivo a autorizar la explotación de zonas 
temáticas de servicios, para la prestación de servicios audiovisuales, esparcimiento y 
entretenimiento, con excepción de juegos de azar y apuestas, así como sus actividades 
complementarias. 


A los efectos dispuestos, establécese que las zonas temáticas de servicios son 
zonas francas que tienen por objeto la realización en las mismas de actividades 
correspondientes a una clase específica de servicios, con los beneficios y en los términos 
previstos en la presente ley. 


Artículo XX.- La explotación de zonas temáticas de servicios se podrá autorizar 
únicamente si las mismas se localizan fuera del Área Metropolitana, entendiendo por tal, a 
los solos efectos de lo dispuesto en esta ley, el área geográfica comprendida en un radio 
de 40 (cuarenta) kilómetros respecto del Centro de Montevideo. 
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Artículo XX.- El Poder Ejecutivo podrá flexibilizar o no aplicar la restricción prevista 
en el inciso primero del artículo 37 de la presente ley, cuando la naturaleza de la actividad 
autorizada así lo requiera. Si se autorizara el comercio al por menor en las actividades a 
realizar por los usuarios, los consumidores finales podrán tener residencia fiscal en el 
territorio nacional o fuera del mismo. 


Artículo XX.- Las exenciones tributarias relativas al Impuesto a las Rentas de las 
Actividades Económicas (IRAE) e Impuesto al Valor Agregado (IVA), según lo dispuesto 
en el artículo 19 de la presente ley, correspondientes a dichas actividades, se aplicarán 
exclusivamente con relación a los servicios prestados a consumidores finales que no 
tengan residencia fiscal en el territorio nacional, en las condiciones que determine el 
Poder Ejecutivo. 


Artículo XX.- Los usuarios de zonas temáticas de servicios audiovisuales podrán 
realizar actividades de filmaciones en el resto del territorio nacional, en las condiciones 
que determine el Poder Ejecutivo, y siempre que los costos de las mismas no excedan el 
25% (veinticinco por ciento) de los costos totales anuales del usuario correspondiente. 


Artículo XX.- El Poder Ejecutivo destinará el 100% (cien por ciento) de lo percibido 
anualmente en concepto de canon de las zonas temáticas de servicios audiovisuales a las 
lineas de producción de contenidos audiovisuales nacionales del Fondo de Fomento 
Cinematográfico y Audiovisual creado por la Ley N” 18,284, de 165 de mayo de 2008”. 


Por lo expuesto, vuestra asesora aconseja al Plenario, la aprobación del proyecto 
de ley que adjunta 


Sala de la Comisión, 8 de noviembre de 2017 


BETTIANA DÍAZ 
MIEMBRO INFORMANTE 
ALFREDO ASTI 
SONIA CAYETANO 
GONZALO CIVILA 
LILIAN GALÁN 
JORGE GANDINI 

BENJAMÍN IRAZÁBAL 
GUSTAVO PENADÉS 
ALEJANDRO SÁNCHEZ 


IVÁN POSADA y CONRADO RODRÍGUEZ, con salvedades respecto del último 
inciso del artículo 14 de la Ley N” 15.921, sustituido en el artículo 9” del proyecto de ley 
que se informa. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Señora presidenta: el proyecto de 
ley que refiere a zonas francas fue aprobado hace unos 
meses en este ámbito y, luego, en su tratamiento en la Cá- 
mara de Representantes sufrió modificaciones que cabe 
considerar y aprobar nuevamente en el Senado, oficiando 
en esta oportunidad como tercera cámara. 


Las modificaciones realizadas en la Cámara de Represen- 
tantes no cambian el espiritu del proyecto de ley aprobado 
en el Senado en la anterior oportunidad. Ese texto contenía 
veinticinco artículos y seis de ellos fueron modificados: el 4.”, 
el 9.%, el 11 —actual artículo 12—, el 12 —en nueva forma, 14—, 
el 16 —hoy, 21- y el 20, que pasó a ser el artículo 25. En to- 
tal, actualmente componen este proyecto de ley 31 artículos. 


La discusión se centró en la modificación del artículo 9., 
que en su último párrafo establece: «Los usuarios debida- 
mente autorizados, de las zonas francas ubicadas fuera del 
Área Metropolitana, podrán desarrollar actividades fuera de 
las mismas, en oficinas administrativas proporcionadas por 
los desarrolladores de zonas francas, siempre que estas ten- 
gan una naturaleza complementaria de la actividad sustan- 
tiva para la que fueron autorizadas a operar en la respectiva 
zona franca. A estos efectos se consideran como actividades 
complementarias: las relaciones públicas, el manejo de do- 
cumentación auxiliar, facturación y la cobranza de bienes 
y servicios. En ningún caso se admitirán en estas oficinas 
administrativas operaciones de venta de bienes y servicios». 


Otro de los puntos relevantes en este proyecto de ley es 
la creación de la nueva modalidad denominada como zonas 
temáticas de servicios. La nueva normativa aplica para zo- 
nas francas a localizarse fuera del área metropolitana, a las 
que se les reconoce especificidad en la explotación de un 
tipo particular de servicios. Además, dentro de esta última 
modificación se establece el objeto de los servicios a explo- 
tar: audiovisuales, de esparcimiento y entretenimiento, con 
excepción de juegos de azar y apuestas. Cabe señalar que el 
Poder Ejecutivo destinará el cien por ciento de lo percibi- 
do anualmente por concepto de canon de estas zonas a las 
líneas de producción de contenidos audiovisuales naciona- 
les del Fondo de Fomento Cinematográfico y Audiovisual 
creado por la Ley n.* 18284, de 16 de mayo de 2008. 


De forma simultánea se incluyeron las modificaciones 
surgidas en la rendición de cuentas del año 2016, carpeta 
n.” 2224 de la Cámara de Representantes, como son los 
artículos 254, 255, 256, 258, 259 y 260, con los que se 
procura adecuar el régimen de zona franca a estándares 
fiscales determinados por los organismos internacionales, 
fundamentalmente, la OCDE. Esta norma se enmarca en 
nuestro compromiso político de combatir la evasión fiscal 
y proponer la transparencia con la finalidad de instrumen- 
tar dispositivos de contralor y resguardo que permitan ha- 
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cer frente a las prácticas perjudiciales en materia econó- 
mica en los territorios de baja tributación. 


La presente actualización normativa permite que Uru- 
guay continúe mejorando su imagen financiera y fiscal en 
el plano internacional. Entre los aspectos más importantes 
a tener en cuenta, destacamos: mayores niveles factibles 
de participación de ciudadanos y empleo nacional, esta- 
blecidos con sus porcentajes correspondientes. 


En varios de los artículos se realizaron modificaciones 
de redacción, sin alterar el concepto procurado. 


Es así que la Comisión de Hacienda de esta cámara 
sugiere al plenario la aprobación del proyecto de ley en 
tratamiento. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CAMY-.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR CAMY.- Señora presidenta: queremos anun- 
ciar que vamos a acompañar este proyecto de ley y, asi- 
mismo, destacar el hecho de que se haya aprobado por 
unanimidad en Cámara de Representantes, pues nos cons- 
ta que allí se trabajó en base a las modificaciones que se 
realizaron en la Comisión de Hacienda y que luego fueran 
aprobadas por el Senado de la república. 


Como señaló la miembro informante, señora senado- 
ra Ayala, se incorporó la modificación de seis artículos. 
Estos fueron explicados de tal manera, que no queremos 
abundar en ellos y respaldamos plenamente las modifica- 
ciones que se realizaron. No obstante, sí queremos sus- 
tentar, de manera fundamental, el respaldo al artículo 9. 
del proyecto de ley, que modifica el artículo 14 de la Ley 
n.” 15921 —la ley vigente de zonas francas, sancionada en 
1987- que, a su vez, había modificado la ley de zonas fran- 
cas que creó este sistema en el país en 1923. 


Básicamente, aquella ley de 1923 permitía que una mis- 
ma empresa pudiera tener actividades exentas dentro del ré- 
gimen de zona franca y, a su vez, actividades gravadas fue- 
ra de la zona. O sea que una misma empresa, por ejemplo, 
podía tener un depósito en zona franca y no tributar por sus 
actividades de almacenaje y logística y, al mismo tiempo, 
ser importadora y pagar impuestos por sus ventas fuera de 
la zona franca. En estas empresas mixtas convivían activi- 
dades gravadas y actividades exentas. Principalmente fue 
este aspecto el que se modificó en diciembre de 1987 por 
medio de la Ley n. 15921, que establece claramente y de 
manera específica en su artículo 14, la separación de estas 
actividades. Quiere decir que una empresa fuera de zona 
franca no puede actuar si está, a su vez, en una zona franca 
o «zona franquera», por utilizar la expresión empleada ha- 
bitualmente por los usuarios de estas modalidades. 
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En su momento hicimos hincapié —esto se discutió y 
por eso celebro que se haya podido acordar en la Comisión 
de Hacienda— en que, paradójicamente, la zona franca se 
establece en 1923 —por medio de la ley de 1987— por una 
razón principal: promover —debido a la generación de una 
injusticia por un territorio franco, una situación distinta, 
diferente— el desarrollo en los lugares más alejados de la 
capital o más lejanos de las zonas de desarrollo del país, 
aplicando el mismo criterio que en todo el mundo. Preci- 
samente, en Chile las zonas francas no están en Santiago 
de Chile sino en Antofagasta e Iquique; en Brasil, está en 
Manaos y no en San Pablo y lo mismo pasa en Argentina, 
que está en el sur y no en Buenos Aires, por ejemplo. 


De aquellas ocho zonas francas que existían aquí, en 
1987, quedan pocas y, contrariamente, están proliferando 
en Montevideo. Desaparecieron las de Rivera y Fray Ben- 
tos, prácticamente está por liquidarse la de Nueva Helve- 
cia y, literalmente, queda el esqueleto de la de pueblo Juan 
Soler. Centralmente, funcionan dos zonas francas fuera 
del área metropolitana, las de Florida y Libertad; también 
es justo decir que son las más próximas —según lo que se 
puede estar— al área metropolitana. También está la de Co- 
lonia, que tiene el régimen estatal. Entonces, el plantea- 
miento era acompasar el espíritu de esa ley: precisamente, 
promover el desarrollo, impulsar el trabajo y desarrollar la 
inversión en aquellas zonas más alejadas de la capital o del 
área metropolitana, consideradas no en su desmedro sino 
como foco notorio de desarrollo del país. 


Para ello funcionó durante treinta años la interpreta- 
ción de que los usuarios de zonas francas podían desarro- 
llar actividades o funciones secundarias —no principales— 
en oficinas en Montevideo. Pensemos en un empresario 
extranjero que viene por doce horas a Montevideo por 
una operativa vinculada a la actividad de zona franca; se- 
guramente se va a quedar en las que están más cerca del 
aeropuerto y no solamente por la logística del transporte 
sino también por temas financieros y de otra índole que se 
concentran en esta parte del país. 


Esto llevó a que se cuestionara la posibilidad de contra- 
lor debido que todos concordamos en que tiene que existir 
y lo debe implementar la DGI. Por esa razón, se ajustaba la 
redacción de tal manera de prohibir el desarrollo —reitero: 
expresamente— de actividades secundarias —no principa- 
les— de estas empresas. Eso fue lo que se modificó y aun 
en esta redacción que ha hecho la Cámara de Representan- 
tes, a nuestro juicio, está comprendido el espíritu o, por lo 
menos, el concepto central que perseguíamos. 


Por tanto, vamos a acompañar, principalmente, este 
artículo que introduce no solamente las modificaciones a 
la Ley n- 15921 en su artículo 14, sino también las varia- 
ciones posteriores que se introdujeron por el artículo 309 
de la Ley n.” 18996, de noviembre de 2012, porque tanto en 
2012 como en 2013 este debate también estuvo presente en 
algunos cambios presupuestales. 


CÁMARA DE SENADORES 


29 de noviembre de 2017 


Con claridad, entonces, queremos señalar que este 
artículo establece: «Los usuarios debidamente autoriza- 
dos,» —ahora se agrega este término— «de las zonas francas 
ubicadas fuera del Área Metropolitana,» —que a estos efec- 
tos está definida expresamente como un área a un radio de 
cuarenta kilómetros de Montevideo— «podrán desarrollar 
actividades fuera de las mismas, en oficinas administrati- 
vas proporcionadas por los desarrolladores de zonas fran- 
cas,» —esta también es una modificación incorporada en 
la Cámara de Representantes—, «siempre que estas tengan 
una naturaleza complementaria de la actividad sustantiva 
para la que fueron autorizadas a operar en la respectiva 
zona franca. A estos efectos se consideran como activida- 
des complementarias:» —y se las define expresamente— «las 
relaciones públicas, el manejo de documentación auxiliar, 
facturación y la cobranza de bienes y servicios». 


El agregado que viene de la Cámara de Representan- 
tes —que acompañaremos con mucho gusto— fortalece el 
ánimo de lo que señalábamos en cuanto a que de ninguna 
manera se busca propiciar algún tipo de evasión u oportu- 
nidad que propenda a esa posibilidad, sino simplemente 
equiparar las posibilidades de desarrollo. Ojalá que esto 
sirva, más que para mantener a las que están fuera del área 
metropolitana en la actualidad, para revitalizar a aquellas 
que lamentablemente hoy no están y a las que puedan ve- 
nir a radicarse; y cuanto más lejos, mejor. 


Si me permite, señora presidenta, quiero señalar que 
cuando hablamos de comercialización de bienes debemos 
analizar con detenimiento el artículo 9.* del proyecto que 
estamos tratando hoy, aprobado en nueva forma por la Cá- 
mara de Representantes, que sustituye el artículo 14 de la 
Ley n- 15921. Hacemos especial hincapié en los incisos 
tercero, cuarto y quinto —que expresan lo que acabamos 
de mencionar y no queremos reiterar— que son los que de- 
finen. Es importante aclarar, en base a lo antes expuesto, 
que la actividad que se ha prohibido es una sola y no dos, 
porque se puede dar lugar a confusión. Lo que se prohíbe 
fuera de las zonas francas es la enajenación de bienes en 
las oficinas administrativas o en cualquier otra parte del 
territorio nacional que, en el último inciso, se menciona 
como «venta de bienes». 


Y para comprender cuándo es que se configura la ena- 
jenación de bienes, alcanza con analizar el artículo 1.” del 
Título 10 del Texto Ordenado de 1996 que establece: «El 
Impuesto al Valor Agregado gravará la circulación inter- 
na de bienes...». A su vez, el artículo 2.” expresa: «Por 
circulación de bienes se entenderá toda operación a títu- 
lo oneroso que tenga por objeto la entrega de bienes con 
transferencia del derecho de propiedad...». Según la Real 
Academia Española «enajenar» significa: «Vender o ceder 
la propiedad de algo u otros derechos». El artículo 3.” del 
mismo título del Texto Ordenado dispone: «El hecho gra- 
vado se considera configurado, cuando el contrato o acto 
equivalente tenga ejecución mediante la entrega o la in- 
troducción de los bienes o la prestación de los servicios». 
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Por todo lo expuesto, debemos considerar que lo que 
está prohibido es la enajenación de bienes fuera de la zona 
franca, configurándose dicha enajenación en el lugar don- 
de se entreguen los bienes objeto del negocio, siendo el 
resto de las actividades complementarias: las relaciones 
públicas, el manejo de documentación auxiliar, la factura- 
ción o la cobranza de bienes y servicios. 


Es cuanto queríamos señalar. 
SEÑOR LARRAÑAGA.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: por su- 
puesto que estoy en línea y conteste con lo expresado por 
el señor senador Camy y adelanto mi voto positivo respec- 
to a este tema. 


En virtud de que la comisión, obviamente, es la que 
tiene más conocimiento sobre este tema, quiero preguntar 
si el régimen que vamos a terminar aprobando en el día de 
hoy —luego del ida y vuelta de la Cámara de Representan- 
tes— va a involucrar especificamente a UPM, por ejemplo 
en lo que refiere a la zona franca de UPM Fray Bentos. 
Me parece importante que quede constancia de qué casos 
y situaciones pueden ser abarcadas por esta norma, aun 
cuando —como dije antes— voy a levantar mi mano para 
aprobar este proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la miem- 
bro informante, señora senadora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Señora presidenta: desde la pri- 
mera instancia en que trabajamos en la modificación de 
esta ley en el Senado, como luego en la Cámara de Repre- 
sentantes y ahora que volvió a ser tratado en la Comisión 
de Hacienda de esta cámara y en esta sesión del Senado, 
nunca pensamos en el ámbito particular de una empresa, 
sino en zonas francas en general. 


Después, dentro del ámbito de las zonas francas, se be- 
neficiará a quien corresponda. 


SEÑORA PRESIDENTE.- En este caso, por ser la ter- 
cera cámara —como se dice—, el asunto requiere una sola 
votación. 


Se va a votar si se aceptan las modificaciones introdu- 
cidas en la Cámara de Representantes. 


(Se vota). 
—28 en 28. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo para su promulgación. 
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SEÑORA PAYSSÉ.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora 
senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora presidenta: en oportuni- 
dad de la votación anterior en esta cámara, por medio del 
fundamento de voto tuve el cometido de dejar constancia 
de una prevención, justamente vinculada a este artículo 14. 


Habida cuenta del trámite que sufrió este proyecto en 
la Cámara de Representantes y en la Comisión de Hacien- 
da del Senado —ámbitos en los cuales también se agrega- 
ron otros artículos desglosados de la rendición de cuen- 
tas—, y de la redacción que ha quedado en el proyecto de 
ley que hoy estamos considerando, me parece de recibo 
dar mi opinión favorable a esta modificación, porque va en 
la dirección de las preocupaciones que había planteado en 
esta sala en oportunidad de considerar el proyecto de ley 
como primera cámara. 


Muchas gracias. 


13) POSTERGACIÓN DE LOS NUMERALES 
TERCERO, SEXTO Y NOVENO DEL ORDEN 
DEL DÍA 


SEÑOR DE LEÓN.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR DE LEÓN.- Señora presidenta: proponemos 
postergar el tratamiento del tercer punto del orden del día 
y pasarlo para la sesión del miércoles 6 de diciembre. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se va votar la moción for- 
mulada por el señor senador. 


(Se vota). 


226 en 27. Afirmativa. 


14) PERIMETRAL INGENIERO ELADIO DIESTE 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en cuarto término del orden del día: 
«Proyecto de ley por el que se designa Perimetral Ingenie- 
ro Eladio Dieste el baipás de tránsito de la ruta nacional 
n.> 30 Brigadier General Eugenio Garzón en la ciudad de 
Artigas, que conecta su tramo Artigas-ruta nacional n.” 5 
Brigadier General Fructuoso Rivera con la avenida Telmo 
García da Rosa de esa ciudad. (Carp. n.* 939/2017 - rep. 
n.” 548/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 939/2017 - rep. n.* 548/17 
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Artículo único.- Designase con el nombre "Perimetral ingeniero Eladio Dieste", al 
baipás de tránsito de la Ruta Nacional N* 30 Brigadier General Eugenio Garzón en la 
ciudad de Artigas, que conecta a su tramo Artigas-Ruta Nacional N? 5 Brigadier General 
Fructuoso Rivera con la Avenida Telmo García da Rosa de esa ciudad. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Montevideo, a 8 de 


noviembre de 2017. 
ii 
, == _ 
ARLOS MAHÍA 
Presidente 
RGINIA ORTIZ 


cretaria 
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Antecedentes 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


El ingeniero Eladio Dieste nació en Artigas el 10 de diciembre de 1917. 


Creador de sesenta obras en nuestro país, entre ellas iglesias, fábricas, las escuelas 
rurales del Plan Gallinal, que constituyen un aporte invalorable de innovación técnica y 
estética a la arquitectura nacional. 


Se ha dicho que el ingeniero Dieste fue un racionalista y un humanista, "dos 
cualidades personales que se proyectan en el extraordinario conjunto de sus creaciones 
arquitectónicas* como ha expresado la Comisión de Patrimonio Cultural de la Nación. Su 
"profunda sensibilidad humana y su gran capacidad de percepción hicieron de su obra 
una perfecta adecuación a las necesidades históricas, sociales y económicas de su país y 
de su gente". 


"Mantuvo firmemente la creencia de que cada pueblo tiene su propio camino hacia el 
desarrollo y reconoció que, si bien el Uruguay carecia de posibilidades económicas, 
contaba con los recursos intelectuales necesarios para afrontar el progreso”. 


Su obra trascendió el ámbito del Uruguay y se proyectó con brillo y admiración al 
pináculo del mundo. 


En 2005 el Museo de Arte Moderno de Nueva York, la Universidad de Princeton y el 
MIT de Massachussets, designaron "El año Eladio Dieste", en su homenaje. 


El señor de los ladrillos 


Utilizó con ingenio y eficacia un material que se adecuaba a las posibilidades de 
nuestro país: el ladrillo. 


En 200€, el Dia del Patrimonio Uruguayo, fue celebrado bajo el lema "Tradición e 
Innovación - Eladio Dieste: el señor de los ladrillos”. 


Realizó 32 obras en Argentina, 27 en Brasil, 5 en España, 120 edificios industriales 
20 tanques de agua, 11 gimnasios, 10 silos ,6 iglesias y 2 muelles según lo consignó el 
diario El Pals en una edición del año 2014. 


Ha sido considerado junto con Oscar Niemeyer, Carlos Raúl Villanueva, Clorindo 
Testa, Luis Barragán, Rogelio Salmona, Lucio Costa, Emilio Duhart y pocos más, uno de 
los forjadores de la nueva arquitectura latinoamericana, uno de los verdaderos maestros. 


En 2004 Princeton Architectural Press editó el libro del profesor de Historia y 
Arquitectura Stanford Anderson, "Eladio Dieste: Innovation in Structuml Art”; el comentario 
a propósito de esta obra publicado en el sitio web del Departamento de Arquitectura de 
MIT (Massachusetts Institute of Technology), expresa: "en una industria tan a menudo 
enamorada de las superestrellas mimadas por los medios de comunicación con clientes 
de moda, Eladio Dieste destaca como una figura refrescante e inspiradora. Nacido en 
Uruguay, Dieste pasó la mayor parte de su larga y productiva carrera creando obras 
industriales y agrarias, infraestructura pública, edificios comerciales y pequeñas iglesias 
en su país natal. El método único e innovador de diseño de Dieste, una combinación de 
arquitectura e ingeniería, elevó estos edificios a menudo humildes a obras maestras del 
arte. Aprovechando su revolucionario enfoque de la construcción con mampostería 
reforzada, Dieste construyó económicamente, estructuras estéticamente impresionantes. 
Si a menudo trabajaba fuera de la corriente principal arquitectónica, nunca perdió de vista 
a la gente modesta para quien sus estructuras fueron construidas. Hoy en día, los 
familiarizados con su trabajo lo consideran igual que innovadores estructurales como Pier 
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Luigi Nervi y Eduardo Terroja. Se analiza en detalle el primer análisis exhaustivo de su 
obra que se publicará en inglés, tanto la belleza como la innovación técnica de los 
proyectos de Dieste. Tres ensayos del mismo Dieste, transmiten sus pensamientos sobre 
el ante, la cultura y la tecnología. Con la muerte de Dieste en 2000, este libro sirve como 
un tributo y una referencia definitiva a su extraordinario trabajo y su brillante unión de 
arquitectura e ingeniería”, 

Falleció en Montevideo el 20 de julio de 2000. 

Este proyecto de ley pretende rendir homenaje y recordar, en su pago natal, a un 
artiguense extraordinariamente sobresaliente. 


Montevideo, 14 de junio de 2017 


MARIO AYALA 
REPRESENTANTE POR ÁRTIGAS 
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PROYECTO DE LEY 


Artículo único.- Designase con el nombre "Perimetral Ing. Eladio Dieste", al baipás 
de tránsito de la Ruta N* 30 en la ciudad de Artigas, que conecta a su tramo Artigas-Ruta 
N? 5 con la Avenida Telmo García da Rosa de esa ciudad. 


Montevideo, 14 de junio de 2017 


MARIO AYALA 
REPRESENTANTE POR ÁRTIGAS 


232-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora sena- 
dora Ayala. 


SEÑORA AYALA.- Señora presidenta: en varias 
oportunidades se vertieron en sala palabras referentes 
al ingeniero Eladio Dieste, como persona y como pro- 
fesional. 


La idea de nominar como Perimetral Ingeniero Eladio 
Dieste el baipás en la ciudad de Artigas, departamento 
de Artigas, surge de una propuesta planteada hace ya un 
tiempo por el ingeniero Ricardo Xavier en varios ámbitos 
de esa ciudad —incluida la Junta Departamental—, que lue- 
go fuera tomada por el diputado Mario Ayala y presentada 
como proyecto de ley en la Cámara de Representantes. 


Es así que nos hacemos parte de esta iniciativa llegada 
a la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado, 
donde fue votada por unanimidad, y sugerimos al pleno su 
aprobación, enmarcándola dentro de lo que son las con- 
memoraciones de los cien años del nacimiento de Eladio 
Dieste. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota). 
22 en 23. Afirmativa. 
En discusión particular. 


Léase el artículo único del proyecto de ley. 
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(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Desígnase con el nombre “Perimetral 
ingeniero Eladio Dieste”, al baipás de tránsito de la Ruta 
Nacional N* 30 Brigadier General Eugenio Garzón en la 
ciudad de Artigas, que conecta a su tramo Artigas-Ruta 
Nacional N* 5 Brigadier General Fructuoso Rivera con la 
Avenida Telmo García da Rosa de esa ciudad». 


SEÑORA PRESIDENTE.-- En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 

25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunica- 
rá al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado, 
por ser igual al considerado). 


15) COPIAS EN DVD DE LA PELÍCULA D. F. 
(DESTINO FINAL) 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en quinto término del orden del día: 
«Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la modificación del artículo 1. de la 
Resolución del Senado, de fecha 15 de junio de 2016, sobre 
la cantidad de copias en DVD de la película D. F. (Destino 
final), del autor Mateo Gutiérrez, sobre el secuestro y 
asesinato de Héctor Gutiérrez Ruiz, Zelmar Michelini, 
William Whitelaw y Rosario Barredo. (Carp. n.* 961/2017 
- rep. n. 551/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 961/2017 - rep. n.* 551/17 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Artículo único.- Modificase el artículo 1? de la Resolución del Senado, 
de fecha 15 de junio de 2016, en relación con la cantidad de copias 
en DVD de la pelicula D.F (Destino Final), del autor Mateo Gutiérrez, 
sobre el secuestro y asesinato de Héctor Gutiérrez Ruiz, Zelmar 
Michelini, William Whitelaw y Rosario Barredo, autorizándose la 
producción de 500 en lugar de 300 copias. 
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Disposición citada 


Resolución del Senado 
de 15 de junio de 2016 


Artículo 1?.- Autorízase la reedición de 300 copias del libro “Artículos 
Periodísticos y Ensayos” de Zelmar Michelini, editado por la Cámara de 
Senadores en 1990 por Resolución del Senado de 19 de agosto de 1986 y la 
producción de 300 copias en DVD de la película D.F, (Destino Final), del autor 
Mateo Gutiérrez, sobre el secuestro y asesinato de Héctor Gutiérrez Ruiz, Zelmar 
Michelini, William Whitelaw y Rosario Barredo. 


Artículo 2*.- El costo de dichos trabajos se financiará con los recursos 
permanentes del presupuesto del Senado. 


Artículo 3%.- Encomiéndase a la mesa del Cuerpo, la designación de una 
comisión interna con el fin de recopilar las intervenciones parlamentarias, los 
discursos, artículos periodísticos y ensayos, para ser publicados por el Senado, 
cumpliendo con lo dispuesto por Resolución del Senado de 15 de marzo de 2016. 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor sena- 
dor Garín. 


SEÑOR GARÍN.- Gracias, señora presidenta. 
Buenas tardes. 


Como integrante de la Comisión de Asuntos Adminis- 
trativos me ha tocado informar la carpeta n.? 961/2017. 


Este proyecto de resolución fue presentado por los 
señores senadores Amorín, De León, Heber, Micheli- 
ni y Mieres que, en lo sustancial, solicitan modificar el 
artículo 1. de la Resolución del Senado de fecha 15 de 
junio de 2016 con relación al número de copias en DVD de 
la película D. F. (Destino final), del autor Mateo Gutiérrez, 
sobre el secuestro y asesinato de Héctor Gutiérrez Ruiz, 
Zelmar Michelini, William Whitelaw y Rosario Barredo. 
Estaba autorizada la producción de trescientas copias y se 
están solicitando quinientas. 


Todos los partidos han acordado realizar esta solicitud. 
El modo de financiamiento de las copias está previsto en el 
artículo 2 de la resolución que ya mencionamos. 


Por tanto, aconsejamos al Cuerpo la aprobación del 
artículo único de este proyecto de resolución, con una pe- 
queña modificación que hemos advertido a la Secretaría. 


Era cuanto teníamos para decir, señora presidenta. 
Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Modificase el artículo 1% de la Resolu- 
ción del Senado de fecha 15 de junio de 2016 en relación 
con la cantidad de copias en DVD de la película D. F. (Des- 
tino Final), del autor Mateo Gutiérrez, sobre el secuestro 
y asesinato de Héctor Gutiérrez Ruiz, Zelmar Michelini, 
William Whitelaw y Rosario Barredo, autorizándose la 
producción de 500 en lugar de 300 copias». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 


23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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16) POSTERGACIÓN DE LOS NUMERALES 
TERCERO, SEXTO Y NOVENO DEL ORDEN 
DEL DÍA 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra por una moción 
de orden. 


SEÑORA PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: hemos con- 
versado acerca de la posibilidad de considerar los asun- 
tos que figuran en séptimo y octavo lugar del orden del 
día —la bancada oficialista tenía interés en considerar 
la venia para designar en calidad de presidente de la 
Corporación de Protección del Ahorro Bancario al 
economista Daniel Óscar Dominioni Ghiggia— y luego 
levantar la sesión, en virtud de que tenemos compro- 
misos políticos impostergables. Quisiéramos cumplir 
con lo acordado y dejar los otros puntos para tratar el 
martes próximo. 


SEÑORA PRESIDENTE.- ¿Lo que propone el señor 
senador Heber es tratar ahora los asuntos que figuran en 
séptimo y octavo término del orden del día, y dejar los que 
figuran en sexto y noveno lugar para la sesión del martes 
5 de diciembre? 


SEÑOR HEBER.- Así es, señora presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTE. Se va a votar. 
(Se vota). 


24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


17) ECONOMISTA DANIEL OSCAR DOMINIONI 
GHIGGIA. DESIGNACIÓN COMO PRESIDENTE 
DEL DIRECTORIO DE LA CORPORACIÓN DE 
PROTECCIÓN DEL AHORRO BANCARIO 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en séptimo término del orden del día: 
«Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con la solicitud de venia remitida por el Po- 
der Ejecutivo, de conformidad con lo establecido en los 
artículos 187 de la Constitución de la república y 18 de la 
Ley n.- 18401, de 24 de octubre de 2008, a fin de designar 
en calidad de presidente en el Directorio de la Corpora- 
ción de Protección del Ahorro Bancario al economista Da- 
niel Oscar Dominioni Ghiggia. (Carp. n.* 925/2017 - rep. 
n.> 531/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.? 925/2017 - rep. n.* 531/17 
PODER EJECUTIVO 


MINISTERIO DEL INTERIOR 

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES 
WINISTERIO DE ECONOMÍA Y FINANZAS 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

MINISTERIO DE EDUCACIÓN Y CULTURA 
MINISTERIO DE TRANSPORTE Y OBRAS PÚBLICAS 
MINISTERIO DE INDUSTRIA, ENERGÍA Y MINERÍA 
MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 
MINISTERIO DE SALUD PÚBLICA 

MINISTERIO DE GANADERÍA, AGRICULTURA Y PESCA 
MINISTERIO DE TURISMO 

MINISTERIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE 

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL 


Montevideo, 23 OCT 2017 


Señora Presidente de la 
Cámara de Senadores 


Lucia Topolansky 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a los efectos de 
solicitar la venia correspondiente para designar al Ec. Daniel Oscar 
Dominioni Ghiggia como Presidente de la Corporación de Protección del 
Ahorro Bancario de conformidad a lo establecido en los artículos 187 de la 
Constitución de la República y 18 de la Ley N” 18.401 de 24 de octubre de 
2008. 


Los antecedentes con las condiciones personales, profesionales y 
conocimiento en la materia de la persona propuesta se adjuntan al presente 
Mensaje. 


El Poder Ejecutivo saluda a ese Cuerpo con su mayor consideración. 


29 de noviembre de 2017 CÁMARA DE SENADORES 237-C.S. 


238-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor sena- 
dor Garín. 


SEÑOR GARÍN.- Como la señora presidenta acaba de 
detallar, se trata de la solicitud de venia para designar en 
calidad de presidente en el Directorio de la Corporación 
de Protección del Ahorro Bancario al economista Daniel 
Oscar Dominioni Ghiggia. 


En el expediente y en la carpeta están incluidas las re- 
laciones de mérito del economista Dominioni, quien tiene 
una vasta experiencia en lo que refiere a trabajo académi- 
co en la Facultad de Ciencias Económicas y de Adminis- 
tración, donde es docente desde el año 1983. Ha tenido 
diferentes responsabilidades a nivel de la estructura ins- 
titucional, académica y de enseñanza universitaria de esa 
facultad. 


Sus antecedentes en docencia y en elaboración de 
publicaciones —que están referidas a la actividad que se 
espera desempeñe al frente de la institución en la que se 
pretende designarlo— están muy pormenorizados. 


Por otra parte, el economista Dominioni es funciona- 
rio del Banco Central del Uruguay desde el año 1978 hasta 
la fecha, y siempre ha cumplido tareas referidas a investi- 
gación, estadísticas y política económica desde ese ámbito 
institucional. 


Además, creo que vale la pena destacar la actividad 
que ha desarrollado durante quince años como represen- 
tante del Banco Central del Uruguay en el Grupo de Mo- 
nitoreo Macroeconómico del Mercosur. 


Por todo lo expuesto en los antecedentes —en los que, 
como comentaba, figuran sus méritos—, sumado a la soli- 
citud del Poder Ejecutivo expresada en nota firmada por el 
presidente de la república, doctor Tabaré Vázquez, acon- 
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sejamos al plenario la aprobación de la venia para designar 
al economista Daniel Oscar Dominioni Ghiggia en calidad 
de presidente del Directorio de la Corporación de Protec- 
ción del Ahorro Bancario. 


Era cuanto teníamos para informar, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia 
solicitada para designar en el Directorio de la Corporación 
de Protección del Ahorro Bancario, en calidad de Presi- 
dente, al economista Daniel Oscar Dominioni Ghiggia». 


SEÑORA PRESIDENTE. Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


18) DOCTORA MARÍA LUCÍA NOGUEIRA 
D”ARGENIO. DESIGNACIÓN COMO FISCALA 
LETRADA DEPARTAMENTAL 


SEÑORA PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el 
asunto que figura en octavo término del orden del día: «In- 
forme de la Comisión de Asuntos Administrativos relacio- 
nado con la solicitud de venia remitida por el Poder Ejecu- 
tivo a los efectos de designar en el cargo de fiscal letrado 
departamental (escalafón N), a la doctora María Lucía No- 
gueira D'Argenio. (Carp. n.? 921/2017 - rep. n.? 549/17)». 
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(Antecedentes). 


Carp. n.* 921/2017 - rep. n.? 549/17 
PODER EJECUTIVO 


Montevideo, 1 6 OCT 2017 


Señora Presidente de la Cámara de Senadores 
Doña Lucía Topolansky 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese Cuerpo a efectos de solicitar 
la venia requerida por el numeral 13 del artículo 168 de la Constitución de la República, 
para proceder a la provisión de 1 (un) cargo de Fiscal Departamental, Escalafón “N”, 


El Sr. Fiscal de Corte y Procurador General de Nación Dr. Jorge Díaz, actuando 
dentro de la competencia funcional que en el orden administrativo la Ley le asigna, y en 
el ejercicio de la potestad que específicamente le confiere el artículo $ literal I de la Ley 
19.334 y el artículo 44 de la Ley 19.483 de 05 de enero de 2017, propone por Oficio N* 
544/17 de fecha 27 de setiembre de 2017, para el cargo de Fiscal Letrado Departamental 
a la Megistrada que ocupara el 7mo. (séptimo) lugar del orden de prelación del concurso 
de Oposición y Méritos dispuesto por Resolución N* 872/16 de 1 de diciembre de 2016, 
Dra. María Lucía Nogueira D' Argento. 


El Poder Ejecutivo tiene la responsabilidad de analizar la correspondencia legal 
de la norma, así como la oportunidad y mérito de la misma. Efectuado el análisis de 
rigor, se cumple con enviar la solicitud de venia al cuerpo legislativo que habilite la 
designación de la Dra. María Lucía Nogucira D' Argento, para ocupar el cargo de Fiscal 


Departamental. 


El Poder Ejecutivo saluda a la Señora Presidente de la Cámara de Senadores con 
su más alta consideración. 
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Fiscalía 


GENERAL 01€ LA NACIÓN 


Oficio N* 544/2017. 
Montevideo, 27 de setiembre de 2017. 


Señora Ministra de Educación y Cultura. 
Dra. Maria Julia MUÑOZ. 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Llevo a su conocimiento que de acuerdo a la 
información proporcionada por el Departamento de Gestión Humana, 
(Cuentas Personales), la señora Fiscal Letrado Departamental de 
Rocha de 1? turno, Dra. Maria Soledad Barriola Dandree, con fecha 
31 de octubre del año en curso, se acogerá a los beneficios 
jubilatorios por límite de edad. 

Por lo expuesto, y de acuerdo a la información 
brindada por el Departamento de Planificación y Presupuesto de la 
Fiscalía General de la Nación, esta Institución contará, con 1 (un) 
cargo vacante de Fiscal Letrado Departamental, Escalafón “N”, a 
partir del día 01 de noviembre del año en curso. 

A efectos de cubrir la vacante de Fiscal Letrado 
Departamental, el suscrito por Resolución N” 872/2016 de fecha 1* 
de diciembre de 2016, convocó a concurso de Oposición y Méritos 
con el fin de elaborar un orden de prelación para la provisión de los 
cargos mencionados, así como para cubrir las nuevas vacantes que se 
generen en igual categoría en el plazo de vigencia del orden de 


prelación (2 años). 
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El Tribunal del referido concurso estuvo integrado 
por el Profesor Agregado de Derecho Procesal de la UDELAR, Dr. 
Gabriel VALENTÍN, el señor Fiscal Letrado de Montevideo en lo 
Penal de 1% Turno, Dr. Juan Bautista GÓMEZ y la señora Fiscal 
Letrado Departamental de Flores, Dra. Gabriela RUSIÑOL, en 
calidad de titulares; y por la señora Fiscal Letrado Departamental de 
Maldonado de 2% Turno, Dra. Sabrina FLORES, por la señora Fiscal 
Letrado Departamental de Cerro Largo de 1“ Tumo, Dra. Adriana 
UMPIERREZ y por la señora Fiscal Letrado Departamental de 
Rivera de 1% Tumo, Dra. Patricia RODRÍGUEZ, en calidad de 
suplentes. 

Asimismo, por Resolución N* 326/2017 de 06 de 
junio del año en curso, el suscrito aprobó lo actuado por el Tribunal 
del Concurso y homologó el orden de prelación. 

En este estado, el Fiscal de Corte y Procurador 
General de la Nación, actuando dentro de la competencia funcional 
que en el orden administrativo la Ley le asigna, y en el pleno 
ejercicio de la potestad que específicamente le confiere el artículo 5 
literal 1) de la Ley N? 19.334 de 14 de agosto de 2015 y el artículo 44 
de la Ley N.* 19.483 de 05 de enero de 2017, tiene el agrado de 
dirigirse a la Señora Ministra, a efectos de proponer la designación de 
los funcionarios del Escalafón “N” que ocuparán los cargos de Fiscal 
Letrado Departamental vacantes. 

El proceso de selección realizado indica que la 
Fiscal Letrado para ser designada en el cargo de Fiscal Letrado 
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Departamental es la Dra. María Lucia Nogueira D*Argento, 
quien ocupara el séptimo lugar del orden de prelación del concurso 
mencionado. 

Cumplo en informar que los Fiscales que 
ocuparon los cuatro primeros lugares de la lista de prelación del 
concurso referido son la Dra. Adriana Grisel Sampayo Lavié, Dra. 
Carolina Martinez Pereyra, Dr. Carlos Alejandro Sastre Stopingi y 
Dra. Ana Josefina García Guruchaga, los que fueron propuestos para 
ocupar los cargos vacantes por Oficio N.* 301/2017 de 7 de junio del 
año en curso, el que diera lugar al expediente N.* 2016-11-0019- 
1261, remitido a esa Secretaría de Estado en su oportunidad. 

Los lugares quinto y sexto del orden de 
prelación del concurso lo ocupan las Doctoras Bettina Ramos Araújo 
y María Eugenia Rodriguez Ford, quienes fueron propuestas por 
Oficio N.* 346/2017 de 20 de junio de 2017, el que diera lugar al 
expediente N.* 2017-11-0019-0736, el que fuera remitido a esa 
Cartera en su oportunidad. 

Se acompaña a la presente propuesta copia 
autenticada de currículum vitae de la señora Fiscal Letrada propuesta, 
como asimismo, copias autenticadas de las Resoluciones N.” 
872/2016 (1? de diciembre de 2016) y N.* 326/2017 (6 de junio de 
2017). 

Sin otro particular, y a la espera que la Señora 
Ministra considere la presente propuesta de designación y otorgue a 
la misma el trámite legal y constitucional correspondiente, hago 
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propicia la ocasión para saludarla con mi más respetuosa y 


distinguida consideración. 
JDA¿cab. 


Dr — 
¡Dr. Jorge Díaz Almeida 


Fiscal de Corte y Procurador. 
¡ General de la Nación Ss 
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SEÑORA PRESIDENTE.- En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor senador 
Pintado. 


SEÑOR PINTADO.- Señora presidenta: quiero hacer 
una advertencia porque el hecho de que el informe sea bre- 
ve no quiere decir que la doctora María Lucía Nogueira 
D'Argenio no reúna las condiciones como para acceder al 
cargo para el que fuera propuesta. Es más, diría que hay 
una relación inversamente proporcional entre el tamaño 
del informe y las condiciones que esta doctora tiene para 
asumir el cargo al que accedió por concurso. 


Se trata de una profesional que es doctora en Derecho 
y Ciencias Sociales desde 2011 y procuradora desde 2009, 
Cursó la Facultad de Derecho, realizó el posgrado de De- 
recho Penal Económico en la Universidad de Montevideo, 
y siguió una serie de estudios, seminarios y preparaciones 
de distinto tipo y en diferentes idiomas. A su vez, ingresó a 
la Administración pública en 2013 como fiscala adscripta. 


Habiendo quedado vacante el cargo de fiscal letrado 
departamental y por resolución de 1.* de diciembre de 2016 
se llamó a concurso de oposición y méritos para ocuparlo. 
Por resolución de 6 de junio de 2017, firmada por el fiscal 
Jorge Díaz, se convocó a concurso de oposición y méritos, 
del cual resultó un orden de prelación para proveer el car- 
go antes mencionado. A partir de este concurso, el fiscal 
plantea a la señora ministra de Educación y Cultura la ne- 
cesidad de designar en el cargo de fiscal letrado departa- 
mental a la doctora María Lucía Nogueira D'Argenio. 


Por estas razones, de acuerdo con su currículo-que no 
leí aquí porque es muy extenso— y con el resultado del 
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concurso, proponemos al Cuerpo la aprobación de la de- 
signación solicitada por el fiscal de corte. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑORA PRESIDENTE.- Léase el proyecto de reso- 
lución. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (José Pedro Montero).- 
«Artículo único.- Concédese al Poder Ejecutivo la venia so- 
licitada para ocupar el cargo de Fiscal Departamental (Esca- 
lafón “N”) a la doctora María Lucía Nogueira D'Argenio». 


SEÑORA PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la pa- 
labra, se va a votar. 


(Se vota). 
23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunicará al Poder Ejecutivo. 


19) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTE.- De acuerdo con lo resuelto 
oportunamente, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 17:18, presidiendo la señora Lucía 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
Aviaga, Ayala, Baráibar, Besozzi, Bordaberry, Carámbula, 
Carrera, De León, García (Graciela), Garín, Heber, 
Martínez Huelmo, Matiaude, Moreira, Otheguy, Pardiñas, 
Passada, Payssé, Pesce, Pintado, Ramos y Xavier). 
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